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HONORABLE SENADO:

La  Comisión  Especial  sobre  Recursos  Hídricos,
Desertificación  y  Sequía  informa  respecto  del  proyecto  de  ley  de  la
referencia,  iniciado por Mensaje del  ex Presidente de la República,  señor
Sebastián Piñera Echenique, con urgencia calificada de “suma”.

Sobre esta iniciativa cabe dejar constancia de
lo siguiente:

-En sesión de 12 de junio de 2012 se envió para
el conocimiento de la Comisión de Obras Públicas y de la Comisión de
Hacienda, en su caso.

-En  sesión  de  17  de  julio  de  2013,  la  Sala
autorizó a la Comisión de Obras Públicas para discutir el proyecto en
general y en particular, en el primer informe. 

-Los Comités del Senado, con fecha 17 de junio de
2014, acordaron cambiar la tramitación y remitir la iniciativa solamente a la
Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía.

-El  texto  que  propone  la  Comisión  Especial  a  la
Sala,  de  acuerdo  a  lo  señalado  por  la  Dirección  de  Presupuestos  –en
documento  anexo  a  la  indicación  formulada  por  el  Ejecutivo-  no  genera
mayores  costos  fiscales,  por  cuanto  durante  los  años  2015-2016  se  ha
incrementado  la  dotación  de  personal  del  Servicio  en  42  fiscalizadores  y
personal  de terreno,  y  se han efectuado inversiones complementarias para
contar con una mayor capacidad de gestión de la información, fortaleciendo
principalmente  sus  sistemas  tecnológicos.  En  consecuencia,  la  Comisión
Especial  estimó  que  debe  ser  eximido  del  trámite  ante  la  Comisión  de
Hacienda.

OBJETIVOS DEL PROYECTO

-Contemplar  para  la  Dirección  General  de  Aguas
mecanismos eficaces de recopilación de información, que posibiliten una adecuada
administración y gestión de los recursos hídricos.

-Aumentar  las  facultades  de  fiscalización  de  la
Dirección General de Aguas.

-Mejorar  los  estándares  de  las  sanciones  por
incumplimiento de la legislación de aguas.



NORMAS DE QUÓRUM

 Cabe  señalar  que  el  numeral  12,  letra  a),  el
numeral 15, la frase final del inciso final del artículo 172 sexies, contenido en
el numeral 20, el numeral 24 y la letra b) del numeral 32, todos del artículo 1°
tienen el rango de leyes orgánicas constitucionales, por lo que requieren de
la aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de
conformidad al inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la
República. Tales normas vinculadas al artículo 77 de la Carta Fundamental.

CONSULTA A LA CORTE SUPREMA

La Comisión Especial  envió a la Corte Suprema
los  oficios  números  49  y  50,  de  fecha  20  y  22  de  diciembre  de  2016,
respectivamente, dando cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 77 de la
Ley Fundamental y en el artículo 16 de la Ley Orgánica Constitucional del
Congreso Nacional.

ASISTENCIA

A una o más de las sesiones en que la Comisión
estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Director
General de Aguas señor Carlos Estévez Valencia, acompañado por el Jefe
de  Fiscalización,  señor  Marcos  Soto,  por  la  asesora  legislativa  señora
Tatiana Celume, por el abogado señor Richard Montecinos Veloso y por el
asesor  señor  Marcelo  Araya;  el  entonces Delegado Presidencial  para  los
Recursos Hídricos señor Reinaldo Ruiz Valdés, el Coordinador de la Región
de  Valparaíso  en  Materias  Hídricas,  señor  Marcelo  Herrera  Concha  y  el
asesor  del  Ministerio  del  Interior,  señor  Claudio Fiabane Salas;  el  asesor
legislativo del Ministerio de Agricultura, señor Jaime Naranjo Ortiz; el asesor
legislativo, señor Pablo Morales y el experto en materia de recursos hídricos,
señor Eduardo Baeza, ambos de la Biblioteca del Congreso Nacional;  los
asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Paola
Fabres y los señores Daniel Portilla y Esteban Contador; el coordinador del
Comité Técnico sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía, señor Elir
Rojas Calderón;  el  asesor  de la  Corporación Nacional  Forestal  (CONAF),
señor  Rodrigo  Herrera;  la  asesora  del  Instituto  Igualdad,  señora  Daniela
Fuentes y el asesor legislativo señor Óscar Patricio Rojas; el asesor de la
Fundación  Jaime  Guzmán,  señor  Carlos  Oyarzún;  el  Director  de  la
Fundación  Libertad,  señor  Santiago  Matta;  los  asesores  del  Centro  de
Estudios y Gestión para el Desarrollo (CEGADES), señores Paolo Torrejón y
Sebastián Silva;  la  asesora del  Centro de Estudios Legislativos (CELAP),
señora  Yasna  Bermúdez;  de  Chile  Sustentable,  la  Directora  señora  Sara
Larraín, acompañada de la coordinadora de dicha entidad señora Nathalie
Joignant.  Asesores  parlamentarios:  de  la  Senadora  Adriana  Muñoz,  la
periodista señora Andrea Valdés, la asesora señora Carmen Gloria Salazar y
el  asesor  legislativo,  señor  Luis  Díaz;  de  la  Senadora  Allende,  el  señor
Alejandro  Sánchez;  del  Senador  señor  Chahuán,  el  señor  Marcelo
Sanhueza; del Senador De Urresti,  la señora Melisa Mallega; del Senador
Prokurica, la abogada señora Carmen Castañaza; del  Senador Pizarro, la
asesora señora Catalina Venegas y la asesora de prensa, señora Andrea
Gómez; del Diputado Daniel Melo, la señora Pamela Poo; del Diputado Luis
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Lemus,  el  abogado  señor  Juan  Alberto  Molina.  También  concurrió,
autorizado  por  la  Comisión  Especial,  el  egresado  de  Derecho  de  la
Universidad de Chile, señor Roberto Álamos.

-------

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa legal se
han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

Código de Aguas.
Código Penal
Código Procesal Penal.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

El  Mensaje  presentado  el  año  2012  por  el  ex
Presidente Sebastián Piñera Echenique destacó que el agua es un recurso
básico para el desarrollo de cualquier forma de vida. En su esencia, es un
insumo de primera necesidad para la existencia del medio ambiente, y como
tal, facilita el asentamiento humano y la producción de bienes y servicios.

Asimismo, reconoció que si bien en la actualidad
existe un consenso mayoritario en relación a la importancia de los principios
que informan el estatuto jurídico de las aguas, especialmente en lo relativo a
la  eficacia  de  la  distribución  óptima  como  principal  mecanismo  para  la
asignación de recursos hídricos y la necesidad de protección ambiental de
las aguas y sus cauces, hay también acuerdo, en el  sentido que nuestra
legislación de aguas es perfectible en muchos aspectos. En este sentido,
puede mencionarse lo siguiente:

(i)  A  pesar  de  la  existencia  de  figuras  penales
específicas  relacionadas  con  la  extracción  no  autorizada  de  aguas,
contenidas en los artículos 459 y 460 del Código Penal, y de los esfuerzos
desplegados  durante  los  últimos  años  por  la  autoridad  para  aumentar  la
fiscalización  de  dichas  extracciones,  el  diagnóstico  común  es  que  estas
medidas, en la forma que están establecidas actualmente, no han resultado
eficaces en la reducción de este tipo de ilícitos;

(ii)  La sanción general  establecida en el  artículo
173 del Código de Aguas, para toda contravención a dicho cuerpo legal que
no esté especialmente sancionada, consistente en una multa que no podrá
exceder de 20 unidades tributarias mensuales, por su escaso monto, no tiene
un  efecto  disuasivo  realmente  eficaz  para  prevenir  infracciones  a  la
normativa de aguas vigente. Conjuntamente, no existe una descripción de la
hipótesis de conducta sancionada, por lo que se ha transformado en una
norma inaplicable;
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(iii)  Si  bien nuestro Código de Aguas contempla
algunas normas que permiten a la autoridad exigir de titulares de derechos
de aprovechamiento de aguas, organizaciones de usuarios, notarios públicos
y conservadores de bienes raíces la entrega de información relacionada con
extracciones  de  agua  y  transferencias  o  transmisiones  de  derechos  de
aprovechamiento de aguas, como son las contempladas en los artículos 68,
en  relación  a  extracciones  de  aguas  subterráneas,  y  122  y  122  bis  en
relación  a  transferencias  o  transmisiones  de  dominio  de  derechos  de
aprovechamiento  de  aguas,  dichas  normas  han  resultado  insuficientes  e
ineficaces para la  obtención de información sobre los recursos hídricos y
derechos de aprovechamiento de aguas.

-------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

SESIÓN 11 DE AGOSTO DE 2015

Atendido  que  los  Comités  acordaron  –decisión
ratificada por la Sala en sesión de 17 de julio de 2013- que la Comisión de
Obras Públicas discutiera el proyecto en general y en particular en el primer
informe, la Comisión Especial –en pleno uso de la competencia entregada
por los Comités- en sesión de 11 de agosto de 2015  aprobó la idea de
legislar,  por  la  unanimidad  de  sus  miembros  presentes,  Senadora
señora Muñoz y Senadores señores Pérez Varela y Pizarro. 

Respecto a la discusión en particular, se resolvió
por  la  misma  unanimidad  antes  mencionada  dar  su  inicio  recibiendo  en
audiencia al Director General de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia.

EXPOSICIÓN DEL DIRECTOR GENERAL DE AGUAS

El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, recordó que el ex Presidente Sebastián Piñera presentó
este proyecto de ley ante la Cámara de Diputados el 18 de enero de 2012, el
que tuvo una rápida tramitación, puesto que el 6 de junio del mismo año se
despachó el oficio pertinente al Senado.

Seguidamente efectuó una presentación sobre el
contenido de la iniciativa y señaló que sus ejes principales son:

-La Información.
-La Fiscalización.
-Las Sanciones.

INFORMACIÓN

Respecto  del  eje  de  información,  señaló  que  el
Mensaje del Ejecutivo propone mejorar las herramientas que permitan a la
Dirección General de Aguas contar con la información necesaria para una
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adecuada  administración  de  recursos  hídricos  y  fomentar  una  efectiva
operación y gestión de los derechos de aprovechamiento de aguas.

En  el  Mensaje  original  se  plantearon
modificaciones a los artículos 122 y 122 bis y la incorporación del artículo
307 bis, nuevo, en orden a la necesidad de obtener información actualizada,
real  y  cierta  respecto  a la  propiedad de los  derechos de aguas;  generar
certeza  en  la  determinación  de  los  titulares  actuales,  mediante  la
modificación de los antecedentes que se incorporan al Catastro Público de
Aguas, y exigir sistemas de medición a los titulares de derechos de agua y a
las organizaciones de usuarios.

El  Director  General  de  Aguas  indicó  que  el
Ejecutivo  de  la  época  aparentemente  se  equivocó  y  no  contempló  en  la
redacción que los notarios y conservadores deben informar sobre –respecto
de las transferencias y transmisiones- la inscripción de derechos. 

La Cámara de Diputados,  prosiguió diciendo,  en
materia de información realizó algunos ajustes, como la incorporación en el
artículo 56 de la obligación de informar e inscribir en el Catastro Público de
Aguas, las aguas del minero y sustituye el artículo 307 bis, nuevo, agregando
la exigencia de medición de la restitución de las aguas de los derechos de
aprovechamiento no consuntivo.

EVENTUALES INDICACIONES PARA EL ÁREA DE INFORMACIÓN

El  Director  General  de  Aguas  especificó  las
materias  que  deberían  contenerse  en  indicaciones  que  deba  conocer  la
Comisión Especial:

 a)  Como la gestión del recurso hídrico no es sólo
un tema jurídico, sino también un asunto relacionado con la investigación, la
planificación y una gestión eficaz y eficiente, se precisa no sólo conocer lo
relativo a los derechos y titulares, sino también cuánta agua se utiliza y en
qué (usos de los derechos de agua).

Al respecto, precisó que nunca se va a tener una
política eficiente en materia de riegos si  no se conoce la cantidad que se
utiliza y en qué se usa.

 b) Establecer que el nacimiento de los derechos
de aprovechamiento de aguas es mediante su inscripción en el Conservador
de Bienes Raíces (mejora sustancial en la información de los derechos). 

Explicó  que  el  Código  de  Aguas  actual  dispone
que  el  derecho  se  origine  mediante  la  resolución  y  es  habitual  que  los
poseedores  de  derechos  nunca  los  inscriban,  que  eludan  el  pago  de
patentes, que no usen el agua y, en casos excepcionales, que especulen con
los recursos.
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 c) Aumentar las atribuciones de la autoridad para
solicitar  antecedentes en la tramitación de las solicitudes de derechos de
aprovechamiento. 

Actualmente,  expresó,  en  la  tramitación  de
solicitudes se entrega la mínima información, la cual no es vinculante.

 d)  Extender  las  facultades  para  la  investigación
eficiente del recurso.

FISCALIZACIÓN

El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, indicó que el Mensaje original del Ejecutivo especifica que
la protección ante una extracción ilegal procede respecto de cauces como de
acuíferos y mejora levemente las facultades de fiscalización de la Dirección
General de Aguas, permitiendo la paralización y cegamiento de pozos con
extracciones ilegales. En este último caso, se trataría de un artículo nuevo, el
artículo 299 bis. Agregó que en la actualidad, se debe recurrir al juez y éste
puede determinar una sanción de hasta 23 UTM. En cuanto al auxilio de la
fuerza pública debe ser solicitado al Gobernador, quien a su vez lo requiere a
Carabineros  y  éstos  acompañan  al  funcionario,  los  que  pueden  verse
enfrentados a la negativa del dueño del predio.

Agregó que la Cámara de Diputados aumentó las
atribuciones de la Dirección General de Aguas para la obtención de la fuerza
pública, en los casos de extracción ilegal de aguas.

EVENTUALES INDICACIONES PARA EL ÁREA DE FISCALIZACIÓN

 El  Director  General  de  Aguas  enumeró  las
materias  que  deberían  contenerse  en  indicaciones  que  deba  conocer  la
Comisión Especial:

 -Modificar las normas que han permitido el abuso
en la obtención ilegal de derechos de aguas. Especificación de la utilización
de drenes y una modificación al artículo 2° transitorio; en este último caso el
fundamento está dado, porque en la actualidad permite regularizar en los
tribunales de justicia derechos que eventualmente se utilizaban el año 1976,
solamente  con  testigos,  provocando  un importante  sobre-otorgamiento  de
derechos.

 -Lograr el ingreso expedito a los lugares donde se
efectúan las extracciones ilegales y usurpaciones del recurso. 

 -Obtención expedita del acceso a la fuerza pública
para el cumplimiento de todas las resoluciones de la DGA.

 -Calidad de ministros de fe a los funcionarios de
fiscalización. 

6



SANCIONES

El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez  Valencia,  detalló  las  materias  que  tocó  el  Mensaje  original  del
Ejecutivo, que son las siguientes:

 -Reforzar la efectividad del artículo 173 del Código
de Aguas, como norma sancionadora de las contravenciones a la normativa
que  rige  las  aguas,  de  manera  de  hacerla  más  acorde  a  la  realidad,
estableciendo descripciones de las hipótesis de las conductas sancionadas,
nuevos límites para los montos de las multas y criterios para la fijación de las
mismas.

 -Mejorar  la  efectividad  y  cobertura  de  los  tipos
penales  establecidos  en  el  artículo  459  y  460,  aumentando  las  penas
(presidio menor en su grado mínimo a medio), y aumentando las multas a un
rango de veinte a quinientas unidades tributarias mensuales. 

 -Incorporar  explícitamente  en el  artículo  459  del
Código Penal a las aguas subterráneas. 

 -Necesidad de que el fiscal del Ministerio Público
comunique  los  hechos  motivo  de  la  denuncia  a  la  Dirección  General  de
Aguas del Ministerio de Obras Públicas.

Por su parte,  la Cámara de Diputados –precisó-
incrementó el  monto de las sanciones propuestas en el  Mensaje para los
siguientes casos:

 Entrega  de  información  falsa  o  manifiestamente
errónea  de  10  a  100  UTM  (incrementa  el  umbral  mínimo  de  10  a  100,
coincidiendo con el Ejecutivo en el máximo de 1.000).

-Crea sanción específica para incumplimiento de
las disposiciones de las Resoluciones que constituyen derechos de aguas no
consuntivos de 600 a 7000 UTM.

 -Aumenta  la  multa  pecuniaria  propuesta  en  el
Mensaje, en los arts. 459 y 460 Código Penal, llegando al máximo de 5000
UTM (según Mensaje eran 500).

 -En  el  Código  Procesal  Penal,  establece  la
necesidad  de  que  el  fiscal  del  Ministerio  Público  comunique  los  hechos
motivo de la  denuncia a la Dirección General  de Aguas del  Ministerio  de
Obras Públicas y que no haya acuerdo de reparación si es que no se ha
resarcido el daño.

EVENTUALES INDICACIONES PARA EL ÁREA DE SANCIONES

El Director General de Aguas indicó las siguientes
propuestas para una posible indicación del Ejecutivo:
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 -  Mejorar  los  estándares  de  las  sanciones  por
incumplimiento a la legislación de aguas, especificando de mejor forma las
conductas sancionables.

 -Crear la sanción de caducidad de los derechos de
agua en caso de duplicidad de título.

 -Busca  mejorar  normas  de  cumplimiento  de  las
resoluciones de la DGA, obteniendo de forma más directa el auxilio de la
fuerza pública.

El  Director  General  de  Aguas  manifestó  que  la
disyuntiva es cómo avanzar en la línea fijada por la Organización para la
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), esto es, contar con una
gestión integrada de recursos hídricos por cuenca y que los privados y la
administración puedan tener la mejor información sobre la cuenca respectiva.

La  Senadora  señora  Muñoz  consultó  sobre  la
forma en que se perfeccionaría  el  artículo 173 del  Código de Aguas y el
Director  General  de  Aguas  dijo  coincidir  con  el  objetivo  del  Mensaje  del
Ejecutivo, en orden a especificar la tipicidad, pero que se debería contemplar
una  sanción  básica  y  explícita  para  toda  contravención  que  no  esté
especialmente sancionada, cosa que el Mensaje equivocadamente eliminó.

SESIÓN 6 DE OCTUBRE DE 2015

El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia informó a la Comisión Especial respecto del contenido de
la  indicación  que  se  encuentra  para  revisión  en  el  Ministerio  Secretaría
General  de  la  Presidencia,  la  que  luego  de  contar  con  las  firmas
correspondientes será discutida en esta instancia legislativa.

Recordó los tres ejes que sostienen el proyecto de
ley, esto es, información, fiscalización y sanciones, cuya línea es ratificada
por la propuesta de indicación.

Seguidamente  explicitó  los  contenidos  de  la
indicación, de la siguiente manera:

-Artículo 30, en cuanto a la definición de cauce. El
concepto actual no contempla a las aguas subterráneas, lo que puede llevar
a situaciones como las ocurridas en la Región de Coquimbo donde alguien
interviene  un  cauce  seco  y  genera  una  obra  de  abducción  de  agua
subterránea, que capta agua del río subterráneo y la lleva a su predio en
forma ilegal, pero en sede judicial se defiende con que el agua está debajo
del cauce. Por ello, se deja explícito que un cauce de río tiene un elemento
superficial y un elemento subterráneo o roca madre, materias fundamentales
para que la fiscalización sea real. Asimismo, las normas de intervención de
cauces son de las pocas que posibilitan el actuar de la Dirección General de
Aguas de un modo directo, con multas elevadas y sin tener que recurrir a los
tribunales.
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-Artículo 38. Actualmente establece la obligación
de las organizaciones de usuarios de aguas y del propietario exclusivo de un
acueducto que extraen agua de una fuente natural, de ejecutar las obras e
instalar un sistema de medición de las aguas. La indicación propone agregar
la obligación de envío de información.

-Artículo  41.  Al  respecto,  se  perfecciona  la
competencia de la Dirección General de Aguas respecto de las solicitudes de
modificación de cauce.

-Artículo 48. Referido a las aguas de drenaje, se
dispone la obligación de informar sobre dicha instalación.

-Artículos  67,  68  y  307  bis,  sobre  el
establecimiento de la medición de caudales y niveles freáticos en zonas de
prohibición y restricción, es decir, al día de hoy el artículo 68 señala que la
DGA podrá exigir un sistema de medición, por lo cual la indicación cuando se
trata  de  un  área  de  restricción  o  una  zona  de  prohibición  estatuye  la
obligación  de  informar  en  aguas  subterráneas.  En  el  caso  de  las  aguas
superficiales, existe una excepción legal.

-Artículo  107.  Referido  al  establecimiento  de
servidumbres  legales  de  investigación,  dado  que  la  DGA  dispone  de
estaciones pluviométricas, cuyas mediciones son indispensables.

-Artículos 119, 140 y 149, respecto de los cuales
se incorpora la exigencia de informar sobre el uso que se dará a la solicitud
de aprovechamiento de las aguas. En ningún caso, constituye una restricción
a una transacción o compraventa de aguas, sólo se requiere que se informe. 

-Artículo 122. En la actualidad obliga a los notarios
y  a  los  conservadores  de  bienes  raíces  a  informar  a  la  DGA  sobre  las
transacciones y escrituras. Se propone eliminar la obligación de los notarios,
para  profundizar  y  hacer  real  la  información  de  los  conservadores  en  el
procedimiento en línea.

El Senador señor Chahuán quiso saber cómo se
sistematiza la información por parte de la DGA y el Director aseguró que no
se sistematiza adecuadamente, porque la Dirección General de Aguas tiene
un catastro público de aguas que su fuente original es la constitución del
derecho, pero cuando el derecho se hereda, se fragmenta, etcétera la DGA
solicita  al  Conservador  de  Bienes  Raíces  que  le  remita  la  información,
entidad que no siempre cumple con dicha remisión.

-Artículo 129 bis 2. Se propone que la DGA pueda
ordenar directamente la paralización y destrucción de obras ilegales más el
cegamiento  de  pozos  con  autorización  judicial.  En  este  último  caso,  la
exigencia de autorización judicial  dice relación con la irreversibilidad de la
acción de cegamiento.
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-Artículo  129  bis  12.  Se  propone  que ante  la
evasión del pago de patente por no uso del agua, agregar a la competencia
por domicilio del Conservador de Bienes Raíces, la comuna de la captación. 

-Artículo  138. En  la  indicación,  para  el  caso  de
incumplimiento  (demoler,  etcétera),  se  otorga  competencia  para  actuar
directamente o vía municipal.

-Artículo  171,  la  sugerencia  dispone  que  las
modificaciones  de  cauce  realizadas  por  el  MOP,  deben  informarse
previamente y dentro de determinado plazo. Respecto de los privados las
exigencias ya existen.

-Artículo  172,  se  contempla  una  sanción  por
modificación  de  cauce,  no  solo  por  incumplimiento  de  la  orden  de
destrucción.

 -Artículo 299, competencias DGA más claras para
investigar y medir el recurso.

 -Artículo 299 bis,  se confiere calidad de ministro
de fe a funcionarios de fiscalización de la DGA.

-Artículo 300, se propone que la DGA ingrese a
predios con auxilio de Fuerza Pública, directamente, en caso de extracción
ilegal o usurpación.

-Artículo 307,  se propone aumento de multa  por
falta de mantención de obras mayores, dado que no existe una fiscalización
respecto de las obras que van adquiriendo años, dado que nos encontramos
en un país sísmico, con volcanes y otras manifestaciones de la naturaleza.

-Artículo  459  bis  Código  Penal,  contemplaría
sanciones penales y caducidad por duplicidad de título.

-Artículos 173, 173 bis, 173 ter, 173 quáter y 175,
consagran el nuevo sistema de sanciones. Al respecto, el Director General
de Aguas manifestó que sus principales características son las siguientes:

-Tipifica  de  manera  clara  las  conductas
sancionadas.

-Establece un sistema objetivo de consideraciones
y agravantes para aumentar las multas. 

-Establece montos y grados, reduciendo  el rango
de discrecionalidad. La brecha máxima dentro de una categoría de infracción
es sólo es 5 veces entre multa mayor y menor.

-Rebaja el monto máximo de las sanciones, desde
7.000  UTM  a  2.000  UTM,  pero  posibilita  duplicar  multas  en  caso  de
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reiteración de infracciones, pudiendo por esta vía, en caso de una serie de
reiteraciones, superar el umbral máximo.

-Crea la figura de la caducidad en materia penal.

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DE LA INDICACIÓN PRESENTADA POR EL
EJECUTIVO 

El Ejecutivo formuló una indicación que modifica
los  artículos  1°  y  2°  del  texto  aprobado  en general  y  agrega  un artículo
transitorio.

El  Director  de  la  Dirección  General  de  Aguas,
señor  Carlos  Estévez,  expuso  los  aspectos  centrales  de  la  indicación
presentada por el Ejecutivo a la iniciativa legal en estudio.

 En primer lugar, explicó que el proyecto de ley, en
general,  apunta  a  ajustar  el  marco legislativo  para  responder  a  la  nueva
realidad  de  gestión  de  las  aguas,  atendiendo  a  las  recomendaciones
formuladas en el Foro Mundial del Agua celebrado en Corea, en 2015, que
propone  adecuar  todas  las  instancias  institucionales  y  normativas  para
garantizar la seguridad hídrica y aplicar una efectiva gestión integrada del
recurso hídrico. Asimismo, sostuvo que los Principios para la Gobernanza del
Agua de la OCDE, de junio de 2015, apuntan a promover la actualización de
los marcos regulatorios y fortalecer las políticas públicas para una gestión
eficiente, eficaz, sustentable y participativa del recurso.

 Del  mismo  modo,  añadió  que  la  OCDE,  a
instancias de su evaluación del desempeño ambiental de Chile, de julio de
2016, propone adoptar un enfoque basado en los riesgos para la gestión de
los  recursos  hídricos,  lo  que  requiere  concebir  e  implementar  nuevas
reformas del  régimen de  asignación  de  aguas,  con el  fin  de  asegurar  la
imposición de límites efectivos y exigibles a las extracciones, reflejando las
exigencias ambientales y ecológicas y la necesidad de un uso sostenible de
las aguas. 

 Asimismo,  dicho  enfoque  propone  priorizar  los
usos esenciales del agua –tales como el abastecimiento público de agua y
los servicios de saneamiento y ecosistémicos-, acelerar la regularización y
registro de los derechos de uso del agua -con el propósito de favorecer la
operatividad y transparencia del registro público- y reforzar las medidas de
fiscalización y las sanciones aplicables a las extracciones ilegales.

 En ese contexto, afirmó que el Gobierno de Chile
ha manifestado su voluntad de modificar el marco normativo de los recursos
hídricos, para avanzar en un sistema de gestión integrada de cuencas y en
una nueva institucionalidad en la materia. Con dicho propósito, aseveró que
el agua, como bien nacional de uso público, se concede a distintos usuarios
para  su  aprovechamiento,  aun  cuando  se  trata  de  un  bien  escaso  que
requiere ser tutelado por el Estado de modo de preservar el ejercicio de otros
derechos y la sustentabilidad del recurso.
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 Para  alcanzar  dicha  finalidad,  explicó  que  se
requiere, en la tutela de la administración y en la gestión integrada de las
aguas, que la autoridad cuente con la información necesaria para el mejor
manejo de los recursos hídricos, con facultades que le permitan fiscalizar el
cumplimiento de las normas y sancionar su contravención.

 Seguidamente,  expuso  los  antecedentes  de  la
iniciativa legal en estudio. 

 En  efecto,  manifestó  que  en  2012  el  Ejecutivo
presentó  el  proyecto  de  ley  que,  en  general,  trata  las  materias  descritas
enfocándose  en  el  aspecto  sancionatorio.  De  ese  modo,  agregó  que  las
indicaciones  del  Ejecutivo  están  orientadas  a  ampliar  las  facultades  de
fiscalización de la Dirección General de Aguas y su capacidad para hacer
cumplir sus resoluciones, obtener información de extracciones y uso de las
aguas, y especificar las contravenciones a la ley con sanciones específicas,
mediante multas mayores a las actualmente existentes.

 A  continuación,  expuso  el  diagnóstico  de  la
entidad respecto de las circunstancias que fundamentan las indicaciones del
Ejecutivo.

 En  primer  lugar,  sostuvo  que  se  han  detectado
deficiencias de información,  toda vez que la Dirección General  de  Aguas
ejerce  escasas  facultades  para  obtener  información  de  los  usuarios  de
aguas, sus niveles de extracción y usos del recurso hídrico. En ese sentido,
detalló  que  se  cuenta  con  antecedentes  incompletos  para  planificar  el
desarrollo  del  recurso,  al  existir  deficiencias  para  fomentar  la  gestión
integrada  de  cuenca,  junto  a  insuficiente  información  para  que  los
particulares protejan sus derechos y aumente la transparencia del mercado
de aguas. Dichos antecedentes, agregó, dificultan la implementación de una
nueva  institucionalidad  del  agua  que  permita  un  uso  más  equitativo  del
recurso por parte de la población. 

 En la misma línea, explicó que existen deficiencias
en materia de fiscalización, lo que requiere una nueva institucionalidad del
agua que cuente con herramientas de control, ofrezca gobernanza y tutele la
disponibilidad y sustentabilidad del recurso, considerando que actualmente
persiste una importante extracción ilegal y usurpación de aguas. Agregó que
dichos  problemas  persisten  aun  cuando  se  ha  realizado  un  esfuerzo  en
fortalecer  la  dotación  de  fiscalizadores,  quienes  enfrentan  una  serie  de
dificultades para el acceso a predios, cauces y obras, afectando la certeza
jurídica de las actas de fiscalización que debe confeccionar.

 Del  mismo  modo,  agregó  que  existe  un  débil
sistema de sanciones que no se condice con los beneficios económicos que
puede conllevar  el  incumplimiento  de la  legislación  de aguas.  Del  mismo
modo, agregó que las conductas sancionadas carecen de especificidad en su
regulación, junto a una serie de falencias en su procedimiento de aplicación y
su sanción, las que deben tramitadas ante distintos órganos mientras que la
ejecución de las respectivas multas no se efectúa eficientemente.
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 Habida  cuenta  de  tales  consideraciones,  explicó
que la indicación del Ejecutivo propone una serie de modificaciones al texto
aprobado  en  primer  trámite  constitucional  por  la  Cámara  de  Diputados,
particularmente en lo que respecta al deber de información y las facultades
de fiscalización y de aplicación de sanciones que podrá ejercer la Dirección
General de Aguas.

 Seguidamente, explicó tales modificaciones.

 En primer  lugar,  sostuvo que  se  contempla  una
nueva definición de cauce, de modo tal de posibilitar la fiscalización en su
área subterránea,  junto al  establecimiento de la obligación de medición y
envío de información de caudales por parte de los propietarios exclusivos de
los acueductos a las organizaciones de usuarios de aguas.

Añadió que se propone el perfeccionamiento de la
competencia de la Dirección General de Aguas respecto de los cauces, la
utilización de las aguas de drenajes y la información respecto de su uso, la
medición de caudales y niveles freáticos y transmisión de esa información en
zonas de prohibición y restricción en la gestión de aguas subterráneas, junto
a  la  especificación  de  la  información  requerida  en  los  procedimientos  de
inscripciones y transferencias.

 Asimismo,  mencionó  que  se  propone  la
eliminación  de  la  obligación  de  los  notarios  de  informar  respecto  de  los
contratos que hubieren otorgado, toda vez que la información fehaciente es
aquella  que consta en los  respectivos registros  de los Conservadores de
Bienes Raíces. Al mismo tiempo, contempla la eliminación de la autorización
judicial  para  solicitar  el  auxilio  de  la  fuerza  pública  cuando  se  ordene  la
paralización  y  destrucción  de  obras  ilegales,  de  modo  tal  de  facilitar  las
labores de fiscalización que ejerce la Dirección General de Aguas. 

 En la misma línea, agregó que, ante la evasión del
pago de patente, se especifica la competencia correspondiente al domicilio
en que se hubieren inscrito los derechos ante el respectivo Conservador de
Bienes Raíces.

 Del  mismo  modo,  detalló  que  se  propone  una
nueva regulación del procedimiento de inspección en la tramitación de las
solicitudes y se modifica el procedimiento de solicitud de auxilio de la fuerza
pública y,  en caso de incumplimiento, se otorga competencia para actuar
directamente a la Dirección de Obras Hidráulicas.

 En cuanto al procedimiento sancionatorio, agregó
que  se  contemplan  mecanismos  que  garantizan  mayores  niveles  de
transparencia  y  objetividad,  en  tanto  que,  respecto  de  la  entidad  de  las
sanciones, se introducen parámetros objetivos que limitan la discrecionalidad
de la autoridad para su determinación, junto al establecimiento de una serie
de competencias en materia de fiscalización de la calidad de las aguas. 

 Se garantiza, además, la calidad de ministro de fe
de  los  funcionarios  de  fiscalización  de  la  Dirección  General  de  Aguas,
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estableciendo  que  en  las  labores  de  fiscalización  podrán  ordenar  la
paralización de obras en caso de extracción de aguas e ingresar a predios
con el auxilio de la fuerza pública. Del mismo modo, se aumentan las multas
por falta de mantención de canales y obras mayores y sanciones penales y
cancelación por duplicidad de título.

 Enseguida,  acerca  de  la  entidad  de  las  multas
propuestas, presentó el siguiente gráfico relativo a las sanciones aprobadas
en  primer  trámite  constitucional  por  la  Cámara  de  Diputados  y  las
modificaciones propuestas a su respecto:

Rango de la Multa Infracción 

De 10 UTM a 500 UTM 
( $403.260 a $20.163.000)

Infracciones relativas  al  incumplimiento  de la
obligación de entregar información a la DGA

De 100 UTM a 1000 UTM (
$ 4.032.600 a 
$40.326.000)

Infracciones  relativas  a  la  entrega  de
información falsa o manifiestamente errónea. 

De 20 UTM a 1000 UTM 
( $ 806.520 a $40.326.000)

Incumplimiento a la exigencia de instalación de
sistemas de medidas.

De 20 UTM a 1000 UTM 
( $ 806.520 a $40.326.000)

Infracciones  a  las  disposiciones  de  la
resolución que otorga o reconoce el  derecho
de aprovechamiento de aguas.

De 600 UTM a 7000 UTM
($24.195.600 a $

282.282.200)

*Infracciones a cualquiera de las disposiciones
de  la  resolución  que  otorga  o  reconoce  el
derecho  de  aprovechamiento  de  aguas  no
consuntivo.

De 600 UTM a 5000 UTM (
$24.195.600 a $ 
201.630.000)

Infracciones que pongan en peligro o afecten
gravemente  el  cauce,  el  acuífero  o  la
generalidad de los usuarios de dichas fuentes. 

 Agregó  que  dicho  texto  propone  montos  que
implican una real sanción a los infractores, favoreciendo el efecto disuasivo
buscado, pero establece un rango de multas demasiado amplio -entre 10
UTM y 7.000 UTM, con una multa máxima 700 veces mayor que la mínima-,
y no contempla un sistema objetivo para aplicar la multa dentro de su rango o
de agravantes para aumentarlas. 

 Del  mismo  modo,  agregó  que  aun  cuando
establece  rangos  de  multas  según  el  tipo  de  infracción  y  se  tipifican  las
conductas  sancionables,  dentro  de  cada  categoría  se  mantienen  amplias
brechas  entre  multa  mínima  y  máxima,  sin  contemplar  categorías  de
infracciones  claramente  definidas  y  sin  definiciones  objetivas  espacio-
temporales que permitan fundamentar por qué se aplicará multa mínima o
máxima o mecanismo de agravantes, favoreciendo la discrecionalidad de la
autoridad.

 Habida cuenta de ello, añadió, las indicaciones del
Ejecutivo  apuntan a tipificar  de  manera  clara  las  conductas  sancionadas,
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estableciendo  un  sistema  objetivo  de  consideraciones  y  agravantes  para
aumentar las multas. 

 Asimismo,  contempla  un  sistema  específico  de
montos y grados de sanciones, reduciendo el rango de discrecionalidad toda
vez que la brecha máxima dentro de una categoría de infracción es sólo es 5
veces entre multa mayor y menor. 

Sobre  el  particular,  detalló  que  se  propone  un
sistema que, para el primer grado de sanciones, equivale al rango de 10 a 50
UTM, de 51 a 100 UTM para el segundo grado, de 101 a 500 UTM para el
tercer grado, de 501 a 1.000 UTM para el cuarto grado y de 1.001 a 2.000
UTM para el quinto grado. Del mismo modo, agregó que se contempla una
rebaja en el  monto máximo de las sanciones,  desde 7.000 UTM a 2.000
UTM, pero posibilita duplicar multas en caso de reiteración de infracciones,
pudiendo por  esta vía,  en caso de una serie  de reiteraciones,  superar  el
umbral máximo, junto a la sanción de cancelación del título duplicado.

Consultas

 El  Senador  señor  Pérez  Varela  afirmó  que,  en
consideración a las opiniones de diversos actores en materia de gestión de
recursos hídricos, es posible sostener que el principal problema que afecta al
sector dice relación con las dificultades para diseñar e implementar proyectos
de agua potable rural, por sobre la titularidad de los respectivos derechos de
aprovechamiento de aguas.

 El  Director  de  la  Dirección  General  de  Aguas,
señor Carlos Estévez Valencia, aseveró que, en una perspectiva de largo
plazo, la titularidad de los derechos de agua resulta un elemento crucial para
el desarrollo de proyectos de gestión de dichos recursos. En ese contexto,
señaló que, considerando que se trata de un derecho humano que debe ser
protegido, existe un problema relativo al tratamiento de los recursos, lo que
requiere promover una serie de modificaciones legales al efecto.

 La  Senadora  señora  Muñoz consultó  acerca  del
gasto fiscal que derivaría de la aprobación de la iniciativa, particularmente
respecto de las medidas de fiscalización que se proponen en las indicaciones
del Ejecutivo.

 El  Director  de  la  Dirección  General  de  Aguas,
señor Carlos Estévez Valencia, explicó que la iniciativa carece de impacto
fiscal,  toda  vez  que,  a  propósito  de  las  medidas  de  fiscalización  que
contempla,  no se  requiere un aumento del  número de funcionarios de la
Dirección General de Aguas que realizan tales funciones.

 Por otra parte, subrayó que el proyecto generará
un aumento de los ingresos fiscales,  a raíz de la mayor eficiencia de los
procedimientos sancionatorios y del incremento de las multas aplicables en
cada caso, en tanto que el mejoramiento de los mecanismos de inscripción
de derechos –tales como software o sistemas de estandarización de datos-,
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deberán ser implementadas por los respectivos Conservadores de Bienes
Raíces.

 El coordinador del Comité Técnico sobre Recursos
Hídricos, Desertificación y Sequía, señor Elir Rojas, consultó acerca de los
sistemas de estandarización de los sistemas de información.

 El  Director  de  la  Dirección  General  de  Aguas,
señor  Carlos  Estévez  Valencia,  explicó  que  se  establecerán  parámetros
comunes de información, en función del sistema ya existente, previo proceso
de consulta con todas las entidades que operan en el ámbito de la gestión de
los recursos hídricos.

MODIFICACIONES PROPUESTAS AL ARTÍCULO 1° DEL PROYECTO
APROBADO EN GENERAL, REFERIDO AL CÓDIGO DE AGUAS

AL ARTÍCULO 30 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El artículo 30 del Código de Aguas define lo que
es el álveo o cauce natural de una corriente de uso público como el suelo
que  el  agua  ocupa  y  desocupa  alternativamente  en  sus  creces  y  bajas
periódicas.

La indicación propone intercalar un inciso segundo
nuevo que entiende por suelo, para los efectos del Código de Aguas, desde
la superficie del terreno hasta la roca madre. Además, especifica en el inciso
segundo,  que pasa a ser  tercero,  que respecto del  suelo los propietarios
riberanos podrán aprovechar y cultivar la superficie del suelo.

-------

En sesión de 11 de octubre de 2016,  el Director
General de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, explicó que la propuesta
del Ejecutivo apunta a actualizar las definiciones contenidas en el Código de
Aguas, a propósito de las labores de fiscalización que desarrolla la Dirección
General  de  Aguas.  Con  dicha  finalidad,  afirmó que,  al  establecer  que  la
noción de suelo abarca desde la superficie del terreno hasta la roca madre,
dichas  facultades  pueden  ejercerse  incluso  respecto  de  las  aguas
subterráneas.

 El Senador señor Chahuán consultó respecto de
las eventuales implicancias que la definición propuesta tendría para el ámbito
del  derecho  minero,  particularmente  en  lo  que  atañe  a  las  concesiones
mineras. 

 La asesora legislativa de la Dirección General de
Aguas, señora Tatiana Celume, explicó que la norma propuesta no afecta el
ámbito  de  regulación  del  derecho  minero.  En  efecto,  aseveró  que  la
propiedad minera recae sobre todas las sustancias concesibles que existan
dentro  del  polígono  que  se  crea  mediante  la  concesión  respectiva,
configurando  una  noción  que  no  resulta  modificada  por  la  iniciativa  en
estudio. 
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 En la misma línea, el Director General de Aguas,
señor Carlos Estévez Valencia,  añadió que la regulación propuesta opera
respecto  del  cauce  de  un  río,  de  modo  tal  que  no  alcanza  al  suelo  de
propiedad del ribereño. En consecuencia, explicó que al establecer que el
cauce  tiene  como límite  la  roca  madre  –esto  es,  aquella  que  carece  de
permeabilidad-, es posible extender las atribuciones que ejerce la Dirección
General de Aguas respecto de la gestión de los recursos hídricos.

 En  cualquier  caso,  agregó  que,  cuando  se
pretenda realizar una exploración bajo el cauce de un río, se deberá solicitar
la autorización respectiva ante la Dirección General de Aguas. Sin embargo,
reiteró que el objetivo principal de la propuesta en análisis radica en evitar las
extracciones ilegales de aguas subterráneas.

El Senador señor Pizarro añadió que la propuesta
prescribe que su ámbito de aplicación sólo operará para efectos del Código
de Aguas, de modo tal que no se produciría ningún conflicto normativo con
las disposiciones contenidas en el Código de Minería.

 Por  otra  parte,  coincidió  en  que  la  norma  en
estudio debe ser interpretada a la luz del propósito que persigue la iniciativa,
consistente en mejorar los mecanismos de fiscalización y sanción en materia
de gestión de los recursos hídricos.

 -Puesta  en  votación  la  primera  enmienda  -
propuesta por la indicación del Ejecutivo- al artículo 30 del Código de
Aguas, fue aprobada por 2 votos a favor, de la Senadora señora Muñoz
y  del  Senador  señor  Pizarro,  y  1  abstención,  del  Senador  señor
Chahuán.

 Respecto a la segunda enmienda al artículo 30 del
Código  de  Aguas,  el  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos  Estévez
Valencia, afirmó que la indicación pretende establecer que, para efectos del
Código  de  Aguas,  el  concepto  de  suelo  comprende  la  superficie,
particularmente  a  raíz  de  las  actividades  de  cultivo  que  pudieran
desarrollarse.

 De ese modo,  agregó que la  propuesta operará
respecto de los propietarios de las riberas de tal forma que, en un contexto
de escasez hídrica, podrían aprovechar y cultivar la superficie del suelo que
seguirá siendo de dominio público. Sin embargo, añadió que, tratándose de
las  colas  de  los  embalses,  se  requerirá,  además,  la  autorización  de  su
administrador.

 -Puesta  en  votación  la  segunda  enmienda  al
artículo 30 del Código de Aguas, fue aprobada por la unanimidad de los
miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y
Senadores señores Chahuán y Pizarro.

AL ARTÍCULO 38 DEL CÓDIGO DE AGUAS
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El artículo 38 del  Código de Aguas establece la
obligación de las organizaciones de usuarios o del propietario exclusivo de
un acueducto que extraiga aguas de una corriente natural de construir a lo
menos una bocatoma y un canal que permita devolver las aguas o su exceso
al cauce de origen y los dispositivos que permitan controlar y aforar el agua
que se extrae.

La  indicación  propone  agregar  a  la  mencionada
obligación la de mantener la bocatoma y el canal, y establecer un sistema de
transmisión  instantánea  de  la  información  del  agua  que  se  extrae,
información que se deberá entregar siempre a la Dirección General de Aguas
cuando lo requiera.

-------

En sesión de 11 de octubre de 2016,  el Director
General de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, explicó que el artículo 38
del  Código  de  Aguas  establece  una  obligación  para  los  propietarios  u
organizaciones más relevantes en aguas superficiales, al establecer el deber
de construir a lo menos una bocatoma con compuertas de cierre y descarga
y un canal que permita devolver las aguas o su exceso al cauce de origen,
además de los dispositivos que permitan controlar y aforar el agua que se
extrae. 

 Sin  embargo,  sostuvo  que,  bajo  la  legislación
vigente,  dicha  obligación  no  comprende  el  deber  de  mantener  tales
instalaciones, lo que pretende ser resuelto mediante la propuesta en estudio.

 Al efecto, agregó que en aquellos casos en que se
trate  de  organizaciones de  usuarios  se  requerirá  el  acuerdo  previo  entre
ellos,  en  tanto  que,  tratándose  de  derechos  no  consuntivos,  deberán,
además, implementar las obras de restitución a los cauces respectivos. 

 -Puesta  en  votación  la  primera  enmienda  al
artículo 38 del Código de Aguas, fue aprobada por la unanimidad de los
miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y
Senadores señores Chahuán y Pizarro.

 Sobre  la  segunda  enmienda  al  artículo  38  del
Código  de  Aguas,  el  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos  Estévez
Valencia, afirmó que la propuesta contempla un sistema de transmisión de
información,  toda  vez  que  uno  de  los  problemas  centrales  en  la  gestión
integral  de  los  recursos  hídricos  dice  relación  con  la  ausencia  de  datos
actualizados, lo que afecta el  ejercicio de las labores de fiscalización que
desarrolla la Dirección General de Aguas.

 -Puesta  en  votación  la  segunda  enmienda  al
artículo 38 del Código de Aguas, fue aprobada por la unanimidad de los
miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y
Senadores señores Chahuán y Pizarro.

AL ARTÍCULO 41 DEL CÓDIGO DE AGUAS
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El artículo 41 del Código de Aguas dispone que el
proyecto  y  la  construcción  de  las  modificaciones  que  fueren  necesarias
realizar en cauces naturales o artificiales, con motivo de la construcción de
obras,  urbanizaciones y edificaciones que puedan causar  daño a la  vida,
salud o bienes de la población o que de alguna manera alteren el régimen de
escurrimiento  de  las  aguas,  serán  de  responsabilidad  del  interesado  y
deberán ser aprobadas previamente por la Dirección General de Aguas.

La indicación propone eliminar la especificidad de
las  modificaciones  por  la  construcción  de  obras,  urbanizaciones  y
edificaciones,  dejando  un  texto  que  regula  modificaciones  a  los  cauces
naturales  o  artificiales  en  forma  general.  Asimismo,  sanciona  la
contravención a lo dispuesto en el artículo con las multas que se contemplan
en el artículo 173 ter y siguientes.

En sesión de 11 de octubre de 2016, respecto de
la  primera  enmienda  al  artículo  41,  el  Senador  señor  Chahuán  consultó
acerca  de  las  razones  que  explican  la  propuesta  en  estudio.  Asimismo,
señaló que, a raíz de la ejecución de obras de canalización de cauces de
ríos, o de la extracción de áridos, resulta necesario especificar si tales obras
quedan cubiertas por la indicación en estudio.

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez  Valencia,  explicó  que  la  propuesta  considera  los  lineamientos
contenidos en la jurisprudencia judicial y administrativa, los que dan cuenta
que,  a  propósito  de  la  autorización  para  construir  cualquiera  de  las
modificaciones que fuere necesario realizar en cauces naturales o artificiales,
surge la necesidad principal de proteger la vida, la salud o los bienes de la
población  mediante  la  respectiva  autorización  que  debe  emanar  de  la
Dirección General de Aguas.

 La  Senadora  señora  Muñoz  sostuvo  que  la
disposición protege adecuadamente los cauces, considerando la relevancia
del  uso  de  las  aguas  para  la  vida  humana  y  la  necesidad  principal  de
proteger la vida, la salud o los bienes de la población.

 El  Senador  señor  Chahuán  aseguró  que  la
propuesta  generará  una  mayor  judicialización  de  los  procedimientos  de
autorización a cargo de la Dirección General de Aguas.

 -Puesta  en  votación  la  primera  enmienda  al
artículo 41 del Código de Aguas, fue aprobada fue aprobada por 2 votos
a favor, de la Senadora señora Muñoz y del Senador señor Pizarro, y 1
abstención, del Senador señor Chahuán.

En sesión de 11 de octubre de 2016, en cuanto a
la segunda enmienda al artículo 41 del Código de Aguas, el Senador señor
Chahuán aseveró que, durante los últimos años, el  caudal  de los ríos ha
disminuido notoriamente, lo que, junto con la falta de renovación del material
pétreo de sus cauces, ha encarecido la construcción en las zonas aledañas.
A modo de ejemplo, afirmó que la cuenca del Río Aconcagua ha disminuido
indudablemente, a raíz del avance del proceso de desertificación. 
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 En  ese  contexto,  consultó  acerca  de  las
implicancias  que  dicha  problemática  puede  generar  para  efectos  de  la
autorización de la Dirección General de Aguas, como requisito previo a la
modificación de cauces naturales o artificiales.

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez  Valencia,  explicó  que  la  indicación  no  apunta  a  resolver  las
problemáticas derivadas de la extracción de áridos, sino a establecer que,
dentro de las modificaciones a los cauces de un río, se comprenden hipótesis
tales como el “peraltamiento” o levantamiento de un muro en su ribera, toda
vez que ello genera una alteración de su curso natural. 

 De ese modo, especificó que dentro de la noción
de modificación en cauces naturales o artificiales se comprende cualquier
cambio en su  trazado, forma o dimensiones.

 La  Senadora  señora  Muñoz  manifestó  que  la
indicación apunta a sancionar aquellos casos en que se construyen diques
artificiales que alteran el curso natural de las aguas, lo que constituye una
afectación del derecho de las comunidades a acceder al uso del recurso, tal
como habría ocurrido en el Río Huatulame, aguas abajo del embalse Cogotí,
en la Región de Coquimbo.

 En  consecuencia,  afirmó  que  la  propuesta
pretende resolver las problemáticas que derivan de la carencia de facultades
de los organismos del Estado para fiscalizar y sancionar dichas prácticas.

 En el mismo sentido, el Senador señor Chahuán
expuso que resulta necesario establecer mayores facultades de fiscalización
para la Dirección General de Aguas en materia de gestión de los recursos
hídricos,  lo  que  requiere  promover  un  aumento  presupuestario  para
incrementar el número de funcionarios fiscalizadores.

 -Puesta  en  votación  la  segunda  enmienda  al
artículo 41 del Código de Aguas, fue aprobada por la unanimidad de los
miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y
Senadores señores Chahuán y Pizarro.

En la misma sesión de 11 de octubre de 2016,
se puso en votación la tercera enmienda al artículo 41 del Código de
Aguas, referida a la sanción que se aplicará a las contravenciones de
las disposiciones del artículo, la que fue aprobada por la unanimidad de
los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y
Senadores señores Chahuán y Pizarro.

AL ARTÍCULO 48 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El artículo 48 del Código de Aguas estatuye que
son beneficiarios del sistema de drenaje todos aquellos que lo utilizan para
desaguar sus propiedades y quienes aprovechan las aguas provenientes del
drenaje.
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La  indicación  propone  reemplazar  el  término
propiedades  por  predios  y  aclarar  que  las  aguas  que  se  aprovechan
provienen  de  los  predios.  Además,  se  establece  la  obligación  para  los
beneficiarios  de informar  a  la  Dirección  General  de  Aguas acerca de las
características del sistema, la ubicación de la captación y el caudal drenado.

En sesión de 11 de octubre de 2016,  el Director
General de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, explicó que la primera
propuesta de enmienda al artículo 48 del Código de Aguas pretende resolver
las  problemáticas  derivadas  de  la  instalación  de  sistemas  de  drenaje  en
suelo ajeno -lo que, en conformidad a la legislación vigente, no requiere la
titularidad de un derecho de aprovechamiento de aguas- considerando que
ello, en la práctica, puede generar la extracción de aguas subterráneas, tal
como ocurrió en el Río Huatulame, en la Región de Coquimbo.

 -Puesta  en  votación  la  primera  enmienda  al
artículo 48 del Código de Aguas, fue aprobada por la unanimidad de los
miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y
Senadores señores Chahuán y Pizarro.

 Comentando la segunda enmienda al artículo 48
del Código de Aguas, el Director General de Aguas, señor Carlos Estévez
Valencia, sostuvo que dicha propuesta complementa las normas relativas a
la instalación de sistemas de drenaje, en cuyo caso se deberán informar sus
características,  la  ubicación  de  la  captación  y  el  caudal  drenado  a  la
Dirección General de Aguas.

 -Puesta  en  votación  la  segunda  enmienda  al
artículo 48 del Código de Aguas, fue aprobada por la unanimidad de los
miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y
Senadores señores Chahuán y Pizarro.

MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 56 DEL CÓDIGO DE AGUAS QUE FUE
APROBADA EN GENERAL

En  el  texto  aprobado  en  general  se  agrega  un
inciso final  al  artículo 56, para establecer la obligación de los titulares de
derechos  de  aprovechamiento  de  aguas  halladas  en  labores  mineras  de
informarlas a la Dirección General de Aguas y de inscribirlas en el Catastro
Público de Aguas.

 En sesión de 11 de octubre de 2016, el Director
General  de  Aguas,  señor  Carlos  Estévez Valencia,  explicó  que  la  norma
propuesta carece de la precisión y especificidad respecto del procedimiento
que debe seguirse para informar a la Dirección General de Aguas, e inscribir
en el  Catastro  Público  de Aguas, los  derechos de aprovechamiento  y  su
ejercicio.  Asimismo,  sostuvo  que  la  disposición  en  estudio  no  señala  los
parámetros necesarios para proceder a la medición del uso de los recursos. 

 Al  efecto,  manifestó  que  dicha  materia  se  está
regulando  en  la  iniciativa  correspondiente  al  Boletín  N°  7.543-12,  que
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reforma el  Código de Aguas, actualmente en primer trámite constitucional
ante la Cámara de Diputados.

 -Puesto en votación el numeral 1) del artículo
1° del texto aprobado en general, referido al artículo 56 del Código de
Aguas, fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de
la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Chahuán y
Pizarro.

AL ARTÍCULO 58 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El artículo 58 del Código de Aguas posibilita que
cualquier  persona  pueda  explorar  con  el  objeto  de  alumbrar  aguas
subterráneas, con sujeción a las normas que establezca la Dirección General
de Aguas.

En el inciso cuarto se dispone que el suelo ajeno
sólo se podrá explorar previo acuerdo con el dueño del predio y si se trata de
bienes nacionales con la autorización de la Dirección General de Aguas.

La indicación tiene por objeto sustituir la expresión
“suelo” por “terreno”.

En sesión de 11 de octubre de 2016,  el Director
General de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, sostuvo que la propuesta
resulta  coherente  con  el  concepto  de  suelo  que  la  iniciativa  incorpora  al
Código de Aguas, el que comprende desde la superficie del terreno hasta la
roca madre.

 -Puesta en votación la enmienda al artículo 58
del Código de Aguas, fue aprobada por la unanimidad de los miembros
presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y  Senadores
señores Chahuán y Pizarro.

MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 62 DEL CÓDIGO DE AGUAS QUE FUE
APROBADA EN GENERAL

En sesión de 11 de octubre de 2016,  el Director
General de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, explicó que la propuesta
considera que el artículo 62 del Código de Aguas permite que la Dirección
General  de  Aguas  pueda  participar  en  el  prorrateo  de  las  aguas
subterráneas, únicamente si es que un titular alega que la extracción de otro
lo está perjudicando. En dicha hipótesis, agregó que si el titular que hubiere
realizado dicha solicitud desiste de ella, pierde tal atribución.

 En  consecuencia,  describió  que  la  propuesta
agrega la facultad de la Dirección General de Aguas consistente en conocer
de dicha hipótesis de oficio, esto es, sin necesidad de requerir la solicitud del
titular del derecho. 

 Asimismo, abogó por incorporar, como una de las
causales que autoriza a la Dirección General de Aguas para  establecer la
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reducción  temporal  del  ejercicio  de  los  derechos  de  aprovechamiento,
aquellos casos en que se afectare la sustentabilidad del acuífero.

 -Puesta  en  votación  en  particular  la
modificación  al  artículo  62,  fue  aprobada,  con una  enmienda,  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadoras
señoras Allende y Muñoz y Senadores señores Chahuán y Pizarro.

AL ARTÍCULO 67 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El  artículo  67  del  Código  de  Aguas  regula  los
derechos  de  aprovechamiento,  provisionales  o  definitivos  de  aguas
subterráneas.

La indicación agrega un inciso tercero nuevo del
siguiente tenor:

 “Los  titulares  de  los  derechos  de
aprovechamiento,  provisionales  o  definitivos,  concedidos  tanto  en  zonas
declaradas de prohibición como en áreas de restricción, deberán instalar y
mantener un sistema de medición de caudales y volúmenes extraídos, de
control de niveles freáticos y un sistema de transmisión de la información que
se obtenga al respecto. Dicha información deberá ser siempre entregada a la
Dirección General de Aguas cuando ésta lo requiera. El Servicio, por medio
de una resolución fundada, determinará los plazos y las condiciones técnicas
para cumplir dicha obligación, pudiendo comenzar por aquellos concedidos
provisionalmente o por  aquellos que extraigan volúmenes superiores  a  la
media.”.

En sesión de 11 de octubre de 2016,  el Director
General de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, detalló que la indicación
apunta  a  establecer  el  deber  de  los  titulares  de  los  derechos  de
aprovechamiento  provisionales  o  definitivos,  concedidos  tanto  en  zonas
declaradas de prohibición como en áreas de restricción, consistente en medir
los  caudales  y  volúmenes  extraídos  y  controlar  los  niveles  freáticos.
Asimismo, afirmó que se propone implementar un sistema de transmisión de
información  a  la  Dirección  General  de  Aguas  respecto  de  las  aguas
subterráneas, en aquellas zonas declaradas de prohibición y en áreas de
restricción.

 La Senadora señora Allende consultó respecto de
la inexistencia de daños como requisito para que determinados derechos de
aprovechamiento  puedan  transformarse  en  definitivos,  en  los  términos
contenidos en el artículo 67 del Código de Aguas.

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, explicó que el artículo 67 del Código de Aguas distingue
entre el área de restricción y la zona de prohibición. En efecto, indicó que en
dicha área no existe conocimiento acerca del daño o riesgo de un acuífero,
aun cuando pueden otorgarse derechos de agua con carácter provisional, los
que pueden ser ejercidos en conformidad a las directrices que emanen la
Dirección General de Aguas. 
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 Con  todo,  agregó  que  tales  derechos  pueden
transformarse en definitivos, en cuyo caso la indicación agrega el deber de
medir e informar los índices de utilización de los recursos.

 -Puesta en votación la enmienda al artículo 67
del Código de Aguas, fue aprobada por la unanimidad de los miembros
presentes  de  la  Comisión,  Senadoras  señoras  Allende  y  Muñoz  y
Senadores señores Chahuán y Pizarro.

AL ARTÍCULO 68 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El artículo 68 del Código de Aguas dispone que la
Dirección  General  de  Aguas  podrá  exigir  la  instalación  de  sistemas  de
medida en las obras y requerir la información que se obtenga.

La  indicación  sustituye  las  materias  que  podrá
exigir  la Dirección General de Aguas y son las siguientes:  mantención de
sistemas de medición  de  caudales,  de  volúmenes extraídos y  de  niveles
freáticos  en  las  obras,  además  de  un  sistema  de  transmisión  de  la
información que  se  obtenga al  respecto  y  requerir  la  información que  se
obtenga. 

 Para el caso de los derechos de aprovechamiento
no  consuntivos  la  indicación  establece  que  la  exigencia  ya  definida  se
aplicará también en la obra de restitución al acuífero. La Dirección General,
por  medio  de  una  resolución  fundada,  determinará  los  plazos  y  las
condiciones técnicas para cumplir la obligación dispuesta en este artículo.

 -En sesión de 11 de octubre de 2016, puesta en
votación la enmienda al artículo 68 del Código de Aguas, fue aprobada
por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,
Senadoras señoras Allende y Muñoz y Senadores señores Chahuán y
Pizarro.

AL ARTÍCULO 119 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El artículo 119 del Código de Aguas especifica el
contenido que deben tener las inscripciones originarias de los derechos de
aprovechamiento.

La  indicación  propone  agregar  que  los  datos
también  se  refieran  a  las  transferencias  de  los  derechos  y  consagra  la
exigencia de indicar las características del derecho de aprovechamiento y
demás especificaciones que a su vez se contienen en el artículo 149, en la
medida que el titulo las contenga.

El  aludido artículo 149 estatuye el  contenido del
acto administrativo por el cual se constituye el derecho de aprovechamiento.

 En sesión de 11 de octubre de 2016, la asesora
legislativa de la Dirección General de Aguas, señora Tatiana Celume, explicó
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que la legislación vigente establece que las primeras inscripciones deben
contener todas las características del derecho de aprovechamiento de aguas
y las demás especificaciones contenidas en el artículo 149 del Código de
Aguas, en la medida que el título las contenga, sin que dicha obligación sea
aplicable a las transferencias que se verifiquen con posterioridad. 

 En  consecuencia,  señaló  que  la  propuesta
extiende  el  ámbito  de  aplicación  de  dicha  obligación  para  todas  las
transferencias  e  inscripciones  que  se  verifiquen  respecto  del  derecho  de
aprovechamiento de aguas.

 -Puestas en votación las enmiendas al artículo
119 del Código de Aguas, fueron aprobadas por la unanimidad de los
miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadoras  señoras  Allende  y
Muñoz y Senadores señores Chahuán y Pizarro.

AL ARTÍCULO 122 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El texto aprobado en general reemplaza el inciso
cuarto  del  artículo  122  del  Código  de  Aguas  y  la  indicación  sustituye  la
enmienda  y  se  dirige  al  inciso  segundo,  para  exigir  la  suscripción  del
Catastro Público de Aguas también por el Ministro de Justicia y Derechos
Humanos. Asimismo, reemplaza el inciso cuarto y establece la obligación de
los Conservadores de Bienes Raíces de enviar a la Dirección General de
Aguas,  dentro  de  30  días  a  la  fecha  del  acto,  la  información  de  las
inscripciones relativas a los derechos de aprovechamiento de aguas y de las
inscripciones  de  las  organizaciones  de  usuarios  de  aguas  y  sus
antecedentes.

La indicación elimina el  inciso quinto del artículo
122 y modifica el inciso octavo, por lo cual se elimina el numeral 4 aprobado
en general.

En sesión de 11 de octubre de 2016, respecto de
la  primera  enmienda  al  artículo  122  del  Código  de  Aguas,  la  Senadora
señora Allende consultó acerca de las razones que explican la necesidad de
requerir la firma del Ministro o Ministra de Justicia y Derechos Humanos en el
reglamento en que se regulará el contenido del Catastro Público de Aguas.

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia,  explicó que, al  tratarse de una iniciativa que regula las
obligaciones de los notarios públicos y conservadores de bienes raíces, a
propósito  de  los  registros  de  transferencias  sobre  derechos  de
aprovechamiento de aguas, es necesario que el respectivo reglamento sea
suscrito por el Ministro o Ministra de Justicia y Derechos Humanos.

 -Puesta  en votación  la  primera  y  la  segunda
enmiendas al artículo 122 del  Código de Aguas, fue aprobada por la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadoras
señoras Allende y Muñoz y Senadores señores Chahuán y Pizarro.
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En cuanto  a la  eliminación  del  inciso  quinto  del
artículo  122  del  Código  de  Aguas,  el  Director  General  de  Aguas,  señor
Carlos Estévez Valencia, explicó que la necesidad de eliminar el  Registro
Público  de  Derechos  de  Aprovechamiento  de  Agua  No  Inscritos  en  los
Registros de Agua de los Conservadores de Bienes Raíces Susceptibles de
Regularización radica en la inexistencia de dicho documento, toda vez que
existe una imposibilidad práctica para su confección, derivada de la falta de
conocimiento de los trámites de regularización que se hubieren realizado.

 -Puesta  en votación la  eliminación  del  inciso
quinto  del  artículo  122  del  Código  de  Aguas,  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadoras
señoras Allende y Muñoz y Senadores señores Chahuán y Pizarro.

-Respecto  de  la  propuesta  para  modificar  el
inciso octavo del  artículo  122 del  Código de Aguas,  que pasa a  ser
inciso séptimo, y que también significa eliminar el numeral 4 del artículo
1° del proyecto aprobado en general, fue aprobada por la unanimidad
de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Allende
y Muñoz y Senadores señores Chahuán y Pizarro.

REAPERTURA DEL DEBATE SOBRE INCISO OCTAVO DEL ARTÍCULO
122, QUE PASÓ A SER INCISO SÉPTIMO

En sesión de 15 de noviembre de 2016, el Director
General de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, explicó que la propuesta
del  Ejecutivo,  respecto  del  artículo  122  del  Código  de  Aguas,  apunta  a
establecer un sistema informático para las transferencias y transmisiones de
dominio de los derechos de aprovechamiento de aguas. En dicha hipótesis,
detalló  que  los  Conservadores  de  Bienes  Raíces  deberán  enviar  la
información respectiva a la Dirección General de Aguas.  

 Asimismo, detalló que el inciso octavo, que pasó a
ser séptimo, del artículo 122 del Código de Aguas, establece que la Dirección
General de Aguas deberá informar dos veces al año, a las organizaciones de
usuarios respectivas,  dentro  de  los primeros cinco días de los  meses de
enero y julio, todas las inscripciones, subinscripciones y anotaciones que se
hayan practicado en el Catastro Público de Aguas, y que sean consecuencia
de las copias que le hayan hecho llegar los Notarios y Conservadores de
Bienes Raíces.

 Dicha  regulación,  agregó,  requiere  ser
complementada a propósito de la obligación de consignar y mantener dicha
información en formato digital, de modo tal de asegurar que ésta sea puesta
a disposición de los usuarios de modo periódico.

 La Senadora señor Muñoz abogó por establecer
que el deber de información a las organizaciones de usuarios se verifique, a
lo menos, dos veces al año. Asimismo, sostuvo que, al tratarse de un deber
que debe ser cumplido de modo permanente, resulta necesario eliminar la
exigencia consistente en que deba cumplirse dentro de los primeros cinco
días de los meses de enero y julio de cada año.

26



 -La Comisión Especial,  por  la  unanimidad de
sus  integrantes  presentes,  Senadora  señora  Muñoz  y  Senadores
señores Pizarro y Pérez Varela acordó eliminar la frase “, dentro de los
primeros cincos días de los meses de enero y julio,”  e  intercalar,  a
continuación  de  la  expresión  “deberá  informar”,  la  locución  “,  al
menos,”.

NUMERALES 5 Y 6 DEL ARTÍCULO 1°, QUE PASARON A SER EL
NUMERAL 11 REFERIDO AL ARTÍCULO 122 BIS DEL CÓDIGO DE

AGUAS QUE REGULA LA OBLIGACIÓN DE LAS ORGANIZACIONES DE
USUARIOS DE REMITIR INFORMACIÓN A LA DIRECCIÓN GENERAL DE

AGUAS

Respecto  de  estos  numerales  no  se  formularon
indicaciones  y  puestos  en  votación  fueron  aprobados,  en  los  mismos
términos,  por  la  unanimidad de los  integrantes  presentes  de la  Comisión
Especial,  Senadora  señora  Muñoz  y  Senadores  señores  Pérez  Varela  y
Pizarro.

AL ARTÍCULO 129 bis 2 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El  inciso primero del  artículo  129 bis  2  exige la
autorización previa del juez de letras competente para ordenar la paralización
de las obras o labores que se ejecuten en los cauces naturales de aguas
corrientes o detenidas que no cuenten con la autorización competente y que
pudieran ocasionar perjuicios a terceros.

La  indicación  elimina  la  autorización  previa  del
juez competente.

En sesión de 15 de noviembre de 2016, el Director
General de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, expuso que, en lo que
respecta a  la  modificación  propuesta  al  artículo  129 bis  2  del  Código de
Aguas,  la  indicación  del  Ejecutivo  considera  que la  Dirección  General  de
Aguas puede ordenar la inmediata paralización de las obras o labores que se
ejecuten en los cauces naturales de aguas corrientes o detenidas que no
cuenten con la autorización competente y que pudieran ocasionar perjuicios
a terceros.

 Agregó  que  dicha  actuación  requiere  la
autorización del juez de letras competente en el lugar en que se realicen las
obras, para el solo efecto de contar con el auxilio de la fuerza pública. En ese
sentido,  abogó  por  la  eliminación  de  la  necesidad  de  contar  con  tal
autorización, de modo tal de establecer que, en contra de la resolución que
ordena la inmediata paralización de las obras, el afectado puede recurrir ante
el órgano jurisdiccional respectivo. 

 Asimismo,  comentó  que  la  Confederación  de
Canalistas de Chile le manifestó la necesidad de proceder a informar a dicha
entidad una vez que se hubiere dispuesto la paralización de las obras.
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 El  Senador  señor  Pérez  Varela  afirmó  que  la
referida  hipótesis  se  vincula  con  aquellos  casos  en  que  se  produce  una
extracción ilegal de áridos, al no existir la autorización requerida para realizar
dicha faena, lo que, al mismo tiempo, genera una alteración del curso natural
de las aguas.  Al  efecto,  consultó  acerca de las entidades encargadas de
autorizar dichas obras.

 El Jefe de Fiscalización de la Dirección General de
Aguas, señor Marcos Soto, explicó que los municipios otorgan la autorización
para la extracción de áridos, previo informe positivo de la Dirección de Obras
Hidráulicas.

 En  el  mismo  sentido,  el  Director  General  de
Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, explicó que la propuesta permite que
una obra que no cuente  con dichas autorizaciones sea paralizada por  la
Dirección General de Aguas, sin perjuicio de que, posteriormente, pueda ser
regularizada.

 La  Senadora  señor  Muñoz  coincidió  con  la
propuesta en estudio y con la idea de poner en conocimiento –en la página
web  de  la  Dirección  General  de  Aguas-  las  resoluciones  que  se  vayan
adoptando,  teniendo  en  considerando  que  se  trata  de  una  medida  que
mejora  los  estándares  de  información  con  que  contarán  los  usuarios,
particularmente a raíz de la publicación de la paralización de aquellas obras
o labores que no cuenten con la autorización competente.

 -Puesta en votación la propuesta del Ejecutivo
fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes
presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y  Senadores
señores Pérez Varela y Pizarro.

AL ARTÍCULO 129 bis 12 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El  artículo  129  bis  12  regula  el  envío  a  los
juzgados competentes de la nómina de los derechos de aprovechamiento
cuyas patentes no hayan sido pagadas. En el inciso segundo establece que
será  juez  competente  para  conocer  del  juicio  ejecutivo  el  de  la  comuna
donde tenga su oficio el Conservador de Bienes Raíces en cuyo registro se
encuentren inscritos los derechos de aprovechamiento.

La  indicación  agrega,  luego  de  la  locución
“derechos  de  aprovechamiento”,  para  el  caso  de  no  estar  inscritos  tales
derechos, que será competente el juez de la comuna en que se encuentre
ubicada la captación.

-------

 En sesión de 15 de noviembre de 2016, el Director
General de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, detalló que la propuesta
del  Ejecutivo  considera  que,  en  la  práctica,  existen  dos  categorías  de
derechos de aprovechamiento de aguas, según se encuentren inscritos en el
Conservador de Bienes Raíces.
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 Al efecto, tratándose de aquellos derechos que no
se han inscrito, afirmó que, generalmente, se trata de derechos constituidos
con un afán especulativo, lo que queda de manifiesto al constatar que se
trata de aguas que no se utilizan a la espera de proceder a su enajenación
una vez que mejoren las condiciones en el mercado. 

 Del mismo modo, detalló que la falta de inscripción
se explica por la necesidad de evitar el cobro por el no aprovechamiento de
las aguas,  toda vez que la  Tesorería  General  de la  República no podría
iniciar el procedimiento que, por regla general, se inicia en la comuna donde
tenga  su  oficio  el  Conservador  de  Bienes  Raíces  en  cuyo  registro  se
encuentren inscritos los derechos de aprovechamiento.

 En  ese  contexto,  explicó  que  la  indicación  en
estudio permite que, en aquellos casos en que no se encuentren inscritos los
derechos  de  aprovechamiento  de  aguas,  será  competente  el  juez  de  la
comuna en que se encuentre ubicada la captación.

 El  Senador  señor  Pérez  Varela  sostuvo  que,
respecto  de  los  derechos  no  inscritos,  resulta  adecuado  establecer  la
facultad de la  Dirección General de Aguas considerando la comuna en que
se encuentre  el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces
respectivo.

 Habida  cuenta  de  dicha  afirmación,  el  Director
General de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, propuso establecer que la
Dirección General de Aguas pueda subrogarse en los derechos del titular no
inscrito, sólo para los efectos de proceder a su inscripción en el Registro de
Propiedad del Conservador de Bienes Raíces que sea competente, a costa
del particular.

 -Puesta en votación la indicación del Ejecutivo
fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes
presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y  Senadores
señores Pérez Varela y Pizarro.

AL ARTÍCULO 135 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El artículo 135 del Código de Aguas establece que
los  gastos  que  irroguen  las  presentaciones  ante  la  Dirección  General  de
Aguas serán de cargo del interesado. Si se trata de gastos originados en
medidas adoptadas de oficio por esta entidad, serán de su cargo.

En el inciso segundo del artículo 135 se regula la
inspección  ocular  que  se  estime  necesario  practicar,  para  lo  cual  el
interesado deberá consignar una suma que la Dirección determinará.

La  indicación  reemplaza  el  inciso  segundo  para
establecer  que  la  Dirección  podrá  denegar  la  inspección  ocular  si  el
interesado no cumple con la exigencia de consignar la suma determinada.
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Por  otro  lado,  la  indicación  faculta  a  los
funcionarios  de  la  Dirección  General  de  Aguas  que  van  a  realizar  la
inspección ocular, para ingresar a terrenos de propiedad privada.

-------

En sesión de 15 de noviembre de 2016, el Director
General de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, expuso que la propuesta
apunta a establecer que si la Dirección General de Aguas estimare necesario
practicar  una  inspección  ocular  determinará  y  solicitará  los  medios  y  las
condiciones necesarias para acceder al lugar y, en su caso, la suma que el
interesado deberá consignar para cubrir los gastos de esta diligencia. 

 En caso que el interesado no cumpla con dichas
exigencias,  añadió que la Dirección podrá denegar la  solicitud de que se
trate.  Asimismo,  se  contempla  que  para  realizar  dicha  inspección,  los
funcionarios de la Dirección General de Aguas podrán, previa resolución del
Servicio, ingresar a terrenos de propiedad privada, debiendo levantar acta y
dejar registro de la diligencia.

 -Puesta en votación la indicación del Ejecutivo
fue  aprobada  por  la  unanimidad  de  los  integrantes  presentes  de  la
Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Pérez Varela y
Pizarro.

AL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El artículo 137 del Código de Aguas consagra en
el inciso primero el reclamo de las resoluciones de la Dirección General de
Aguas ante la Corte de Apelaciones del lugar en que se dictó la resolución.

La indicación distingue entre las resoluciones que
dicte el Director General de Aguas (reclamables ante la Corte de Apelaciones
de Santiago) y las que dicten los Directores Regionales (reclamables ante la
Corte  de  Apelaciones  del  lugar  en  que  se  dictó  la  resolución).  Para  ello
reemplaza el inciso primero del artículo 137.

-------

 En sesión de 15 de noviembre de 2016, El Director
General de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, explicó que la indicación
especifica  el  tribunal  competente  para  conocer  de  las  resoluciones
adoptadas por el Director General de Aguas o los Directores Regionales, en
cuyo caso corresponderá,  respectivamente,  a la Corte de Apelaciones de
Santiago  o  la  Corte  de  Apelaciones  de  la  comuna  en  que  se  dictó  la
resolución impugnada.

 -Puesta en votación la propuesta del Ejecutivo
fue  aprobada  por  la  unanimidad  de  los  integrantes  presentes  de  la
Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Pérez Varela y
Pizarro.
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AL ARTÍCULO 138 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El artículo 138 del Código de Aguas preceptúa que
el Director General de Aguas podrá requerir  del Intendente o Gobernador
respectivo  el  auxilio  de  la  fuerza  pública  para  el  cumplimiento  de  las
resoluciones que dicte.

La  indicación  propone  iniciar  el  artículo  138
disponiendo que el cumplimiento de las resoluciones de la Dirección General
de Aguas estará a cargo de aquellos que deban ejecutarlas.

La indicación elimina el requerimiento del Director
General de Aguas a las autoridades ya señaladas, permitiendo que solicite el
auxilio  de  la  fuerza  pública  directamente  a  la  Jefatura  de  la  Unidad  de
Carabineros más próxima o a la autoridad correspondiente.

Asimismo,  posibilita  que  en  caso  de
incumplimiento  de  la  solicitud,  la  Dirección  lo  realice  o  le  ordene  a  la
Dirección de Obras Hidráulicas o a cualquier otro servicio dependiente del
Ministerio de Obras Públicas.

-------

 En  sesión  de  15  de  noviembre  de  2016,  el
Senador  señor  Pizarro  expresó  que  es  necesario  cautelar  la  debida
coordinación  entre  los  órganos  de  orden  y  las  autoridades  regionales,  a
propósito de la regulación de la facultad del Director General de Aguas para
ejercer  sus  facultades  de  allanamiento  y  descerrajamiento.  Sobre  el
particular, abogó por evitar que el ejercicio de dichas atribuciones pudiere
generar una alteración de la seguridad y el orden público.

 La Senadora señora Muñoz se manifestó a favor
del ejercicio pleno de las facultades de fiscalización de la Dirección General
de Aguas,  considerando que éstas operan ante situaciones de extracción
ilegal  de  un  elemento  esencial  para  la  vida  humana,  sin  perjuicio  de  la
coordinación  que  debe  existir  entre  dicho  organismo  y  las  autoridades
regionales.

  El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez  Valencia,  explicó  que  el  procedimiento  propuesto  requiere  la
dictación de un acto administrativo que ordena la ejecución de una conducta
que, al ser incumplida, permite el ejercicio de las facultades de allanamiento
y descerrajamiento por parte del Director General de Aguas. 

 De  ese  modo,  afirmó  que  la  facultad  que
actualmente ejerce el Intendente o Gobernador, en la legislación vigente, es
reemplazada por el carácter de ministro de fe que la iniciativa otorga a los
fiscalizadores de la entidad, de modo tal que, sin perjuicio de coordinar con
dichas  autoridades  el  ejercicio  de  sus  atribuciones,  no  resulta  necesario
solicitar o requerir el acuerdo del intendente o del gobernador respectivo.
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 El Jefe de Fiscalización de la Dirección General de
Aguas, señor Marcos Soto, explicó que, en la práctica, el trámite de solicitud
previa a los Gobernadores Regionales genera un retraso en la realización de
las  diligencias  de  allanamiento  y  descerrajamiento  que  puede  realizar  el
Director General de Aguas, por sí o por delegado.

 -Puesta en votación la indicación del Ejecutivo
fue  aprobada  por  la  unanimidad  de  los  integrantes  presentes  de  la
Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y  Senadores  señores  Chahuán  y
Pizarro, con excepción de la propuesta que se refiere a la eliminación
del requerimiento previo del auxilio de la fuerza pública al Intendente o
Gobernador, que será resuelta en una próxima sesión.

-------

 En sesión de 20 de diciembre de 2016, el Director
General de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, reiteró sus observaciones
respecto de la necesidad de aprobar la propuesta, consistente en establecer
que el  Director  General  de Aguas,  por  sí  o  por  delegado,  podrá requerir
directamente de la Jefatura de la Unidad de Carabineros más próxima, o de
la autoridad que corresponda, según el caso, el auxilio de la fuerza pública,
con facultades de allanamiento y descerrajamiento, para el cumplimiento de
las resoluciones que dicte en el ejercicio de las atribuciones que le confiere el
Título I del Libro Segundo del Código de Aguas.

 De ese modo, afirmó que es posible promover una
mayor  eficiencia  de  los  procedimientos  administrativos,  mediante  la
coordinación directa entre los organismos que intervienen en éste, al eliminar
la autorización del intendente o Gobernador respectivo.

 La  Senadora  señora  Muñoz  coincidió  con  la
necesidad de agilizar la tramitación de los procedimientos que establece el
Título I del Libro Segundo del Código de Aguas. Afirmó que la propuesta en
estudio apunta en esa dirección, con la finalidad de sancionar oportunamente
una serie de conductas de gravedad que ponen en riesgo la disponibilidad de
los recursos hídricos.

 -Puesta en votación la indicación del Ejecutivo
respecto  del  literal  i)  de  la  letra  b)  del  numeral  16  que  se  propone
agregar al artículo 1° del proyecto, fue aprobado por 2 votos a favor, de
la Senadora señora Muñoz y del Senador señor Pizarro, y 1 abstención,
del Senador señor Chahuán.

AL ARTÍCULO 140 DEL CÓDIGO DE AGUAS

 El artículo 140 del Código de Aguas establece el
contenido de la  solicitud para adquirir  el  derecho de aprovechamiento de
aguas.

La  indicación  agrega  la  cédula  nacional  de
identidad o el rol único tributario y la especificación del uso que se le dará a
las aguas solicitadas.
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-------

 En sesión de 15 de noviembre de 2016, en cuanto
a la exigencia de la cédula nacional de identidad o del rol único tributario, el
Director General de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, explicó que se
propone establecer, como requisito para presentar la solicitud para adquirir el
derecho  de  aprovechamiento,  la  presentación  de  la  cédula  nacional  de
identidad  o  rol  único  tributario,  con  la  finalidad  de  agregar  nuevos
antecedentes a la base de datos de la entidad.

 En la misma línea, la asesora de dicho organismo,
señora Tatiana Celume, agregó que, al establecer la obligación de consignar
la cédula nacional de identidad o rol único tributario del requirente, es posible
mejorar  los  estándares  de  seguimiento  de  la  solicitud  que  se  hubiere
presentado mediante el sistema informático del organismo.

  El Senador señor Pizarro afirmó que, en cualquier
caso,  resulta  pertinente  eliminar  la  exigencia  relativa  a  los  demás
antecedentes que permitan individualizar al  solicitante, toda vez que, para
ese fin, bastaría con acompañar la cédula nacional de identidad o rol único
tributario.

 La Senadora señor Muñoz,  en sentido contrario,
afirmó  que,  mediante  la  presentación  de  los  demás  antecedentes  que
permitan individualizar al solicitante, es posible solicitar, en el caso de una
persona jurídica, la escritura de constitución de una sociedad, lo que resulta
adecuado para los fines que persigue la norma en estudio.

 -Puesta en votación la primera exigencia para
la solicitud,  fue aprobada por 2 votos a favor, de la Senadora señora
Muñoz y del Senador señor Chahuán, y 1 abstención, del Senador señor
Pizarro.

  Respecto  de  la  exigencia  de  consignar  en  la
solicitud el uso que se dará a las aguas, el Senador señor Chahuán subrayó
que debe evitarse cualquier afectación del derecho de dominio, toda vez que,
dentro de sus facultades, se encuentra la de disposición, de modo tal que,
mediante el señalamiento del uso que se dará a las aguas solicitadas, podría
afectarse dicha prerrogativa.

  El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez  Valencia,  señaló  que,  bajo  la  regulación  vigente,  se  requiere
acompañar,  junto  a  la  solicitud  de  derecho  de  aprovechamiento,  una
memoria  explicativa  respecto  de  la  utilización  que  se  dará  a  las  aguas
solicitadas. Al efecto, detalló que dicha memoria es analizada conforme al
decreto 743 del  Ministerio  de  Obras Públicas,  de 2005 -que fija  tabla de
equivalencias  entre  caudales  de  agua  y  usos,  que  refleja  las  prácticas
habituales  en  el  país  en  materia  de  aprovechamiento  de  aguas-  lo  que
permite evaluar la solicitud que se hubiere presentado.
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  Por otra parte, aseveró que la propuesta apunta
hacia la implementación de una gestión integrada de recursos hídricos, la
que sólo puede funcionar en la medida que exista información actualizada,
sin  que tenga como propósito  afectar  un  eventual  cambio  de uso de las
aguas.

 En la misma línea, la asesora de dicho organismo,
señora  Tatiana  Celume,  explicó  que  la  propuesta  sólo  requiere  el
señalamiento  del  uso  que  se  dará  a  las  aguas  solicitadas,  sin  que  ello
restrinja o condicione su otorgamiento, de modo tal que no se trataría de una
limitación al derecho de propiedad.

 -Puesta  en  votación  esta  nueva  segunda
exigencia, fue aprobada por  2  votos  a  favor,  de la  Senadora señora
Muñoz y del Senador señor Pizarro, y 1 abstención, del Senador señor
Chahuán.

AL ARTÍCULO 171 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El artículo 171 del Código de Aguas prescribe que
las modificaciones que se deseen efectuar en cauces naturales o artificiales,
con motivo de la construcción de obras, urbanizaciones y edificaciones que
puedan causar daño a la vida, salud o bienes de la población exigen a las
personas naturales o jurídicas que presenten los proyectos a la Dirección
General de Aguas para su aprobación previa.

La indicación dispone que la Dirección de Aguas al
momento de revisar los proyectos velará por la protección del cauce natural y
su ribera. Además, agrega dentro de los exceptuados de estos trámites y
requisitos los proyectos financiados por servicios públicos que cuenten con la
aprobación técnica de la Dirección de Obras Hidráulicas.

-------

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, explicó que la modificación al artículo 41 del Código de
Aguas define, como bien jurídico protegido, la protección de la vida, la salud
y  los  bienes  de  la  población,  a  propósito  de  la  construcción  de  las
modificaciones  que  fuere  necesarias  realizar  en  cauces  naturales  o
artificiales.

 De ese modo, comentó que la aprobación de la
propuesta en análisis, que modifica el  artículo 171 de dicho cuerpo legal,
restringiría los bienes jurídicos objeto de protección y afectaría la regulación
contenida en su inciso segundo, en relación a aquellos casos en que se trate
de  obras  de  regularización  o  defensa  de  cauces  naturales,  en  que  los
proyectos  respectivos  deberán  contar,  además,  con  la  aprobación  del
Departamento de Obras Fluviales del Ministerio de Obras Públicas.

 -En  consecuencia,  la  Comisión  Especial
rechazó la indicación en lo que respecta a restringir la protección de
bienes jurídicos. 
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 -La  Comisión  Especial  por  la  unanimidad  de
los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y
Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro aprobó el cambio
de referencia del  Departamento de Obras Fluviales a la Dirección de
Obras  Hidráulicas  y  la  excepción  de  trámites  y  requisitos  para  los
proyectos  financiados  por  servicios  públicos  que  cuenten  con  la
aprobación técnica de la Dirección de Obras Hidráulicas.

AL ARTÍCULO 172 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El artículo 172 del Código de Aguas regula el caso
de realización de las obras contempladas en el artículo 171 con infracción de
las exigencias allí contempladas.

La  indicación  especifica  la  multa  que  se  puede
llegar  a  aplicar  y  el  plazo  que  se  puede  fijar  para  la  modificación  o
destrucción de las obras.

-------

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, explicó que los artículos 171 y 172 del Código de Aguas
contemplan  una  sanción  en  aquellos  casos  en  que  el  infractor  no  diere
cumplimiento a lo ordenado por la Dirección General de Aguas o no hubiere
modificado o destruido las obras que entorpezcan el libre escurrimiento de
las aguas o signifiquen un peligro para la vida o salud de los habitantes, en
cuyo caso se le impondrá una multa  mínima de 100 y máxima de 1.000
unidades tributarias anuales, según fuere la magnitud del  entorpecimiento
ocasionado.

 En  ese  contexto,  explicó  que  la  propuesta  en
estudio  establece  que el  sólo  hecho de  construir  una obra  sin  la  debida
autorización, que entorpezca el libre escurrimiento de las aguas o signifique
un  peligro  para  la  vida  o  salud  de  los  habitantes,  faculta  a  la  Dirección
General  de Aguas para imponer una multa del primer al  tercer grado -en
conformidad a las sanciones que establece el artículo 173 ter- y apercibir al
infractor,  fijándole  un plazo perentorio  para  que modifique o  destruya las
obras.

 El Senador señor Pérez Varela consultó respecto
de  la  regulación  aplicable  en  aquellos  casos  en  que  una  obra  que  se
construya sin autorización no hubiese entorpecido el libre escurrimiento de
las aguas ni significado peligro para la vida o salud de los habitantes.

La asesora legislativa de dicha repartición, señora
Tatiana Celume, añadió que, en conformidad a los artículos 8°, 9° y 26 del
Código de Aguas, dicha hipótesis se enmarca dentro de la facultad general
de cualquier titular del derecho de aprovechamiento de aguas, respecto de la
ejecución  de  las  obras  que  le  permitan  ejercer  dicha  prerrogativa,  a
diferencia de aquellos casos en que una obra pudiera entorpecer  el  libre
escurrimiento de las aguas o hubiere generado peligro para la vida o salud
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de los habitantes, en cuyo caso debe aplicarse el  artículo 41 del  referido
cuerpo legal.

 A  continuación,  el  Director  General  de  Aguas,
señor Carlos Estévez Valencia, explicó que la propuesta también considera
el procedimiento establecido en el artículo 138 del Código de Aguas, en cuya
virtud, ante el incumplimiento o cumplimiento parcial de las obras ejecutadas
con infracción a lo dispuesto en el artículo 171 de dicho Código, la Dirección
General  de  Aguas  podrá  ejecutarlas  por  sí  u  ordenar  su  ejecución  a  la
Dirección de Obras Hidráulicas, o a cualquier otro servicio dependiente del
Ministerio de Obras Públicas.

Del  mismo  modo,  estipula  que  tendrá  mérito
ejecutivo  para  su  cobro  la  copia  autorizada  de  la  resolución  del  Director
General de Aguas que fije el valor de las medidas, la que podrá establecer
un  recargo  de  hasta  el  100% de  su  valor,  sin  perjuicio  de  la  multa  que
corresponda en cada caso.

Puesta en votación la propuesta del Ejecutivo,
fue  aprobada  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y  Senadores  señores  Chahuán,
Pérez Varela y Pizarro.

INTRODUCCIÓN DE ARTÍCULOS NUEVOS SOBRE FISCALIZACIÓN DEL
CUMPLIMIENTO DE LAS NORMAS DEL CÓDIGO DE AGUAS

La  indicación  propone  incorporar  al  Código  de
Aguas los artículos 172 bis que regula la fiscalización del cumplimiento de las
normas del Código y se la entrega a la Dirección General de Aguas. Esta
entidad podrá iniciar un procedimiento sancionatorio de oficio. El artículo 172
ter dispone que dentro del  procedimiento aplicable,  la Dirección efectuará
una inspección a terreno. Asimismo, se contemplan los artículos 172 quáter,
quinquies  y  172 sexies  que describen detalladamente  la  continuación  del
proceso.

Al iniciar el estudio del numeral nuevo, el Director
General de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, explicó que el subtítulo g,
nuevo,  que  se  propone  incorporar  al  párrafo  2  del  Título  I  de  su  Libro
Segundo, apunta a regular un procedimiento de fiscalización acorde con los
principios  que  establece  la  ley  N°  19.880,  que  establece  bases  de  los
procedimientos  administrativos  que  rigen  los  actos  de  los  órganos  de  la
administración del Estado. 

Al  efecto,  afirmó  que  las  disposiciones
correspondientes a los artículos 172 bis, 172 ter, 172 quáter, 172 quinquies y
172 sexies, contenidos en  la propuesta en estudio,  satisfacen las normas
sobre transparencia y cumplen con las garantías del debido proceso, en el
marco del procedimiento sancionatorio.
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Artículo 172 bis

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, explicó que el artículo 172 bis establece la forma en que
puede  iniciarse  el  procedimiento  de  fiscalización,  regula  los  requisitos
mínimos que debe cumplir la denuncia -de manera tal  de que se trate de
denuncias  fundadas  y  serias-  y  dispone  un  mecanismo  previo  para  su
admisibilidad.

 Respecto de los criterios para la admisibilidad de
las denuncias, abogó por establecer una descripción de los hechos concretos
que se estiman constitutivos de infracción, la fecha probable de su comisión,
las normas infringidas, si las conociera el denunciante, y la individualización
del presunto infractor, en caso que pudiera identificarlo.

 Asimismo,  propuso  agregar  el  señalamiento  del
lugar  y  las  referencias  suficientes  para  determinar  la  locación  en que  se
hubiere producido la conducta, considerando, además, que el inciso tercero
de  la  norma  en  estudio  establece  que  si  la  denuncia  no  contiene  una
descripción del hecho denunciado, ni el lugar de su comisión, será archivada,
sin perjuicio de la facultad de la Dirección para proceder de oficio.

 El Senador señor Pérez Varela consultó respecto
del ámbito de aplicación de los requisitos que establece la disposición en
estudio, esto es, si deben operar únicamente para la denuncia o, además,
para la auto denuncia y el requerimiento por parte de otro órgano.

 Además, preguntó respecto de las facultades que
puede ejercer la Dirección General de Aguas, en cuanto la forma en que
deberán presentarse las denuncias.

 La  asesora  de  la  Dirección  General  de  Aguas,
señora  Tatiana  Celume,  explicó  que  la  regulación  propuesta  operará
respecto de las denuncias. Tratándose de la auto denuncia, señaló que el
inciso final  del  artículo 173 bis propone que no requerirá de formalidades
especiales, y bastará que sólo contenga una enunciación de los hechos, el
lugar y la época en la que ocurrieron, y la individualización de su autor o
autores.

 A  continuación,  el  Director  General  de  Aguas,
señor Carlos Estévez Valencia, añadió que el artículo 173 bis permite que las
denuncias puedan ser presentadas en la forma que determine la Dirección
General de Aguas mediante resolución fundada, de modo tal de facilitar su
interposición, particularmente en aquellas ciudades que no cuentan con una
oficina de dicho organismo.

 La Senadora señora Muñoz consultó respecto de
las razones que explican el  plazo de seis meses que se propone para la
sustanciación del procedimiento sancionatorio, particularmente considerando
que, al tratarse de un plazo relativamente largo, podría afectarse la rendición
de pruebas.
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 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, afirmó que el plazo de seis meses abarca todas las etapas
del  procedimiento  de  fiscalización,  incluyendo  una  etapa  probatoria  que
cautela el derecho a rendir pruebas.

 En  ese  contexto,  añadió  que,  según  una
estimación  del  organismo,  el  plazo  mínimo  para  la  sustanciación  de  un
procedimiento alcanza los dos meses y medio,  en tanto que,  en general,
dicho lapso fluctúa entre tres y cuatro meses. En consecuencia, afirmó que,
en el  evento de verificarse trámites adicionales, tales como medidas para
mejor resolver, el plazo de seis meses resulta adecuado para la tramitación
completa de tales procedimientos.

 -Puesto  en  votación  el  artículo  172  bis,  fue
aprobado,  con  modificaciones,  por  la  unanimidad  de  los  miembros
presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y  Senadores
señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro.

Fundamento del establecimiento de un plazo de seis meses para la
sustanciación del procedimiento sancionatorio

En sesión de 13 de diciembre de 2016, el abogado
de la Dirección General de Aguas, señor Richard Montecinos Veloso, señaló
que la idea es explicar por qué se establece un plazo de 6 meses en el
procedimiento sancionatorio –el que parecería ser muy extenso-, y si éste
pudiese ser menor bajo el  argumento de que eventualmente aquellos que
cometen la infracción puedan alterar los hechos de la misma.

Las razones son las siguientes:

1. El procedimiento establecido en la propuesta de modificación del Código
de Aguas establece que la DGA tiene desde la apertura del expediente un
plazo perentorio y corto de 15 días para constituirse en terreno y efectuar la
inspección respectiva.

2.  Una  vez  efectuada  esta  inspección  se  debe  levantar  un  acta  que
identifique la posible infracción, debemos recordar que el  posible infractor
pudiere no otorgar todas las facilidades para efectuar esta actuación, por lo
que se puede recurrir a la fuerza pública para poder realizar la diligencia.

3. Sumado a lo anterior, el procedimiento exige la notificación de la acción a
fin  de  entregar  los  respectivos  descargos,  y  la  apertura  de  un  término
probatorio,  la  elaboración de un informe técnico  y  a consecuencia de lo
anterior  un  plazo  para  elaborar  una  propuesta  de  resolución,  dando
aplicación a principio  de bilateralidad de la audiencia contemplado en las
normas del procedimiento administrativo.

4. Este procedimiento contiene elementos inciertos respecto de su extensión
desde  la  denuncia  a  la  resolución,  por  lo  que  su  extensión  máxima  se
encuentra en concordancia a lo dispuesto en el artículo 27 de la ley 19880,
que Establece Bases  de los Procedimientos Administrativos que rigen los
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Actos de los Órganos de la  Administración del  Estado,  el  que dispone el
referido plazo desde su inicio hasta la decisión final, pudiendo ser menor.
5.  Conclusión.  Como se puede apreciar  de  lo  señalado anteriormente,  el
plazo es razonable y concordante con la normativa vigente y menor a los
procedimientos de los tribunales de justicia.

Artículo 172 ter

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, expuso que la norma propuesta establece que, una vez
abierto el expediente de fiscalización, la Dirección General de Aguas deberá
realizar una inspección en terreno y levantar un acta, dentro del plazo de 15
días contado desde la apertura del expediente.

 -Puesto  en  votación  el  artículo  172  ter,  fue
aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,
Senadora señora Muñoz y Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y
Pizarro.

Artículo 172 quáter

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, explicó que la propuesta regula la forma y el modo en que
deben verificarse las notificaciones a los intervinientes cuando constaren los
hechos  que  se  estimen  constitutivos  de  infracción,  debiendo  notificar
personalmente  al  presunto  infractor,  entregándole  copia  del  acta  y
señalándole que podrá presentar sus descargos dentro del plazo de quince
días.

 -Puesto en votación el artículo 172 quáter, fue
aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,
Senadora señora Muñoz y Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y
Pizarro.

Artículo 172 quinquies

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez  Valencia,  indicó  que  la  propuesta  establece  la  oportunidad  para
presentar descargos por parte del presunto infractor, junto a la apertura de
un término probatorio para ofrecer y rendir pruebas.

 -Puesto en votación el artículo 172 quinquies,
fue  aprobado  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y  Senadores  señores  Chahuán,
Pérez Varela y Pizarro.

Artículo 172 sexies

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, detalló que la norma propuesta establece el plazo y los
requisitos para evacuar el informe técnico por parte de la Dirección General
de Aguas.
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 -Puesto en votación el artículo 172 sexies, fue
aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,
Senadora señora Muñoz y Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y
Pizarro.

NUMERAL 7 APROBADO EN GENERAL, QUE PASA A SER NUMERAL
21

La  Comisión  Especial  dio  su  aprobación  en
particular  al  numeral  7,  que  pasa  a  ser  numeral  21,  cuyo  objetivo  es
reemplazar  en  el  Libro  Segundo  del  Código  de  Aguas  “De  los
procedimientos”,  Título  I  “De  los  procedimientos  administrativos”,  la
denominación  del  Subtítulo  3,  actualmente  “De  las  multas”  por  “De  las
anciones”.

AL ARTÍCULO 173 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El texto aprobado en general reemplaza el artículo
173  del  Código  de  Aguas  y  la  indicación,  a  su  vez,  propone  sustituir  el
artículo 173 y dispone que la Dirección General de Aguas aplicará una multa
a  beneficio  fiscal  a  quienes  incurran  en  las  infracciones  que  se  detallan
(infracciones relativas a la obligación de entregar información, incumplimiento
de la  instalación y  mantención  de sistemas de medición  de volúmenes y
caudal,  realizar  actos  u  obras  sin  contar  con  el  permiso  de  la  autoridad
competente,  negar  injustificadamente  el  ingreso  de  funcionarios
fiscalizadores y la duplicación de títulos).

-------

 El Senador señor Chahuán consultó respecto de la
forma en que, en la práctica, se verifica la duplicación de títulos que sanciona
el numeral 5 del artículo 173 que se propone agregar al Código de Aguas.

 Asimismo,  afirmó  que  el  numeral  6  de  dicha
disposición contiene una ley penal en blanco, toda vez que no especifica los
supuestos de hecho que fundamentan la aplicación de la pena.

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, subrayó que la regulación vigente contiene una especie de
ley penal en blanco, toda vez que el actual artículo 173 del Código de Aguas
establece que toda contravención  que no esté  especialmente  sancionada
será penada con multa que no podrá exceder de veinte unidades tributarias
mensuales, sin perjuicio de las otras responsabilidades civiles y penales que
procedan.

 En ese contexto, añadió que la norma aprobada
en general por la Comisión cuenta con un mayor grado de especificación de
tales conductas.

 Enseguida, la asesora de la Dirección General de
Aguas, señora Tatiana Celume, explicó que, en la práctica, existen varias
formas en que se puede proceder a la duplicación de los títulos, tales como
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la inscripción de comunidades de agua en que se reconoce el título de ésta
sobre determinados recursos, sin especificar el derecho que corresponde a
cada  uno  de  sus  comuneros,  en  cuyo  caso  algunos  de  ellos  proceden,
posteriormente,  a  la  enajenación  de  los  derechos  de  agua  que,
proporcionalmente, le corresponden en la comunidad.

 En la misma línea, el Director General de Aguas,
señor Carlos Estévez Valencia,  agregó que dicha problemática se verifica
con  relativa  frecuencia,  tal  como  ocurre  a  raíz  de  los  procesos  de
regularización de derechos de agua a propósito de la sucesión por causa de
muerte.

 Por otra parte, abogó por establecer que, respecto
de la causal consistente en la entrega de información falsa o que induzca a
error a la Dirección General de Aguas, resulta adecuado elevar la entidad de
la sanción propuesta, habida cuenta de las consecuencias que ello genera
para las labores de fiscalización que desarrolla el organismo.

 Seguidamente,  sostuvo  que  se  debe  sancionar,
con multa de tercer grado, al propietario de un predio en el que existan obras
para  aprovechar  el  recurso  que,  siendo  o  no  titular  de  derechos  de
aprovechamiento,  se  hubiere  negado  injustificadamente  al  ingreso  de  los
funcionarios de fiscalización para el cumplimiento de sus labores.

 A  ese  respecto,  el  Senador  señor  Pizarro  se
mostró partidario de analizar las consecuencias que derivan de atribuir una
sanción a un sujeto que no tuviere responsabilidad al impedir el ingreso de
los funcionarios fiscalizadores, toda vez que la sanción propuesta resultaría
desproporcionada.

-------

 En  la  sesión  celebrada  el  13  de  diciembre  de
2016, el Director General de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, propuso
especificar que la Dirección General de Aguas, junto con aplicar una multa
ante  las  conductas  que  describe  el  artículo  173  del  Código  de  Aguas,
establecerá un plazo para proceder al pago. 

 De  ese  modo,  afirmó  que  se  determina  el
procedimiento  que,  ante  su  incumplimiento,  deberá  iniciar  la  Tesorería
General de la República.

 Enseguida,  propuso  establecer  una  multa  de
segundo grado por  el  incumplimiento  de las  obligaciones  que  dispone el
Código de Aguas o una resolución de la Dirección referente a la instalación y
mantención  de  sistemas  de  caudales,  volúmenes  extraídos  y  niveles
freáticos.  De  ese  modo,  aseveró,  se  considera,  además  de  las  aguas
superficiales, a aquellas que se encuentren bajo el suelo. 

 En  tal  sentido,  sostuvo  que,  a  propósito  de  la
instalación  de  los  sistemas  de  medición  de  caudales,  su  incumplimiento
podrá ser sancionado de modo sucesivo.
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 En  lo  que  respecta  a  la  negativa  injustificada  a
permitir el ingreso de los funcionarios de fiscalización para el cumplimiento
de sus labores, propuso establecer que el sujeto activo será el propietario de
un predio, sea o no titular del derecho de aprovechamiento en el que existan
o no obras para aprovechar el recurso. 

 Al  mismo tiempo,  añadió  que  se  entenderá  que
existe  negativa  del  propietario  aun  cuando dicha conducta  la  realice  una
tercera persona responsable del acceso a la propiedad, sin perjuicio de las
acciones que tenga el dueño para repetir en su contra.

 En  dicha  hipótesis,  detalló  que  se  propone
establecer una sanción de tercer grado, toda vez que no se trata de una
conducta de la mayor gravedad dentro de aquellas que sanciona el Código
de Aguas.

 En  efecto,  dentro  de  las  conductas  de  mayor
gravedad, consistente en el cuarto grado de sanciones, propuso incorporar la
realización de obras sin contar con el permiso de la autoridad competente,
cuando ello afecte la disponibilidad de las aguas o disminuyan la calidad del
recurso en las fuentes naturales o en las obras estatales de desarrollo de
éstas,  junto a la entrega de información falsa o que induzca a error  a la
Dirección General de Aguas.

 Finalmente,  sugirió  establecer  que  la  Dirección
General de Aguas comunicará la resolución  a la Tesorería General de la
República  para  efectos  de  su  cobro,  una  vez  que  ésta  se  encuentre
ejecutoriada.

 El Senador señor Pérez Varela consultó respecto
de las sanciones aplicables en aquellos casos en que se hubieren realizado
obras sin contar con el permiso de la autoridad competente, aun cuando no
se hubiere producido una afectación de la disponibilidad de las aguas o de la
calidad del recurso.

 El  abogado de la  División Legal  de la  Dirección
General  de  Aguas,  señor  Richard  Montecinos,  explicó  que,  en  dicha
hipótesis, operarían las sanciones establecidas en los artículos 171 y 172 del
Código  de  Aguas,  en  cuya  virtud  la  Dirección  General  de  Aguas  puede
disponer  la  destrucción  o  modificación  de  las  obras  que  se  hubieren
construido sin la autorización respectiva.

 De  ese  modo,  afirmó  que  se  contempla  una
sanción distinta a la contenida en el artículo 173, consistente en la multa de
cuarto grado cuando se afecta la disponibilidad de las aguas o se disminuya
la disponibilidad del recurso.

 -Puesta  en  votación  la  indicación  que
reemplaza el  artículo  173 del  Código de Aguas,  fue aprobada por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión  Especial,
Senadora señora Muñoz y Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y
Pizarro.
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INTRODUCCIÓN DE ARTÍCULOS NUEVOS QUE REGULAN LAS MULTAS
APLICABLES Y LA PRESCRIPCIÓN DE LAS INFRACCIONES

La  indicación  propone  un  artículo  173  bis  que
contempla  para  las  sanciones  dispuestas  en  los  artículos  172  y  173  el
incremento del monto de las multas. 

Asimismo,  propone  un  artículo  173  ter  que
establece grados para las multas.

En  el  artículo  173  quáter  se  establece  que  las
infracciones establecidas en el Código de Aguas prescribirán en el plazo de
tres años contado desde su comisión.

Artículo 173 bis

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, explicó que el incremento de hasta un 75% de la multa
establecida  en  los  artículos  172  y  173  operará  respecto  de  aguas
subterráneas ubicadas en zonas de prohibición y zonas de restricción, en
aquellos casos en que se hubiere declarado el agotamiento de las fuentes
naturales de aguas superficiales, o ante la vigencia de un decreto de escasez
hídrica.

 De  ese  modo,  añadió  que  se  establece  un
mecanismo agravado de sanciones para aquellos casos en que se afecte el
consumo  humano,  el  ecosistema  o  el  derecho  de  aprovechamiento  de
terceros, entre otras hipótesis.

 La  Senadora  señora  Muñoz  afirmó  que  la
regulación propuesta respecto de la autodenuncia resulta errónea, toda vez
que dispone una rebaja equivalente al  50% para aquellos infractores que
sólo invoquen una enunciación de los hechos, el lugar y la época en la que
ocurrieron, y la individualización de su autor o autores.

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, expuso que la propuesta en estudio propone incentivar la
auto denuncia, en un contexto en que la Dirección General  de Aguas no
contaría con el número suficiente de fiscalizadores en todo el país.

 La  Senadora  señora  Muñoz  solicitó  votar
separadamente el  inciso final del artículo 173 bis, nuevo, que se propone
agregar al Código de Aguas, que establece el procedimiento, los requisitos y
el  beneficio  que  deriva  de  la  autodenuncia  que  hubiere  formulado  un
infractor, equivalente a la rebaja del 50% de la multa.

 -Puesto en votación el artículo 173 bis, nuevo,
con excepción de su inciso final, fue aprobado por la unanimidad de los
miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y
Senadores señores Chahuán y Pizarro.
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 -Puesto en votación el inciso final del artículo
173 bis,  nuevo,  fue aprobado por 2 votos a favor,  de los Senadores
señores  Chahuán  y  Pizarro,  y  1  abstención,  de  la  Senadora  señora
Muñoz.

Artículo 173 ter

El Senador Pizarro consultó acerca de las razones
que explican la imposición dentro de los grados de multas que establece la
propuesta.

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez  Valencia,  explicó  que  dentro  de  cada  grado  existen  rangos  que
deben aplicarse en el marco del procedimiento sancionatorio.

 En ese contexto, afirmó que para la determinación
de la multa al interior de cada grado, se deberán tener en consideración las
circunstancias contenidas en la disposición en estudio, relativos al caudal de
agua afectado, si son aguas superficiales o subterráneas, si se produce o no
la afectación de derechos de terceros, la cantidad de usuarios perjudicados,
el  grado  de  afectación  del  cauce  o  acuífero,  y  la  zona  en  que  ésta  se
produzca, según la disponibilidad del recurso.

 -Puesto en votación el artículo 173 ter, nuevo,
fue aprobado –con una enmienda aclaratoria- por la unanimidad de los
miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y
Senadores señores Chahuán y Pizarro.

Artículo 173 quáter

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, explicó que dicha norma propone incorporar un plazo de
prescripción de las infracciones establecidas en el Código de Aguas de tres
años, contado desde la comisión de la infracción.

 En la misma línea, el jefe de Fiscalización de la
Dirección General de Aguas, señor Marcos Soto, explicó que la propuesta
considera  que,  en  ocasiones,  los  tribunales  civiles  aplican  una  regla  de
prescripción de corto plazo, equivalentes a seis meses contados desde el
momento en que se comete la infracción, lo que dificulta la tramitación de los
procedimientos sancionatorios.

 De ese modo, la asesora de la Dirección General
de Aguas,  señora  Tatiana Celume, explicó  que la  norma replica  el  plazo
general  de  prescripción  de  las  infracciones  tributarias,  contenido  en  el
artículo 200 del Código Tributario.

 -Puesto  en  votación  el  artículo  173  quáter,
nuevo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de
la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Chahuán y
Pizarro.
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Explicación sobre el plazo de prescripción de las infracciones de tres
años

En sesión de 13 de diciembre de 2016, la asesora
legislativa  de  la  Dirección  General  de  Aguas,  señora  Tatiana  Celume,
informó lo siguiente:

 1.  Legislación vigente El texto original del Código
de  Aguas,  no  contempla  una  norma  especial  sobre  prescripción  de  las
infracciones, produciéndose por este motivo, un vacío legal que ha venido a
integrar  la  jurisprudencia  administrativa,  basándose  en  fallos  del  Tribunal
Constitucional, como se pasa a detallar.

 2.  Integración  del  vacío  legal  por  medio  de  la
jurisprudencia administrativa.

 En el  Dictamen de la  Contraloría  General  de  la
República N° 28.226 de fecha 22 de junio de 2007, que se pronunció sobre la
aplicación de las reglas de prescripción del Código Penal a las infracciones
sancionables por la Administración del Estado, a las sanciones ya aplicadas
por  alguno  de  sus  órganos,  por  acto  administrativo  ejecutoriado,  en  la
medida que no exista una norma especial que regule la materia y que deja
sin efecto toda jurisprudencia en contrario, se señaló que “(…) dado que el
artículo 19, N°3 de la Constitución Política de la República asegura a todas
las personas "la igual protección en el ejercicio de sus derechos", amparo
que en la  especie se verifica mediante la existencia de normas expresas
sobre prescripción, y comoquiera que el artículo 19, N°2 de la misma Carta
prohíbe establecer  diferencias arbitrarias al  respecto, como ocurriría  si  se
entendiera  que  esa  protección  sólo  alcanza  a  los  imputados  por  delitos,
excluyendo  a  los  infractores  administrativos,  es  forzoso  concluir  que  las
normas sobre prescripción del Código Penal son aplicables a las sanciones
administrativas, tanto al señalar el plazo dentro del cual ellas se extinguen,
como el  ordenar sea declarada de oficio,  aun cuando el  interesado no la
alegue (artículo 102 del mismo Código).”, corroborado por la afirmación de
que  “(…),  a  la  misma  conclusión  se  debe  arribar  a  partir  de  las
consideraciones que la jurisprudencia y la doctrina han venido formulando
acerca  de  la  unidad  del  poder  sancionador  del  Estado  -más  allá  de  las
naturales diferencias entre las sanciones administrativas y las penales- y a la
necesidad de someter a unas y otras a un mismo estatuto garantístico. (…)
Así lo han planteado tanto la jurisprudencia de este mismo Organismo, en el
ya aludido dictamen N° 14.571 de 2005, como la del Tribunal Constitucional
en sus sentencias de 26 de agosto de 1996 (rol 244, considerando 9°), de 27
de julio de 2006 (rol 480, considerando 5°) y de 8 de agosto de 2006 (rol 479,
considerando 8°), por un lado, y la doctrina, administrativa y penal, nacional y
extranjera, a que se hace referencia en el dictamen y sentencias indicadas,
por otro.”

 En el  Dictamen de la  Contraloría  General  de  la
República N° 15.335 de fecha 14 de marzo de 2011, que se pronunció sobre
un reclamo de sanciones al sostenedor de un establecimiento educacional,
se dispuso que “(…) el criterio sustentado en la jurisprudencia administrativa
de  esta  Contraloría  General,  contenida,  entre  otros,  en  el  dictamen  N°

45



24.094,  de  2010,  en  el  sentido  que  en  el  ejercicio  de  la  potestad
sancionatoria de la Administración, no habiendo regulación específica sobre
la  materia,  resulta  necesario  aplicar  las  normas  sobre  prescripción  del
derecho  penal,  pues  tanto  este  último,  como  el  derecho  administrativo
sancionador,  son  manifestaciones  del  ius  puniendi  que  ejerce  el  Estado.
Asimismo, y en razón de la naturaleza de las infracciones administrativas de
la especie, la regla aplicable es la prevista en los artículos 94 y 95 del Código
Penal respecto de las faltas, en virtud de lo cual la acción se extingue en el
plazo de seis meses contado desde el día en que se hubiere cometido el
ilícito.”

 En el  Dictamen de la  Contraloría  General  de  la
República N° 60.556 de fecha 1 de septiembre de 2012, que se pronunció
sobre el procedimiento sancionatorio y el incumplimiento de una resolución
de calificación ambiental,  se señaló que “en lo concerniente al  plazo para
perseguir  la  responsabilidad por  los hechos denunciados,  cabe reiterar  el
criterio sustentado por este Organismo de Control, contenido, entre otros, en
los pronunciamientos N°s 15.335, de 2011 y 13.479, de 2012, en cuanto a
que en  el  ejercicio  de  la  potestad  sancionatoria  de  la  Administración,  no
habiendo regulación específica sobre la materia, resulta necesario aplicar las
normas sobre prescripción del derecho penal, pues tanto este último, como el
derecho  administrativo  sancionador,  son  manifestaciones  del  ius  puniendi
que  ejerce  el  Estado.  Asimismo,  y  en  razón  de  la  naturaleza  de  las
infracciones administrativas de la especie, la regla aplicable es la prevista en
los artículos 94 y 95 del Código Penal respecto de las faltas, en virtud de lo
cual la acción se extingue en el plazo de seis meses contado desde el día en
que se hubiere cometido el ilícito.”
 
 3.  Propuesta del Ejecutivo en la indicación al  Boletín
8149-09.

 Incorporación del Artículo 173 quáter, que dispone que:
“Las infracciones establecidas en el presente Código prescribirán en el plazo de tres
años contado desde su comisión.” 

 Esta indicación ha sido propuesta teniendo como
fuente la normativa legal contenida en el Código Tributario. Ello, atendida la
naturaleza jurídica de la institución de cobro de multas que encontramos en
dicho texto y  su especial  virtud de contemplar  un plazo extenso que nos
permitirá contar con el tiempo suficiente para poder fiscalizar, sancionar y
hacer exigible las multas devengadas de dichos procedimientos.

 A este respecto, cabe citar  el  inciso primero del
artículo  200  del  Código  Tributario  que  dispone  que:  “3.1-  Regla  general
relativa al plazo que tiene el Servicio [de Impuestos Internos] para revisar,
liquidar o girar.  "El  Servicio podrá liquidar un impuesto, revisar cualquiera
deficiencia en su liquidación y girar los impuestos a que hubiere lugar, dentro
del término de tres años contados desde la expiración del plazo legal en que
debió efectuarse el pago".” 

4. Conclusión.
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 Como  se  puede  apreciar  de  lo  dispuesto
anteriormente, el establecimiento de una norma expresa sobre prescripción
de las infracciones en el Código de Aguas, impedirá integrar el vacío legal
con las demás normas generales de prescripción extintivas de ilícitos, que lo
reducen a 6 meses. En suma, la indicación propone ampliar este plazo a
efectos de que estas infracciones puedan ser  detectadas,  investigadas y,
posteriormente,  en  caso  de  proceder,  ser  sancionadas.  Este  plazo  es
coincidente con el inciso primero del artículo 200 del Código Tributario, en
virtud del cual las facultades del Servicio de Impuestos Internos prescriben
en el plazo de 3 años contado desde la expiración del plazo legal en que
debió efectuarse el pago. 

AL ARTÍCULO 175 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El artículo 175 del Código de Aguas dispone que
si la ley no indica cuál es la autoridad encargada de imponer la multa, será
aplicada  por  el  juez  letrado  del  lugar  en  que  se  hubiere  cometido  la
infracción. La indicación agrega que el magistrado aplicará la multa con el
solo  mérito  de  la  resolución  administrativa  y  que  deberá  comunicar  la
sentencia a la Tesorería General de la República para efectos de su cobro.

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, afirmó que la propuesta regula el procedimiento aplicable
cuando el Código de Aguas no establece la autoridad encargada de aplicar
una multa, en cuyo caso deberá ser dispuesta por el juez de letras respectivo
con el solo mérito de la resolución administrativa. 

 Añadió  que,  con  la  finalidad  de  facilitar  el
cumplimiento  de  las  funciones  por  parte  de  la  Tesorería  General  de  la
República,  el tribunal comunicará la sentencia a la Tesorería General de la
República para efectos de su cobro.

 El  Senador  señor  Pizarro  aseveró  que  la
propuesta  supone  una  modificación  a  las  competencias  del  Tribunal  de
Letras, toda vez que sólo deberá fijar el plazo para el pago con el solo mérito
de la resolución administrativa.

 Sobre el particular, el Director General de Aguas,
señor Carlos Estévez Valencia, explicó que mediante la propuesta en estudio
se establece adecuadamente la competencia administrativa para conocer las
infracciones al Código de Aguas, de modo tal que los tribunales ordinarios
sólo intervengan para fijar el plazo para el pago de las multas, permitiendo
que  puedan  ocuparse  de  aquellas  materias  que  más  frecuentemente  se
ubican dentro de la esfera de su competencia.

 El  Abogado de la División Legal  de la Dirección
General  de Aguas,  señor  Richard Montecinos Veloso,  en la  misma línea,
explicó que, mediante la propuesta, se propone unificar los criterios judiciales
para proceder al cobro de multas fijadas por la vía administrativa, toda vez
que, en ocasiones, se verifica un procedimiento incidental, en tanto que, en
otros casos, el cobro procede de plano.
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 -Puesta en votación la indicación que modifica
el artículo 175 del Código de Aguas, fue aprobada por la unanimidad de
los  miembros  presentes  de  la  Comisión  Especial,  Senadora  señora
Muñoz y Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro.

AL ARTÍCULO 176 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El  artículo  176  del  Código  de  Aguas  aplica  a
beneficio fiscal las multas que no tuvieren un beneficiario determinado.

La  indicación  agrega  incisos  nuevos  al  artículo
176,  para que el  procedimiento  de cobro  de las  multas  se realice  por  la
Tesorería General de la República; si la multa se paga dentro de los nueve
días siguientes a su notificación será rebajada en un 25%.

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, explicó que la propuesta apunta a agilizar el procedimiento
de cobro de las multas.

 En  el  mismo  sentido,  la  asesora  de  dicho
organismo, señora Tatiana Celume, expresó que el procedimiento aplicable
en virtud de la propuesta, contenido en el decreto ley Nº 1.263, Orgánico de
Administración  Financiera  del  Estado,  del  año  1975,  del  Ministerio  de
Hacienda,  dice  relación  con  las  disposiciones  contenidas  en  el  Código
Tributario en lo que respecta al cobro de multas.

 -Puesta en votación la  indicación que agrega
tres incisos nuevos al artículo 176 del Código de Aguas, fue aprobada
por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora
señora Muñoz y Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro.

AL ARTÍCULO 294 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El artículo 294 del Código de Aguas enumera las
obras que requerirán la aprobación del Director General de Aguas.

La indicación se dirige al inciso final que regula la
excepción de tal  exigencia  a  los  servicios  dependientes  del  Ministerio  de
Obras  Públicas,  los  que  en  todo  caso  deben  remitir  los  proyectos  a  la
Dirección y les coloca un plazo de seis meses contado desde la recepción
final de la obra.

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, explicó que la propuesta establece los plazos dentro del
cual deben remitirse los proyectos de obras a la Dirección General de Aguas,
consistente en seis meses contado desde la recepción final de la obra. De
ese modo, afirmó que, sobre el particular, se consideran los dictámenes de la
Contraloría General de la República respecto de la construcción de obras
definitivas.
 -Puesta en votación la indicación que modifica
el artículo 294 del Código de Aguas, fue aprobada por la unanimidad de

48



los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y
Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro.

AL ARTÍCULO 299 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El texto aprobado en general modifica el artículo
299 del Código de Aguas, que consigna las atribuciones y funciones de la
Dirección General de Aguas. La indicación sustituye dichas enmiendas por
las siguientes:

-Se  le  confiere  arbitrar  las  medidas  necesarias
para prevenir y evitar el agotamiento de los acuíferos.

-Además  de  investigar  y  medir  el  recurso,  la
Dirección podrá monitorear la calidad y cantidad del recurso, en atención a la
conservación y protección de las aguas.

-También podrá ejercer  la  policía  y vigilancia de
los acuíferos e impedir, denunciar o sancionar la afectación a la cantidad y la
calidad de las aguas.

-Impedir que se extraigan aguas en los acuíferos.

-------

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, explicó que el numeral en estudio propone establecer una
serie de atribuciones a la Dirección General de Aguas, las que, en general,
consideran los estudios realizados por los laboratorios del organismo en lo
que respecta a la calidad trófica de los lagos y de las aguas subterráneas.

 En  ese  contexto,  detalló  que,  respecto  de  la
función consistente en arbitrar las medidas necesarias para prevenir y evitar
el agotamiento de los acuíferos, se propone la adopción de las medidas que
pueden adoptarse para el cuidado de las aguas subterráneas.

 El Senador señor Chahuán consultó respecto de
las acciones que desarrolla actualmente la Dirección General de Aguas para
prevenir y evitar el agotamiento de los acuíferos, y las consecuencias que el
texto  propuesto  pudiere  generar  para  el  ejercicio  de  las  facultades  que
derivan del derecho de aprovechamiento de aguas, particularmente en lo que
atañe a la necesidad de evitar una afectación de las labores que desarrollan
las Juntas de Vigilancia.

 Al  efecto,  consultó  acerca  de  los  elementos
objetivos  que  considera  la  autoridad  para  decretar  el  riesgo  en  que  se
encuentra un acuífero.

 En  el  mismo  sentido,  el  Senador  señor  Pizarro
consultó acerca de las medidas que puede adoptar la Dirección General de
Aguas para cautelar la conservación de los recursos.
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 A su turno, el Senador señor Pérez Varela solicitó
información acerca de los casos en que la Dirección General de Aguas ha
ejercido la facultad consistente en planificar el desarrollo del recurso en las
fuentes  naturales,  con  el  fin  de  formular  recomendaciones  para  su
aprovechamiento.

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, explicó que la propuesta podría generar una afectación de
libre ejercicio de los derechos de agua en aquellos casos en que se hubiere
decretado un prorrateo de los recursos. Con todo, afirmó que dicho prorrateo
sólo puede operar previa solicitud del titular de los derechos.

 Asimismo,  detalló  que  la  norma  propuesta
permitiría  establecer  zonas  de  restricción  o  de  prohibición  cuando  los
acuíferos  se  están  agotando,  de  modo  tal  de  permitir  un  mejor
aprovechamiento de los recursos conforme a un criterio de sustentabilidad.

 Por otra parte, explicó que la Dirección General de
Aguas ha decretado medidas que, fundadas en estudios hidrogeológicos -
tales  como aquellos  que  miden  la  perforación,  evaporación  y  pérdida  de
aguas y el  nivel  de los acuíferos- apuntan a cautelar la utilización de las
aguas subterráneas, lo que requiere mayores atribuciones de la Dirección
General de Aguas en lo que respecta a las medidas que puede adoptar con
ese fin, incluyendo la facultad de proceder a la recarga de los acuíferos.

 En ese contexto, explicó que el Código de Aguas
contiene actualmente una serie de disposiciones relativas a la protección de
los acuíferos en sus artículos 59 y siguientes. Dichas disposiciones, agregó,
establecen  la  regulación  para  las  zonas  de  prohibición  y  las  áreas  de
restricción,  las  que,  en  lo  fundamental,  contemplan  la  constitución  de
derechos provisionales, sin que ello implique una afectación de los derechos
existentes.

 Finalmente, en cuanto a las Juntas de Vigilancia,
explicó que sus facultades no pueden ejercerse en la gestión de las aguas
subterráneas.  Con  todo,  afirmó  que  las  medidas  que  dichas  entidades
adoptan para la gestión de las aguas sólo son aplicadas a sus integrantes,
de modo tal que la propuesta en estudio no afectaría su funcionamiento.

 La  Senadora  señora  Muñoz  manifestó  su
conformidad con la propuesta, toda vez que permite resguardar la gestión de
las aguas y promover la sustentabilidad del recurso.

 Sin  embargo,  respecto  de  la  concesión  de
derechos provisionales, aseveró que se trata de una prerrogativa que puede
ser ejercida de modo abusivo, toda vez que permite extraer aguas desde
fuentes  que  carecen  de  disponibilidad,  lo  que  requiere  modernizar  las
atribuciones que puede ejercer la autoridad en la materia.

 -Puesta en votación la indicación que modifica
el artículo 299 del Código de Aguas, fue aprobada por la unanimidad de
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los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y
Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro.

Numeral 3) del artículo 1° del texto aprobado en general por la Comisión
Especial, cuya propuesta agrega una letra f) al artículo 299

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, explicó que la norma en estudio propone establecer casos
específicos  en  que  la  Dirección  General  de  Aguas  deberá  requerir
fundadamente al Intendente o Gobernador respectivo el auxilio de la fuerza
pública, con facultades de allanamiento y descerrajamiento, para efectos del
ejercicio de las atribuciones señaladas en los literales b), número 1; c) y d)
del artículo 299 del Código de Aguas.

 -Puesto en votación el numeral 3)  del artículo
1° del texto aprobado en general por la Comisión, que incorpora una
letra f) al artículo 299, fue aprobado por la unanimidad de los miembros
presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y  Senadores
señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro.

INTRODUCCIÓN DE ARTÍCULOS NUEVOS AL CÓDIGO DE AGUAS

El  texto aprobado en general  agrega un artículo
299 bis, nuevo al Código de Aguas. La indicación sustituye esta enmienda
por una que introduce los artículos 299 bis y 299 ter, nuevos.

El  artículo  299  bis  propuesto  dispone  que  los
funcionarios  de  la  Dirección  General  de  Aguas  que  ejecuten  labores  de
fiscalización tendrán la calidad de ministros de fe y sus declaraciones sobre
los hechos que se constaten en las actas de inspección tendrán el carácter
de presunción legal.

El  artículo 299 ter que se propone contempla la
atribución de la Dirección General de Aguas de ordenar la paralización de
obras en caso de acreditarse fehacientemente la extracción de aguas en un
punto no reconocido o constituido de conformidad a la ley.

-------

 Respecto  del  artículo  299  ter,  nuevo,  que  el
Ejecutivo  propone  agregar  al  Código  de  Aguas,  el  Director  General  de
Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, explicó que el cegamiento de un pozo
es un acto irreversible, de modo tal que requiere acreditar la certeza de los
antecedentes que sirven de fundamento a dicha actuación. 

 En  consecuencia,  propuso  establecer  que,
además de la paralización de obras, la Dirección General de Aguas podrá
ordenar el cegamiento de un pozo una vez que la resolución que lo disponga
se encuentre ejecutoriada. Asimismo, detalló que la norma contempla que,
en  aquellos  casos  en  que  se  acredite  fehacientemente  la  extracción  de
aguas en un punto no reconocido o constituido de conformidad a la ley, el
organismo podrá ordenar la paralización de las obras.
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 En la misma línea, el abogado de la División Legal
de la Dirección General de Aguas, señor Richard Montecinos, explicó que el
texto aprobado en general por la Comisión establece el cegamiento con un
acto  que debe  ser  realizado inmediatamente,  una vez que  concurran los
requisitos dispuestos para ello. 

 Sin embargo, afirmó que, tratándose de un hecho
irreversible, se requiere evitar la existencia de perjuicios, lo que genera la
necesidad de contar con una resolución ejecutoriada que así lo disponga. 

 -Puesta en votación la indicación que intercala
los  artículos  299  bis  y  299  ter,  nuevos,  al  Código  de  Aguas,  fue
aprobada  –en  cuanto  al  artículo  299  bis-  por  la  unanimidad  de  los
miembros presentes de la Comisión Especial, Senadora señora Muñoz y
Senadores  señores  Chahuán,  Pérez  Varela  y  Pizarro,  y  respecto  del
artículo  299  ter  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de la
Comisión  Especial,  Senadora  señora  Muñoz  y  Senadores  señores
Chahuán y Pizarro.

AL ARTÍCULO 300 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El artículo 300 del Código de Aguas establece los
deberes y atribuciones del Director General de Aguas.

La  indicación  hace  obligatoria  la  normativa  que
emane del Director, la que deberá ser sistematizada para facilitar el acceso y
conocimiento de la misma por el público. Además, se le permite al Director
que  pueda  ingresar  a  predios  de  propiedad  pública  o  privada,  en
cumplimiento de sus labores de fiscalización.

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez  Valencia,  propuso  establecer,  en  el  literal  h)  que  se  agrega  al
artículo 300 del Código de Aguas, que para el cumplimiento de lo dispuesto
en el párrafo anterior, el Director General de Aguas podrá solicitar, en los
términos del  artículo  138 de dicho Código,  el  auxilio  de la  fuerza pública
cuando exista oposición, la que podrá actuar con descerrajamiento, si fuere
necesario, para ingresar a lugares cerrados.

 -Puesta en votación la indicación que modifica
el artículo 300 del Código de Aguas, fue aprobada por la unanimidad de
los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y
Senadores señores Chahuán y Pizarro.

AL ARTÍCULO 302 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El artículo 302 del Código de Aguas consagra al
Director como el representante legal de la Dirección General de Aguas.

La indicación especifica que el Director General de
Aguas tendrá las atribuciones del artículo 7° del Código de Procedimiento
Civil y especialmente las facultades de desistirse en primera instancia de la
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acción  deducida,  aceptar  la  demanda  contraria,  absolver  posiciones,
renunciar los recursos o los términos legales, avenir y transigir. También le
será aplicable lo dispuesto en el artículo 361 de tal Código.

-------

 El  Senador  señor  Chahuán  consultó  acerca  del
organismo encargado del ejercicio de acciones judiciales en materias de la
gestión de los recursos hídricos.

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez  Valencia,  explicó  que  la  Dirección  General  de  Aguas  ejerce  las
respectivas acciones judiciales, las que alcanzan a cerca de 500 juicios por
cada año, en tanto que, en aquellos casos en que se trata de asuntos que
comprometen  el  patrimonio  fiscal,  opera,  conjuntamente,  el  Consejo  de
Defensa del Estado.

 En ese contexto, detalló que, en algunos juicios, el
organismo no ha podido avenir, al carecer de una facultad expresa, lo que
resulta  particularmente  relevante  para  evitar  la  prosecución  de  juicios
innecesarios.

 En  consecuencia,  aseveró  que  la  propuesta
permite  resolver  anticipadamente  una  serie  de  asuntos,  conforme  a  un
criterio de eficiencia.

 -Puesta en votación la indicación que modifica
el inciso segundo del artículo 302 del Código de Aguas, fue aprobada
por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora
señora Muñoz y Senadores señores Chahuán y Pizarro.

AL ARTÍCULO 303 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El  artículo  303  del  Código  de  Aguas  regula  la
alteración de los caudales en cauces naturales o artificiales con motivo de la
construcción  de  obras  hidráulicas,  entregando  a  la  Dirección  General  de
Aguas la realización del aforo de las corrientes y la decisión respecto de las
dificultades que se presenten con motivo de la distribución de las aguas entre
los dueños de los derechos de aprovechamiento.

La indicación agrega a la  construcción de obras
hidráulicas,  la  operación  de  dichas  obras.  Asimismo,  se  sustituye  la
referencia a la distribución de las aguas por el ejercicio de los derechos de
los dueños de los derechos de aprovechamiento.

Además,  la  Dirección  General  de  Aguas  deberá
establecer  las  medidas  que  los  usuarios  tendrán  que  adoptar  para  el
adecuado ejercicio  de sus derechos.  En caso de incumplimiento de tales
medidas la Dirección sancionará con multas.

-------
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 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, señaló que la propuesta es que la Dirección General de
Aguas podrá ejercer sus facultades respecto de la construcción y operación
de obras hidráulicas que hubieren generado una alteración de cauces. De
ese modo, explicó que, en la práctica, es posible resolver las problemáticas
detectadas en varias cuencas en el sur del país, en que dichas operaciones
generan una retención de los recursos, afectando a los usuarios ubicados
aguas abajo.

 Asimismo,  propuso  eliminar,  del  texto  legal
vigente, la referencia que se formula a los cauces artificiales, toda vez que,
para resolver las controversias que se hubieren suscitado, deberá operar el
acuerdo entre las organizaciones, las juntas de vigilancia, las asociaciones
de canalistas y las comunidades de agua.

 En consecuencia, explicó que, si con motivo de la
construcción y operación de obras hidráulicas se alterasen los caudales en
cauces naturales, la Dirección General de Aguas podrá aforar sus corrientes,
solicitar antecedentes y dirimir las dificultades que se presenten con motivo
de su distribución entre los dueños de derechos de aprovechamiento.

 Finalmente,  propuso  establecer  que,  del  mismo
modo,  la  Dirección  General  de  Aguas  podrá  establecer  las  medidas  que
deben adoptar los usuarios para el adecuado ejercicio de los derechos de
aprovechamiento. Ante el incumplimiento de tales medidas, agregó que se
contempla una multa cuya cuantía puede variar entre el segundo y el cuarto
grado, en conformidad al artículo 173 del Código de Aguas.

 El Senador señor Pizarro consultó respecto de la
necesidad de eliminar la facultad de intervenir en cauces artificiales, toda vez
que podrían ser objeto de una alteración que fundamente el ejercicio de las
facultades de la Dirección General de Aguas.

 Asimismo,  consultó  acerca  de  las  entidades
obligadas a  adoptar las medidas para el adecuado ejercicio de los derechos
de aprovechamiento.

 La Senadora señora Muñoz, en el mismo sentido,
preguntó acerca de los antecedentes considerados por la Dirección General
de Aguas para excluir los cauces artificiales de la regulación contenida en el
artículo 303 del Código de Aguas.

 El asesor de la Dirección General de Aguas, señor
Richard  Montecinos  Veloso,  explicó  que  la  iniciativa  establece  la
competencia del organismo para conocer las mediciones realizadas a nivel
de la bocatoma, de modo tal que su alteración impactaría en los cauces. Con
todo, especificó que, tratándose de los cauces artificiales, las organizaciones
de usuarios deberán ejercer las atribuciones que le correspondan, pudiendo
recurrir a la junta de vigilancia a la que pertenezcan.

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez  Valencia,  complementó  señalando  que  la  facultad  del  organismo
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debe operar, preferentemente, respecto de aquellos casos en que se afectan
los  caudales  de  cauces  naturales,  con  la  consecuente  afectación  de
derechos de los usuarios.

 La Senadora señora Muñoz consultó respecto de
la forma en que, bajo la legislación vigente, la Dirección General de Aguas ha
ejercido sus facultades de fiscalización respecto de los cauces artificiales.

 El jefe de fiscalización de la Dirección General de
Aguas, señor Marcos Soto, explicó que, en materia de cauces artificiales, la
Dirección  General  de  Aguas  no  ha  ejercido  facultades  de  fiscalización  y
sanciones,  toda  vez  que  los  conflictos  que  pudieren  verificarse  en  dicho
ámbito  son  resueltos  al  interior  de  las  organizaciones  de  usuarios,  a
diferencia de lo que ocurre en los cauces naturales.

 -Puesta en votación la indicación que modifica
el artículo 303 del Código de Aguas, fue aprobada por la unanimidad de
los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y
Senadores señores Pérez Varela y Pizarro.

AL ARTÍCULO 306 DEL CÓDIGO DE AGUAS

El artículo 306 del Código de Aguas, en su inciso
primero establece multas al incumplimiento de las medidas que se adopten
conforme a los artículos 304 y 305 –referidos a las obras de toma en cauces
naturales y a la construcción de obras protectoras de caminos, poblaciones u
otros terrenos.

La indicación adecua los grados de las multas.

-------

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, explicó que se propone establecer que el incumplimiento
de las medidas que se adopten de acuerdo con los artículos 304 y 305 del
Código de Aguas será sancionado por la Dirección General de Aguas con
multas del segundo al tercer grado, en consideración a las sanciones que
establece el artículo 173 de dicho cuerpo legal.

 Asimismo,  resaltó  la  sugerencia  de  suprimir  los
incisos segundo y siguientes del artículo 306 del Código de Aguas, toda vez
que impiden que la Dirección General de Aguas pueda informar al juez de
policía  local  respecto  del  incumplimiento  de  los  artículos  304  y  305  del
Código de Aguas.

 -Puesta en votación la indicación del Ejecutivo
que modifica el artículo 306 del Código de Aguas, fue aprobada por la
unanimidad  de  los  integrantes  presentes  de  la  Comisión,  Senadora
señora Muñoz y Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro.

AL ARTÍCULO 307 DEL CÓDIGO DE AGUAS
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El  artículo  307  del  Código  de  Aguas  regula  la
inspección por parte de la Dirección General de Aguas de las obras mayores,
cuyo deterioro o eventual destrucción pueda afectar a terceros. En el inciso
tercero establece las multas aplicables por la no reparación de las obras.
 La indicación adecua los grados de las multas.

 En sesión de 20 de diciembre de 2016, el Director
General  de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, expuso una propuesta
para establecer que, a raíz de la inspección de obras mayores cuyo deterioro
o destrucción pueda afectar a terceros, la Dirección General de Aguas podrá
ordenar su reparación, junto a la autorización de operación transitoria de las
obras, en conformidad al artículo 307 del Código de Aguas.

 Sin  embargo,  agregó que la  referida  disposición
establece que la reparación no se efectuare en el plazo dispuesto para ello,
podrá declarar el carácter permanente de la operación transitoria y aplicar
una multa que no sea inferior  a 50 ni  superior a 500 unidades tributarias
mensuales.

 En  ese  contexto,  propuso  establecer  que  dicha
multa será del  cuarto  a quinto grado, de conformidad a lo indicado en el
artículo 173 del Código de Aguas, de modo tal elevar la entidad de la sanción
impuesta, atendida la gravedad de la conducta objeto de reproche.

 -Puesta en votación la indicación que modifica
el artículo 307 del Código de Aguas, fue aprobada por la unanimidad de
los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y
Senadores señores Chahuán y Pizarro.

INTRODUCCIÓN DE ARTÍCULO NUEVO

El texto aprobado en general agrega un inciso 307
bis al Código de Aguas que dispone la facultad de la Dirección General de
Aguas para exigir  la  instalación de sistemas de medida a los titulares de
derechos de aprovechamiento de aguas superficiales u organizaciones de
usuarios que extraigan aguas directamente desde cauces naturales de uso
público.

La  indicación  propone  consignar  sistemas  de
medición y no de medida.

En sesión de 20 de diciembre de 2016, el Director
General  de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, expuso una propuesta
para agregar en el artículo 307 bis que la Dirección General de Aguas, por
medio de una resolución fundada, determinará los plazos y las condiciones
técnicas  para  cumplir  con  la  obligación  consistente  en la  instalación  de
sistemas de medición. Dicha obligación regirá para los titulares de derechos
de aprovechamiento  de aguas superficiales  u  organizaciones de usuarios
que extraigan aguas directamente desde cauces naturales de uso público.

 -Puesta en votación la indicación que modifica
el  artículo 307 bis  fue aprobada por la  unanimidad de los miembros
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presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y  Senadores
señores Chahuán y Pizarro.

MODIFICACIONES PROPUESTAS AL ARTÍCULO 2° DEL PROYECTO
APROBADO EN GENERAL, REFERIDO AL CÓDIGO PENAL

El  proyecto  aprobado  en  general  consigna  dos
modificaciones al Código Penal, una al artículo 459 y otra al artículo 460.

En  el  artículo  459,  que  establece  las  penas
aplicables a los que sin título legítimo e invadiendo derechos ajenos incurran
en una serie de actos contra las aguas, se agrega en el número 1-referido a
la extracción de aguas de represas, estanques u otros depósitos, de canales
o  acueductos,  etcétera-  el  calificativo  de  aguas  “superficiales  o
subterráneas”. En el artículo 460, que sanciona la ejecución de los simples
delitos  anteriormente  señalados  cuando  se  ejecuten  con  violencia  en  las
personas, se agrega violencia o intimidación.

 La indicación propone una enmienda de carácter
formal.

Asimismo, la  indicación del  Ejecutivo añade una
tercera enmienda, que consiste en incorporar al Código Penal un artículo 460
bis, nuevo, que sanciona al que a sabiendas duplique la inscripción de su
derecho en el Registro de Propiedad de Aguas.

-------

-Respecto  de  las  enmiendas  formales  a  los
artículos 459 y 460 del Código Penal, la Comisión Especial las aprobó
por  la  unanimidad  de  sus  integrantes  presentes.  Senadora  señora
Muñoz y Senadores señores Chahuán y Pizarro.

En cuanto a la incorporación al Código Penal de
un  artículo  460  bis,  en  sesión  de  20  de  diciembre  de  2016,  el  Director
General de Aguas, señor Carlos Estévez Valencia, comentó que tiene como
finalidad establecer  que el  que a sabiendas duplique la  inscripción de su
derecho en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes
Raíces sufrirá las penas de presidio menor en su grado mínimo –esto es, de
61 días a 540 días-, multa de once a veinte unidades tributarias mensuales,
la revocación del título duplicado y la cancelación de la inscripción duplicada.

 De ese modo, explicó que se propone sancionar
aquellos  casos  en  que  se  procede  a  la  duplicación  maliciosa  de  una
inscripción, con la finalidad de obtener un beneficio económico.

 En tal sentido, aseveró que el tipo penal propuesto
contempla una referencia al elemento subjetivo de la conducta, al  señalar
que deberá verificarse a sabiendas. En razón de ello, afirmó que se requiere
el conocimiento de las circunstancias de hecho que lo configuran, junto a la
intención de obtener una ganancia derivada de la duplicación del título.
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 El  Senador  señor  Chahuán  coincidió  con  dicha
explicación, de modo tal de requerir la existencia de dolo para proceder a la
aplicación del tipo penal propuesto.
 -Puesta en votación la indicación que propone
agregar  un  artículo  460  bis  al  Código  Penal,  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadora
señora Muñoz y Senadores señores Chahuán y Pizarro.

ARTÍCULO 3° APROBADO EN GENERAL

El  artículo  3°  del  proyecto  de  ley  aprobado  en
general,  agrega en el  artículo 166 del Código Procesal Penal  –referido al
ejercicio de la acción penal- un inciso final que para el caso de los artículos
459  y  460  del  Código  Penal,  una  vez  recibida  la  denuncia  el  fiscal
comunicará los hechos a la Dirección General de Aguas.

 La Senadora señora Muñoz consultó respecto de
las implicancias que la  comunicación formulada por un fiscal a la Dirección
General  de  Aguas del  Ministerio  de Obras Públicas,  en  los casos de los
artículos 459 y 460 del Código Penal, produciría en relación a lo preceptuado
en el  artículo  241 del  Código Procesal  Penal,  toda vez que dicha norma
establece que  de oficio o a petición del Ministerio Público, el  juez negará
aprobación a los acuerdos reparatorios cuando existiere un interés público
prevalente en la continuación de la persecución penal.

 La  asesora  de  la  Dirección  General  de  Aguas,
señora  Tatiana  Celume,  explicó  que,  en  la  actualidad,  dicho  organismo
carece de facultades para conocer de las causas penales que se estuvieren
tramitando  por  las  conductas  que establecen los  artículos  459 y  460  del
Código Penal.  De ese modo, afirmó que la propuesta reconoce el interés
general prevalente que subyace a los conflictos derivados de la usurpación
de las aguas, toda vez que,  en dicha hipótesis,  el  bien jurídico protegido
consistiría en la preservación de los recursos hídricos y de sus fuentes.

 -Puesto  en  votación  el  artículo  3°  del  texto
aprobado en general por la Comisión, fue aprobado por la unanimidad
de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y
Senadores señores Chahuán y Pizarro.

INTRODUCCIÓN DE UN ARTÍCULO TRANSITORIO

La  indicación  del  Ejecutivo  propone  agregar  un
artículo  transitorio  que  establece  la  obligación  de  informar  por  parte  de
quienes  utilicen  un  sistema  de  drenaje  para  desaguar  sus  predios  y  se
benefician de dichas aguas, respecto de las características del sistema de
drenaje, la ubicación de la captación y el caudal drenado, en el plazo de seis
meses desde la entrada en vigencia de la ley. 

 El  Director  General  de  Aguas,  señor  Carlos
Estévez Valencia, explicó que, atendiendo a las modificaciones introducidas
por la iniciativa al artículo 38 del Código de Aguas, respecto del sistema de
transmisión instantánea de la información que se obtenga de un acueducto
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que  extraiga  aguas  de  una  corriente  natural  se  consideró  introducir  un
artículo transitorio.

 Habida cuenta de ello, sostuvo que la propuesta
apunta a establecer que quienes actualmente utilizan un sistema de drenaje
para desaguar sus predios y se benefician de dichas aguas, de conformidad
con el  artículo  48 del  Código de Aguas,  deberán informar  a la  Dirección
General de Aguas las características del sistema de drenaje, la ubicación de
la captación y el caudal drenado, en el plazo de seis meses desde la entrada
en vigencia de la presente ley, mientras que, en caso contrario, podrán ser
sancionados de conformidad al Código de Aguas.

 -Puesta  en  votación  la  indicación  referida  al
artículo  transitorio,  nuevo,  fue  aprobada  por  la  unanimidad  de  los
miembros  presentes  de  la  Comisión,  Senadora  señora  Muñoz  y
Senadores señores Chahuán y Pizarro.

MODIFICACIONES

ARTÍCULO 1°

ooooooo

Ha intercalado los siguientes numerales 1, 2, 3 y
4, nuevos:

 “1. En el artículo 30:

 a)  Agrégase el  siguiente  inciso  segundo,  nuevo,
pasando  los  actuales  incisos  segundo  y  tercero  a  ser  tercero  y  cuarto,
respectivamente:

 “Para los efectos de este Código, se entiende por
suelo desde la superficie del terreno hasta la roca madre.”.
(Mayoría  2  votos  a  favor,  Senadora  Muñoz  y  Senador  Pizarro,  y  1
abstención del Senador Chahuán).

 b)  Intercálase  en  el  actual  inciso  segundo,  que
pasa a  ser  tercero,  a  continuación  de  la  frase  “aprovechar  y  cultivar”,  la
siguiente locución: “la superficie de”.
Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro).

 2. En el artículo 38:

 a)  Agrégase,  a  continuación  de  la  locución
“obligados a construir” la siguiente expresión: “y mantener”.

 b) Intercálase, a continuación de la frase “que se
extrae”  el  siguiente texto:  “y  un sistema de transmisión instantánea de la
información  que  se  obtenga  al  respecto.  Dicha  información  deberá  ser
siempre entregada a la Dirección General de Aguas cuando ésta lo requiera.
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El Servicio, por resolución fundada, determinará los plazos y las condiciones
técnicas para cumplir dicha obligación”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro).

 3. En el artículo 41:

 a) En el inciso primero:

 i)  Elimínase  la  frase  “,  con  motivo  de  la
construcción de obras, urbanizaciones y edificaciones”.

 ii)  Intercálase entre las frases “se encuentran”  y
“en la situación anterior”, la siguiente expresión: “o no”.
(Mayoría  2  votos  a  favor,  Senadora  Muñoz  y  Senador  Pizarro,  y  1
abstención del Senador Chahuán).

 b) Reemplázase en su inciso segundo la palabra
“mismos” por la siguiente frase: “, su forma o dimensiones”.

 c)  Intercálase  el  siguiente  inciso  tercero,  nuevo,
pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:

 “La  contravención  a  lo  dispuesto  en  los  incisos
anteriores será sancionada de conformidad a lo establecido en el artículo 173
ter y siguientes de este Código.”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro).
,
 4.  En  el  artículo  48,  reemplázase  la  frase
“propiedades y quienes aprovechan las aguas provenientes del mismo” por la
siguiente: “predios y de este modo aprovechar las aguas provenientes de los
mismos,  quienes  deberán  informar  las  características  del  sistema,  la
ubicación de la  captación y el  caudal  drenado a la  Dirección General  de
Aguas”.”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro.).

NUMERAL 1

Lo ha suprimido.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro).

ooooooo

Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:

“5. Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 58 la
palabra “suelo” por “terreno”.”.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Allende y Muñoz y Senadores Chahuán y
Pizarro).

NUMERAL 2

Ha pasado a ser numeral 6, reemplazado por el
siguiente:
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“6. Reemplázase el inciso primero del artículo 62
por el siguiente:

“Artículo  62.-  Si  la  explotación  de  aguas
subterráneas por algunos usuarios afectare la sustentabilidad del acuífero u
ocasionare perjuicios a los otros titulares de derechos, la Dirección General
de Aguas, de oficio o a petición de uno o más afectados, podrá establecer la
reducción  temporal  del  ejercicio  de  los  derechos  de  aprovechamiento,  a
prorrata de ellos, mediante resolución fundada.”.”.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Allende y Muñoz y Senadores Chahuán y
Pizarro).

ooooooo

Ha incorporado los siguientes numerales nuevos:

 “7. Agrégase al artículo 67 el siguiente inciso final,
nuevo:

 “Los  titulares  de  los  derechos  de
aprovechamiento,  provisionales  o  definitivos,  concedidos  tanto  en  zonas
declaradas de prohibición como en áreas de restricción, deberán instalar y
mantener un sistema de medición de caudales y volúmenes extraídos, de
control de niveles freáticos y un sistema de transmisión de la información que
se obtenga al respecto. Dicha información deberá ser siempre entregada a la
Dirección General de Aguas cuando ésta lo requiera. El Servicio, por medio
de una resolución fundada, determinará los plazos y las condiciones técnicas
para cumplir dicha obligación, pudiendo comenzar por aquellos concedidos
provisionalmente o por  aquellos que extraigan volúmenes superiores  a  la
media.”.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Allende y Muñoz y Senadores Chahuán y
Pizarro).

 8.  Reemplázase  en  el  artículo  68  la  frase  “de
sistemas de medida en las obras y requerir la información que se obtenga”
por el siguiente texto: “y mantención de sistemas de medición de caudales,
de volúmenes extraídos y de niveles freáticos en las obras, además de un
sistema  de  transmisión  de  la  información  que  se  obtenga  al  respecto  y
requerir  la  información  que  se  obtenga.  En  el  caso  de  los  derechos  de
aprovechamiento no consuntivos esta exigencia se aplicará también en la
obra  de  restitución  al  acuífero.  La  Dirección  General,  por  medio  de  una
resolución fundada, determinará los plazos y las condiciones técnicas para
cumplir la obligación dispuesta en este artículo”.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Allende y Muñoz y Senadores Chahuán y
Pizarro).

 9. En el artículo 119:
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 a) Intercálase en el encabezado, a continuación de
la  expresión  “inscripciones  originarias”,  la  siguiente  locución:  “y  las
transferencias”.

 b) Reemplázase en el número 4 la expresión “, y”
por un punto y coma.
 c) Sustitúyese en el número 5 el punto final por la
siguiente expresión: “; y”.

 d) Agrégase el siguiente número 6, nuevo:

 “6.  Las  características  del  derecho  de
aprovechamiento y demás especificaciones contenidas en el artículo 149, en
la medida que el título las contenga.”.”.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Allende y Muñoz y Senadores Chahuán y
Pizarro).

NUMERAL 3

Ha  pasado  a  ser  numeral  10,  sustituido  por  el
siguiente:

“10. En el artículo 122:

 a) Intercálase en el inciso segundo, a continuación
de la locución “que el reglamento establezca”, la siguiente frase: “, el que
deberá ser suscrito, además, por el Ministro o Ministra de Justicia y Derechos
Humanos”.

 b) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:

 “Para los efectos señalados en el inciso anterior,
los Conservadores de Bienes Raíces deberán enviar a la Dirección General
de Aguas, dentro de los 30 días siguientes a la fecha del acto que se realice
ante ellos y en la forma que determine el reglamento del Catastro Público de
Aguas del Ministerio de Obras Públicas, la información de las  inscripciones
relativas a los derechos de aprovechamiento de aguas y sus antecedentes, y
de  las  inscripciones  de  las  organizaciones  de  usuarios  de  aguas  y  sus
antecedentes.  El  incumplimiento  de  esta  obligación  por  parte  de  los
Conservadores,  será  sancionado según lo  previsto  en  el  artículo  440 del
Código Orgánico de Tribunales.”.

 c) Elimínase el inciso quinto. 

 d)  En  el  inciso  octavo,  que  pasa  a  ser  inciso
séptimo:

i)  Intercálase,  a  continuación  de  la  locución
“deberá informar”, la expresión “, al menos,”.

ii)  Suprímese  la  frase  “,  dentro  de  los  primeros
cinco días de los meses de enero y julio,”.
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iii) Reemplázase la expresión “las copias” por “la
información” 

 iv) Elimínase la locución “Notarios y”.
 (Unanimidad 4X0. Senadoras Allende y Muñoz y Senadores Chahuán y
Pizarro y 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Pérez Varela y Pizarro).

NUMERAL 4

Lo ha suprimido.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Allende y Muñoz y Senadores Chahuán y
Pizarro).

NUMERALES 5 Y 6

Han pasado a  ser  el  siguiente  numeral  11,  con
adecuaciones formales:

“11. En el artículo 122 bis:

a)  Agrégase,  en  el  inciso  primero,  la  siguiente
oración  final:  “La  información  requerida  deberá  enviarse  en la  forma que
determine el reglamento previsto en el artículo anterior.”.

b) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación
de la locución “será sancionado,”, la expresión “de oficio o”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Pérez Varela y Pizarro).

ooooooo

Ha incorporado los siguientes numerales nuevos:

“12. En el inciso primero del artículo 129 bis 2:

a) Elimínase la frase “, previa autorización del juez
de letras competente en el lugar en que se realicen dichas obras”.

b)  Agrégase  la  siguiente  oración  final:  “Estas
resoluciones se publicarán en el sitio web institucional”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Pérez Varela y Pizarro).

13.  Intercálase en el  inciso segundo del  artículo
129 bis 12, a continuación de la primera oración, el siguiente texto: “En caso
de no estar inscritos tales derechos, la Dirección General de Aguas podrá
subrogarse en los derechos del titular no inscrito, sólo para los efectos de
proceder a su inscripción en el Registro de Propiedad del Conservador que
sea competente, a costa del particular.”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Pérez Varela y Pizarro).

 14. En el artículo 135: 
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 a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:
 
 “Si  la  Dirección  estimare  necesario  practicar
inspección  ocular,  determinará  y  solicitará  los  medios  y  las  condiciones
necesarias para acceder al lugar y, en su caso, la suma que el interesado
debe consignar  para cubrir  los gastos de esta diligencia.  En caso que el
interesado no cumpla con dichas exigencias, la Dirección podrá denegar la
solicitud de que se trate.”.

 b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 

 “Para realizar dicha inspección, los funcionarios de
la  Dirección  General  de  Aguas  podrán,  previa  resolución  del  Servicio,
ingresar  a  terrenos de propiedad privada,  debiendo  levantar  acta  y  dejar
registro de la diligencia.”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Pérez Varela y Pizarro).

15. Reemplázase el inciso primero del artículo 137
por el siguiente:

 “Artículo  137.-  Las  resoluciones  de  término  que
dicte  el  Director  General  de  Aguas  en  conocimiento  de  un  recurso  de
reconsideración y toda otra que dicte en el ejercicio de sus funciones, serán
reclamables  ante  la  Corte  de  Apelaciones de Santiago,  mientras  que  las
resoluciones dictadas por los Directores Regionales serán reclamables ante
la Corte de Apelaciones del lugar en que se dictó la resolución impugnada.
En ambos casos,  el  plazo para la  reclamación será de 30 días contados
desde la notificación de la correspondiente resolución.”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Pérez Varela y Pizarro).

 
 16. En el artículo 138:

 a) Intercálase el  siguiente inciso primero, nuevo,
pasando el actual inciso único a ser segundo:

 “Artículo 138.- El cumplimiento de las resoluciones
de la  Dirección  General  de  Aguas será de cargo de aquellos  que deban
ejecutarlas.”. 
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro).

b)  En  el  actual  inciso  único,  que  pasa  a  ser
segundo:

i)  Reemplázase  la  expresión  “del  Intendente  o
Gobernador respectivo” por la siguiente frase: “directamente de la Jefatura
de  la  Unidad  de  Carabineros  más  próxima  o  de  la  autoridad  que
corresponda, según el caso,”.
(Mayoría  2  votos  a  favor,  Senadora  Muñoz  y  Senador  Pizarro,  y  1
abstención del Senador Chahuán).
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ii)  Sustitúyese  la  palabra  “título”  por  la  locución
“Código, cuando exista oposición”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro).

 c)  Agréganse  los  siguientes  incisos  tercero  y
cuarto, nuevos:
 “En  caso  de  incumplimiento  o  de  cumplimiento
parcial,  el  Servicio  podrá  ejecutarlas  por  sí  u  ordenar  su  ejecución  a  la
Dirección de Obras Hidráulicas o a cualquier otro servicio dependiente del
Ministerio de Obras Públicas.

 Tendrá  mérito  ejecutivo  para  su  cobro  la  copia
autorizada de la resolución del Director General de Aguas que fije el valor de
las medidas, la que podrá establecer un recargo de hasta el cien por ciento
de su valor, sin perjuicio de la multa que corresponda.”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro).

17. En el artículo 140:

a) Sustitúyese, en el  numeral 1, la expresión “El
nombre”,  la  primera  vez  que  aparece,  por  la  frase  “El  nombre,  cédula
nacional de identidad o rol único tributario”.
(Mayoría  2  votos  a  favor,  Senadora  Muñoz  y  Senador  Chahuán,  y  1
abstención del Senador Pizarro).

b)  Intercálase,  a  continuación  del  numeral  1,  el
siguiente nuevo, pasando los numerales 2 a 6 a ser numerales 3 a 7:

“2. El uso que se le dará a las aguas solicitadas.”.
(Mayoría  2  votos  a  favor,  Senadora  Muñoz  y  Senador  Pizarro,  y  1
abstención del Senador Chahuán).

18. En el artículo 171:

a)  Reemplázase,  en  el  inciso  segundo,  la
expresión  “del  Departamento  de  Obras  Fluviales”  por  la  siguiente:  “de  la
Dirección de Obras Hidráulicas”.

 b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente: 

 “Quedan exceptuados de los trámites y requisitos
establecidos  en  los  incisos  precedentes  los  servicios  dependientes  del
Ministerio  de  Obras  Públicas,  así  como  los  proyectos  financiados  por
servicios públicos que cuenten con la aprobación técnica de la Dirección de
Obras Hidráulicas. Estos servicios deberán remitir los proyectos definitivos
de  las  obras  a  la  Dirección  General  de  Aguas  para  su  conocimiento  e
inclusión en el Catastro Público de Aguas, dentro del plazo de seis meses,
contado desde la recepción final de la obra.”.
(Unanimidad 4X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán, Pérez Varela
y Pizarro).

19. Reemplázase el artículo 172 por el siguiente:
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“Artículo 172.- Si se realizare obras con infracción
a lo dispuesto en el artículo anterior, que entorpezcan el libre escurrimiento
de las aguas o signifiquen peligro para la vida o salud de los habitantes, la
Dirección General de Aguas impondrá una multa del primer al tercer grado,
de conformidad al artículo 173 ter, y apercibirá al infractor, fijándole un plazo
perentorio  para  que  modifique  o  destruya  las  obras.  En  el  caso  que  se
ordene la modificación de las obras, la Dirección General de Aguas podrá
ordenar  que  se  presente  el  correspondiente  proyecto,  de  acuerdo  a  las
normas del presente Código, que contemple la totalidad de las obras.

Si el infractor no diere cumplimiento a lo ordenado,
la  Dirección  le  impondrá  una  multa  mínima  de  100  y  máxima  de  1.000
unidades tributarias anuales, según fuere la magnitud del  entorpecimiento
ocasionado al libre escurrimiento de las aguas o el  peligro para la vida o
salud de los habitantes, y podrá adoptar las medidas para su cumplimiento
de conformidad a lo dispuesto en el artículo 138.”.
(Unanimidad 4X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán, Pérez Varela
y Pizarro).

20. Intercálase, a continuación del artículo 172, el
siguiente subtítulo nuevo:

“g) De la fiscalización

 Artículo 172 bis.- La Dirección General de Aguas
fiscalizará el cumplimiento de las normas de este Código. 

 Para  el  cumplimiento  de  su   labor,  la  Dirección
podrá  iniciar  un  procedimiento  sancionatorio  de  oficio  cuando  tomare
conocimiento de hechos que puedan constituir infracciones a dichas normas,
por  denuncia  de  un  particular,  por  medio  de  una  autodenuncia,  o  a
requerimiento de otro servicio del Estado.

 Las  denuncias  se  presentarán  ante  la  Dirección
General de Aguas de la región o de la provincia correspondiente y deberán
señalar el lugar y fecha de presentación y la individualización completa del
denunciante, quien deberá suscribirla personalmente, o por su mandatario o
representante habilitado. Las denuncias también podrán ser presentadas en
la forma que determine la Dirección General de Aguas, mediante resolución
fundada. En todo caso, la denuncia deberá contener una descripción de los
hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, el lugar y las
referencias suficientes para determinar su locación, la fecha probable de su
comisión,  las  normas  infringidas  si  las  conociera  el  denunciante,  y  la
individualización del presunto infractor, en caso que pudiera identificarlo.

 La  Dirección  deberá  declarar  admisible  la
denuncia cuando cumpla con los requisitos señalados en el inciso anterior,
esté  revestida  de  seriedad  y  tenga  mérito  suficiente.  Si  la  denuncia  no
contiene una descripción del hecho denunciado y el lugar de su comisión,
será archivada, sin perjuicio de la facultad de la Dirección de proceder de
oficio.
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 El  procedimiento sancionatorio se iniciará con la
apertura  del  expediente  respectivo,  y  deberá  ser  resuelto  en  un  plazo
máximo de seis meses. Éste será resuelto por el Director General de Aguas
o  por  el  respectivo  Director  Regional,  previa  delegación  de  funciones  de
conformidad a lo dispuesto en el artículo 300 letra g) de este Código.
 Artículo  172  ter.-  Dentro  del  plazo  de  15  días
contado  desde  la  apertura  del  expediente,  la  Dirección  efectuará  una
inspección  a  terreno.  El  presunto  infractor  deberá  entregar  todas  las
facilidades para que se lleve a cabo el referido proceso de inspección y no
podrá negarse a proporcionar la información requerida.

 En ejercicio de la labor fiscalizadora, el personal
de la Dirección deberá siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia
específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, realizando
las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la
fiscalización.  El  personal  fiscalizador deberá,  además,  guardar  reserva de
aquellos antecedentes y documentos que no tengan el carácter de públicos.
Los fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de los funcionarios
ante sus superiores jerárquicos, sin perjuicio de las sanciones penales que
correspondan.

 Quienes realicen esta inspección deberán levantar
un acta de la misma, dejando constancia de si existen o no hechos que se
estimen constitutivos de una infracción y, en caso afirmativo, la indicación de
la o las normas eventualmente infringidas.

 El personal fiscalizador de la Dirección tendrá el
carácter  de  ministro  de  fe  respecto  de  los  hechos  que  consignen  en  el
cumplimiento de sus funciones y que consten en el acta a que se refiere este
artículo.  Los  hechos  establecidos  por  los  ministros  de  fe  constituirán
presunción legal. 

 Artículo 172 quáter.- Cuando constaren en el acta
de  inspección  hechos  que  se  estimen  constitutivos  de  infracción,  deberá
notificarse personalmente al presunto infractor, entregándole copia del acta y
señalándole que podrá presentar sus descargos dentro del plazo de 15 días
contado desde esa fecha. Si éste no es habido en el lugar fiscalizado, podrá
ser notificado del acta y del plazo para los descargos en la forma dispuesta
en el artículo 44 del Código de Procedimiento Civil.

 En  caso  que  no  se  hubieren  detectado  hechos
constitutivos de infracción, se le entregará copia del acta al fiscalizado y se
cerrará el expediente, poniendo fin al procedimiento respectivo. 

 Artículo 172 quinquies.- Evacuados los descargos
por el presunto infractor, o vencido el plazo para ello, la Dirección General de
Aguas resolverá sin más trámite cuando no existan hechos controvertidos o
sean de pública notoriedad. En caso contrario, abrirá un término de prueba
de 15 días. Dicho plazo se ampliará si  corresponde, de conformidad a lo
dispuesto en el artículo 26 de la ley N° 19.880. 
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 La Dirección dará lugar a las medidas o diligencias
probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, siempre que
resulten  pertinentes  y  conducentes.  En  caso  contrario,  las  rechazará
mediante  resolución  fundada,  sin  perjuicio  de  que  la  Dirección  pueda
decretar  otras  medidas  o  solicitar  antecedentes  adicionales  previos  a
resolver.
 Los hechos investigados y las responsabilidades a
que éstos den lugar podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba
admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana
crítica.

 Artículo 172 sexies.- Dentro del plazo de 15 días
contado desde la evacuación de los descargos o vencido el plazo para ello; o
desde el vencimiento del término probatorio, si se hubiere dado lugar a éste,
la Dirección elaborará un informe técnico que servirá de base para resolver el
procedimiento y deberá ser remitido al Director para su pronunciamiento.

 Dicho informe deberá contener la individualización
del o de los infractores, de conocerse; la relación de los hechos investigados
y la forma en que se ha llegado a acreditarlos; y la proposición al Director de
las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución de uno o
más de los infractores. 

 El  Director  pondrá  término  al  procedimiento
mediante resolución fundada, la que deberá pronunciarse sobre cada uno de
los hechos investigados, infracciones detectadas y alegaciones o descargos
realizados  por  el  presunto  infractor.  Contra  esta  resolución  podrán
interponerse los recursos contemplados en los artículos 136 y 137.”.”.
(Unanimidad 4X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán, Pérez Varela
y Pizarro).

NUMERAL 7

 Ha pasado a ser numeral 21, sin enmiendas.

NUMERAL 8

Ha  pasado  a  ser  numeral  22,  sustituido  por  el
siguiente:

 “22. Sustitúyese el artículo 173 por el siguiente:

 “Artículo  173.-  La  Dirección  General  de  Aguas
aplicará  una multa  a  beneficio  fiscal  y  el  plazo para  su  pago,  a  quienes
incurran en las infracciones que a continuación se describen, cuyo monto se
determinará de conformidad a lo dispuesto en este párrafo, sin perjuicio de
las responsabilidades civiles y penales que procedan:

 1. Una multa del primer grado cuando se trate de
infracciones relativas a la obligación de entregar información en la forma,
oportunidad y mecanismos que dispone este Código y las resoluciones de la
Dirección General de Aguas.
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 2. Una multa de segundo grado cuando se trate
del incumplimiento de las obligaciones que dispone el presente Código o una
resolución  de  la  Dirección  referente  a  la  instalación  y  mantención  de
sistemas de medición  de  caudales,  de  volúmenes extraídos y  de  niveles
freáticos de la obra y de sistemas de transmisión de dicha información.
 La resolución que disponga la aplicación de esta
multa fijará un plazo prudencial, no prorrogable, que no podrá ser inferior a
un mes ni superior a seis meses, para que el infractor instale y opere dichos
sistemas. En caso de incumplimiento de esta nueva obligación, la Dirección
aplicará  una  nueva  multa  del  mismo  grado,  previo  procedimiento
sancionatorio abreviado consistente en una visita a terreno, notificación del
acta respectiva y recepción de los descargos pertinentes, dentro del plazo de
treinta días contado desde la visita a terreno y así, sucesivamente, hasta que
se verifique el cumplimiento de la obligación.

 3. Una multa de tercer grado al propietario de un
predio, sea o no titular de derechos de aprovechamiento, en el que existan o
no  obras  para  aprovechar  el  recurso,  que  niegue  injustificadamente  el
ingreso  de  los  funcionarios  de  fiscalización  para  el  cumplimiento  de  sus
labores.  Se  entenderá  que  existe  negativa  del  propietario  aun  cuando  la
realice una tercera persona responsable del acceso a dicha propiedad, sin
perjuicio de las acciones que tenga el dueño para repetir en su contra.

 4. Una multa de cuarto grado cuando se realicen
actos u obras, sin contar con el permiso de la autoridad competente, que
afecten la disponibilidad de las aguas, o disminuyan la calidad del recurso en
las fuentes naturales y/o en las obras estatales de desarrollo  del  mismo.
También  se  aplicará  esta  multa  al  que  entregue  información  falsa  o  que
induzca a error a la Dirección.

5. Una multa de quinto grado a todo titular que,
mediante una doble inscripción en el Registro de Propiedad de Aguas del
Conservador  de  Bienes  Raíces,  duplique  sus  títulos  en  los  que  constan
derechos de aprovechamiento de aguas. Se le sancionará, además, con la
caducidad del título duplicado, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 460
bis del Código Penal.

 6.  Las  infracciones  que  no  tengan  una  sanción
específica, serán sancionadas con una multa cuya cuantía puede variar entre
el primer y tercer grado.

La  Dirección  comunicará  la  resolución  a  la
Tesorería General de la República para efectos de su cobro, una vez que
ésta se encuentre ejecutoriada.”.”.
(Unanimidad 4X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán, Pérez Varela
y Pizarro).

ooooooo

 Ha incorporado los siguientes numerales nuevos:
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“23. Intercálanse, a continuación del artículo 173,
los siguientes artículos nuevos:

 “Artículo 173 bis.- Para las  sanciones dispuestas
en los artículos 172 y 173, el monto de la multa podrá incrementarse en los
siguientes casos:

 1. Hasta un 100%, cuando la infracción afecte la
disponibilidad de las aguas utilizadas para satisfacer el consumo humano,
uso doméstico de subsistencia o el saneamiento.

 2. Hasta un 75%: 

 a)  Si  las  infracciones  se  cometen  en  las  zonas
establecidas en los artículos 63, 65, 282 y 314 del presente Código.

 b) Si la infracción cometida perjudica gravemente
el cauce, y siempre que no sea constitutiva de los hechos sancionados en el
artículo 172.

 c)  Cuando,  a  consecuencia de la  contravención,
se produzca un descenso sostenido o abrupto de los niveles freáticos del
acuífero.

 3. Hasta un 50%:

 a)  Cuando  la  infracción  cometida  modifique  o
destruya  obras  autorizadas  destinadas  al  ejercicio  del  derecho  de
aprovechamiento de terceros.

 b) Cuando la captación de agua además afecte el
caudal ecológico mínimo impuesto en la resolución constitutiva.

 Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior,
la reiteración de la infracción se sancionará duplicando el monto original.

 Las circunstancias agravantes que constituyen por
sí mismas una infracción o sean inherentes a ésta, no aumentarán la pena,
por tratarse de conductas distintas.

(Unanimidad 3X0, Senadora Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro).
 El monto de la multa se rebajará en un 50% para
aquellos  infractores  que se  auto  denuncien ante  la  Dirección  General  de
Aguas  por  cualquier  contravención  a  este  Código.  La  autodenuncia  no
requerirá  de  formalidades  especiales,  y  bastará  que  sólo  contenga  una
enunciación de los hechos, el  lugar y la época en la que ocurrieron, y la
individualización  de  su  autor  o  autores.  La  circunstancia  señalada  sólo
procederá cuando la información proporcionada por el infractor sea precisa,
verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen la infracción
y ponga fin, de inmediato, a los mismos.

(Mayoría 2 votos a favor, Senadores Chahuán y Pizarro y 1 abstención
de la Senadora Muñoz).
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 Artículo  173  ter.-  Las  infracciones  que  se
dispongan en este Código, serán sancionadas con multas a beneficio fiscal
según los siguientes grados: 

 a) Primer grado: de 10 a 50 UTM

 b) Segundo grado: de 51 a 100 UTM

 c) Tercer grado: de 101 a 500 UTM

 d) Cuarto grado: 501 a 1.000 UTM

 e) Quinto grado: 1.001 a 2.000 UTM.

 Para la determinación del  monto de la multa al
interior  de cada grado, se deberá tener en consideración, entre otras, las
siguientes  circunstancias:  el  caudal  de  agua  afectado,  si  son  aguas
superficiales o subterráneas, si se produce o no la afectación de derechos de
terceros, la cantidad de usuarios perjudicados,  el  grado de afectación del
cauce o acuífero, y la zona en que ésta se produzca, según la disponibilidad
del recurso.
(Unanimidad 3X0, Senadora Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro).

 Artículo 173 quáter.- Las infracciones establecidas
en el presente Código prescribirán en el plazo de tres años contado desde su
comisión.”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro).

24. En el artículo 175:

a)  Intercálase,  a  continuación  de  la  palabra
“infracción”,  la  siguiente  frase:  “con  el  solo  mérito  de  la  resolución
administrativa, fijando el plazo para su pago”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:

“El Tribunal comunicará la sentencia a la Tesorería
General de la República para efectos de su cobro.”.
(Unanimidad 4X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán, Pérez Varela
y Pizarro).

25.  Incorpóranse  al  artículo  176  los  siguientes
incisos segundo, tercero y cuarto:

 “El  procedimiento  de  cobro  de  las  multas  se
realizará por la Tesorería General de la República de acuerdo a lo dispuesto
en  el  artículo  35  del  decreto  ley  Nº  1.263,  Orgánico  de  Administración
Financiera del Estado, del año 1975, del Ministerio de Hacienda.

 Si la multa fuere pagada dentro de los nueve días
siguientes a su notificación será rebajada en un 25%.
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 Este  beneficio  no  será  acumulable  con  otras
rebajas de la pena, tales como aquella que beneficia al autodenunciante.”.
(Unanimidad 4X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán, Pérez Varela
y Pizarro).

26. Intercálase en el inciso final del artículo 294, a
continuación de la expresión “de Aguas”, la frase “dentro del plazo de seis
meses contado desde la recepción final de la obra”.
(Unanimidad 4X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán, Pérez Varela
y Pizarro).

NUMERAL 9

Ha pasado a ser numeral 27, reemplazado por el
siguiente:

“27. En el artículo 299:

 a)  Agrégase  en  el  literal  a)  entre  la  frase  “su
aprovechamiento”  y  el  punto  y  coma,  la  siguiente  frase:  “y  arbitrar  las
medidas necesarias para prevenir y evitar el agotamiento de los acuíferos”.

 b) Sustitúyese en el literal b) la frase “Investigar y
medir el recurso” por la siguiente: “Investigar, medir el recurso y monitorear
tanto  su  calidad  como  su  cantidad,  en  atención  a  la  conservación  y
protección de las aguas”.

 c) Intercálase en el numeral 1. del literal b), entre
las frases “servicio hidrométrico nacional”  e “y proporcionar  y publicar”,  la
siguiente frase: “, el que incluye tanto mediciones de cantidad como calidad
de aguas,”.

                                         d) Agrégase en el literal c) entre las frases “de uso
público” e “impedir que en éstos”, la siguiente frase: “y acuíferos; impedir,
denunciar o sancionar la afectación a la cantidad y la calidad de estas aguas,
de conformidad al inciso primero del artículo 129 bis 2 y los artículos 171 y
siguientes;”.

                                      e) Reemplázase el literal d) por el siguiente:

                                      “d) Impedir que se extraigan aguas de los mismos
cauces  y  en  los  acuíferos  sin  título  o  en  mayor  cantidad  de  lo  que
corresponda;”.

                                       f) Agrégase la siguiente letra nueva:

                                      “f)  Requerir fundadamente, del Intendente o
Gobernador  respectivo,  el  auxilio  de  la  fuerza  pública,  con  facultades  de
allanamiento  y  descerrajamiento,  para  efectos  del  ejercicio  de  las
atribuciones señaladas en los literales b), número 1; c) y d) de este artículo.
El  requerimiento  deberá  ser  presentado  por  el  Director  Regional
correspondiente.

 Para el  ejercicio de la atribución dispuesta en el
literal  b)  número 1  de este  artículo,  el  auxilio  de  la  fuerza  pública  podrá
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requerirse sólo en caso que se acredite la negativa a la solicitud de acceso
que  previamente  haya  efectuado  el  personal  de  la  Dirección  General  de
Aguas  con  el  objeto  de  realizar  trabajos  de  mantención  y  operación  del
servicio hidrométrico nacional.”.
(Unanimidad 4X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán, Pérez Varela
y Pizarro).

NUMERAL 10
                                       Ha pasado a ser numeral 28, reemplazado por el
siguiente:

 “28. Intercálanse, a continuación del artículo 299,
los siguientes artículos 299 bis y 299 ter:

 “Artículo 299 bis.- Los funcionarios de la Dirección
General de Aguas que ejecuten labores de fiscalización tendrán la calidad de
ministros de fe y sus declaraciones sobre los hechos que se constaten en las
respectivas actas de inspección tendrán el carácter de presunción legal.

 Artículo 299 ter.- La Dirección General de Aguas,
mediante resolución fundada, podrá ordenar la paralización de obras en caso
de  acreditarse  fehacientemente  la  extracción  de  aguas  en  un  punto  no
reconocido o constituido de conformidad a la ley. Asimismo, podrá ordenar el
cegamiento de un pozo una vez que la resolución se encuentre ejecutoriada.
Para  cumplir  con  estas  finalidades,  el  Director  General  de  Aguas,  o  los
Directores Regionales, podrán ejercer las facultades contenidas en el artículo
138 de este Código.”.”.
(Unanimidad 4X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán, Pérez Varela
y  Pizarro-respecto  del  artículo  299  bis,  y  unanimidad  3X0.  Senadora
Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro –respecto del artículo 299 ter).

ooooooo

 Ha incorporado los siguientes numerales nuevos:

                                       “29. En el artículo 300:

                                        a)Sustitúyese el literal a), por el siguiente:

 “a)  Dictar  las  normas  e  instrucciones,  mediante
circulares, que sean necesarias para la correcta aplicación del  Código de
Aguas, leyes y reglamentos que sean de la competencia de la Dirección a su
cargo.

                                         La normativa que emane del Director será
obligatoria y deberá ser sistematizada de manera tal de facilitar el acceso y
conocimiento de ésta por el público en general.”.

                                          b) Reemplázase en el literal f) la expresión “, y” por
un punto y coma.
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                                       c) Sustitúyese en el literal g) el punto final por la
siguiente expresión: “; y”.

                                       d) Agrégase el siguiente literal h), nuevo:

                                        h) Ingresar a predios de propiedad pública o
privada, en cumplimiento de sus labores de fiscalización.

                                           Para el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo
anterior,  el  Director General de Aguas podrá solicitar, en los términos del
artículo 138, el auxilio de la fuerza pública cuando exista oposición, la que
podrá  actuar  con  descerrajamiento,  si  fuere  necesario,  para  ingresar  a
lugares cerrados.”.

(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro).

30.  Sustitúyese en el inciso segundo del artículo
302, la frase “será aplicable al Director General de Aguas, lo dispuesto en el
artículo 361 del Código de Procedimiento Civil”, por la siguiente: “el Director
General  de  Aguas  tendrá  las  atribuciones  del  artículo  7°  del  Código  de
Procedimiento Civil y especialmente las facultades de desistirse en primera
instancia  de  la  acción  deducida,  aceptar  la  demanda  contraria,  absolver
posiciones, renunciar los recursos o los términos legales, avenir y transigir.
Además, le será aplicable lo dispuesto en el artículo 361 de dicho Código.”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro).

31. En el artículo 303:

a)  Intercálase,  a  continuación  de  la  palabra
“construcción”, la locución “y operación”.

b) Suprímese la expresión “o artificiales”.

c)  Reemplázase  la  frase  “hará  el  aforo  de  sus
corrientes y dirimirá” por la siguiente: “podrá aforar sus corrientes, solicitar
antecedentes y dirimir”.

d) Agrégase, a continuación de la locución “dichos
cauces”, el  siguiente texto:  “,  pudiendo establecer las medidas que deben
adoptar los usuarios para su adecuado ejercicio. El incumplimiento de estas
medidas será sancionado por la Dirección General de Aguas con una multa
cuya cuantía puede variar entre el segundo y el cuarto grado”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Pérez Varela y Pizarro).

32. En el artículo 306:

a) Sustitúyese en el inciso primero, la frase “será
sancionado  con  multas  no  inferiores  a  20  ni  superiores  a  100  unidades
tributarias  mensuales”  por  la  siguiente  “será  sancionado  por  la  Dirección
General de Aguas con multas del segundo al tercer grado”.
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b) Suprímense los incisos segundo, tercero y final.
(Unanimidad 4X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán, Pérez Varela
y Pizarro).

33. Reemplázase en el inciso final del artículo 307,
la  frase  “que  no  sea  inferior  a  50  ni  superior  a  500  unidades  tributarias
mensuales” por la siguiente: “del cuarto a quinto grado, de conformidad a lo
indicado en el artículo 173”.”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro).

NUMERAL 11

Ha pasado a ser numeral 34, con las siguientes
enmiendas en el artículo 307 bis:

-Ha  reemplazado  la  palabra  “medida”  por
“medición”.

-Ha  incorporado  la  siguiente  oración  final:  “El
Servicio, por medio de una resolución fundada, determinará los plazos y las
condiciones técnicas para cumplir dicha obligación.”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro).

ARTÍCULO 2°

-Ha  sustituido  en  la  letra  a.  del  número  1,  la
expresión “el guarismo” por “la palabra”, las dos veces que aparece.

-Ha reemplazado en el literal ii) del número 2, la
expresión “el guarismo” por “la palabra”, las dos veces que aparece.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro).

-Ha incorporado el siguiente número 3., nuevo:

“3.  Intercálase a continuación del artículo 460, el
siguiente artículo 460 bis:

 | “Artículo 460 bis.- El que a sabiendas duplique la
inscripción  de  su  derecho  en  el  Registro  de  Propiedad  de  Aguas  del
Conservador de Bienes Raíces sufrirá las penas de presidio menor en su
grado mínimo,  multa  de  once a veinte  unidades tributarias  mensuales,  la
revocación del título duplicado y la cancelación de la inscripción duplicada.”.”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro).

ooooooo

Ha  considerado  el  siguiente  artículo  transitorio,
nuevo:
 “Artículo transitorio.- Quienes actualmente utilizan
un sistema de drenaje para desaguar sus predios y se benefician de dichas
aguas,  de  conformidad con el  artículo  48  del  Código de Aguas,  deberán
informar a la Dirección General de Aguas las características del sistema de
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drenaje, la ubicación de la captación y el caudal drenado, en el plazo de seis
meses desde la entrada en vigencia de la presente ley. En caso contrario,
podrán ser sancionados de conformidad al Código de Aguas.”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán y Pizarro).

-------

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad  con  los  acuerdos  adoptados,  la
Comisión  Especial  sobre  Recursos  Hídricos,  Desertificación  y  Sequía
propone aprobar el proyecto de ley en informe en los siguientes términos:

 "Artículo  1º.-  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones  en  el  decreto  con  fuerza  de  ley  N°  1.122,  de  1981,  del
Ministerio de Justicia, que fija el texto del Código de Aguas:

 1. En el artículo 30:

 a)  Agrégase  el  siguiente  inciso  segundo,
nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y
cuarto, respectivamente:

 “Para los efectos de este Código, se entiende
por suelo desde la superficie del terreno hasta la roca madre.”.

 b) Intercálase en el actual inciso segundo, que
pasa a ser tercero, a continuación de la frase “aprovechar y cultivar”, la
siguiente locución: “la superficie de”.

 2. En el artículo 38:

 a)  Agrégase,  a  continuación  de  la  locución
“obligados a construir” la siguiente expresión: “y mantener”.

 b) Intercálase, a continuación de la frase “que
se extrae” el siguiente texto: “y un sistema de transmisión instantánea
de la información que se obtenga al respecto. Dicha información deberá
ser siempre entregada a la Dirección General de Aguas cuando ésta lo
requiera. El Servicio, por resolución fundada, determinará los plazos y
las condiciones técnicas para cumplir dicha obligación”.

 3. En el artículo 41:

 a) En el inciso primero:

 i)  Elimínase  la  frase  “,  con  motivo  de  la
construcción de obras, urbanizaciones y edificaciones”.
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 ii) Intercálase entre las frases “se encuentran”
y “en la situación anterior”, la siguiente expresión: “o no”.

 b)  Reemplázase  en  su  inciso  segundo  la
palabra “mismos” por la siguiente frase: “, su forma o dimensiones”.

 c)  Intercálase  el  siguiente  inciso  tercero,
nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:

 “La  contravención  a  lo  dispuesto  en  los
incisos anteriores será sancionada de conformidad a lo establecido en
el artículo 173 ter y siguientes de este Código.”.

 4.  En  el  artículo  48,  reemplázase  la  frase
“propiedades y quienes aprovechan las aguas provenientes del mismo”
por  la  siguiente:  “predios  y  de  este  modo  aprovechar  las  aguas
provenientes  de  los  mismos,  quienes  deberán  informar  las
características  del  sistema,  la  ubicación  de  la  captación  y  el  caudal
drenado a la Dirección General de Aguas”.

 5. Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo
58 la palabra “suelo” por “terreno”.

 6.  Reemplázase el  inciso primero del  artículo
62 por el siguiente:

“Artículo  62.-  Si  la  explotación  de  aguas
subterráneas  por  algunos  usuarios  afectare  la  sustentabilidad  del
acuífero u ocasionare perjuicios a los otros titulares de derechos, la
Dirección  General  de  Aguas,  de  oficio  o  a  petición  de  uno  o  más
afectados, podrá establecer la reducción temporal del ejercicio de los
derechos de aprovechamiento, a prorrata de ellos, mediante resolución
fundada.”.

7.  Agrégase al  artículo  67 el  siguiente  inciso
final, nuevo:

 “Los  titulares  de  los  derechos  de
aprovechamiento,  provisionales  o  definitivos,  concedidos  tanto  en
zonas declaradas de prohibición como en áreas de restricción, deberán
instalar y mantener un sistema de medición de caudales y volúmenes
extraídos, de control de niveles freáticos y un sistema de transmisión
de la información que se obtenga al respecto. Dicha información deberá
ser siempre entregada a la Dirección General de Aguas cuando ésta lo
requiera. El Servicio, por medio de una resolución fundada, determinará
los plazos y las condiciones técnicas para cumplir  dicha obligación,
pudiendo comenzar  por  aquellos  concedidos  provisionalmente o por
aquellos que extraigan volúmenes superiores a la media.”.

 8.  Reemplázase en el artículo 68 la frase “de
sistemas  de  medida  en  las  obras  y  requerir  la  información  que  se
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obtenga” por el siguiente texto: “y mantención de sistemas de medición
de  caudales,  de  volúmenes  extraídos  y  de  niveles  freáticos  en  las
obras, además de un sistema de transmisión de la información que se
obtenga al  respecto y requerir  la  información que se obtenga.  En el
caso  de  los  derechos  de  aprovechamiento  no  consuntivos  esta
exigencia se aplicará también en la obra de restitución al acuífero. La
Dirección General, por medio de una resolución fundada, determinará
los  plazos  y  las  condiciones  técnicas  para  cumplir  la  obligación
dispuesta en este artículo”.

9. En el artículo 119:

 a) Intercálase en el encabezado, a continuación
de la expresión “inscripciones originarias”, la siguiente locución: “y las
transferencias”.

 b) Reemplázase en el número 4 la expresión “,
y” por un punto y coma.

 c) Sustitúyese en el número 5 el punto final por
la siguiente expresión: “; y”.

 d) Agrégase el siguiente número 6, nuevo:

 “6.  Las  características  del  derecho  de
aprovechamiento  y demás especificaciones contenidas en el  artículo
149, en la medida que el título las contenga.”.

10. En el artículo 122:

 a)  Intercálase  en  el  inciso  segundo,  a
continuación de la locución “que el reglamento establezca”, la siguiente
frase: “, el que deberá ser suscrito, además, por el Ministro o Ministra
de Justicia y Derechos Humanos”.

 b)  Reemplázase  el  inciso  cuarto  por  el
siguiente:

 “Para  los  efectos  señalados  en  el  inciso
anterior,  los  Conservadores  de  Bienes  Raíces  deberán  enviar  a  la
Dirección General de Aguas, dentro de los 30 días siguientes a la fecha
del  acto  que  se  realice  ante  ellos  y  en  la  forma  que  determine  el
reglamento  del  Catastro  Público  de  Aguas  del  Ministerio  de  Obras
Públicas, la información de las inscripciones relativas a los derechos de
aprovechamiento de aguas y sus antecedentes, y de las inscripciones
de las  organizaciones  de  usuarios  de  aguas  y  sus  antecedentes.  El
incumplimiento de esta obligación por parte de los Conservadores, será
sancionado según lo previsto en el artículo 440 del Código Orgánico de
Tribunales.”.

 c) Elimínase el inciso quinto. 
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 d) En el inciso octavo, que pasa a ser inciso
séptimo:

i)  Intercálase,  a  continuación  de  la  locución
“deberá informar”, la expresión “, al menos,”.

ii) Suprímese la frase “, dentro de los primeros
cinco días de los meses de enero y julio,”.

iii) Reemplázase la expresión “las copias” por
“la información” 

 iv) Elimínase la locución “Notarios y”.

11. En el artículo 122 bis:

a)  Agrégase,  en  el  inciso  primero,  la  siguiente
oración  final:  “La  información  requerida  deberá  enviarse  en la  forma que
determine el reglamento previsto en el artículo anterior.”.

b) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación
de la locución “será sancionado,”, la expresión “de oficio o”.

12. En el inciso primero del artículo 129 bis 2:

a) Elimínase la frase “, previa autorización del
juez de letras competente en el lugar en que se realicen dichas obras”.

b) Agrégase la siguiente oración final: “Estas
resoluciones se publicarán en el sitio web institucional”.

13.  Intercálase  en  el  inciso  segundo  del
artículo 129 bis 12, a continuación de la primera oración, el siguiente
texto:  “En  caso  de  no  estar  inscritos  tales  derechos,  la  Dirección
General  de  Aguas  podrá  subrogarse  en  los  derechos  del  titular  no
inscrito,  sólo  para  los  efectos  de  proceder  a  su  inscripción  en  el
Registro de Propiedad del Conservador que sea competente, a costa del
particular”.

14. En el artículo 135: 

 a)  Reemplázase  el  inciso  segundo  por  el
siguiente:
 
 “Si  la  Dirección  estimare  necesario  practicar
inspección ocular, determinará y solicitará los medios y las condiciones
necesarias  para  acceder  al  lugar  y,  en  su  caso,  la  suma  que  el
interesado debe consignar para cubrir los gastos de esta diligencia. En
caso que el interesado no cumpla con dichas exigencias, la Dirección
podrá denegar la solicitud de que se trate.”.

 b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 
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 “Para  realizar  dicha  inspección,  los
funcionarios  de  la  Dirección  General  de  Aguas  podrán,  previa
resolución  del  Servicio,  ingresar  a  terrenos  de  propiedad  privada,
debiendo levantar acta y dejar registro de la diligencia.”.

15. Reemplázase el inciso primero del artículo
137 por el siguiente:

 “Artículo  137.-  Las  resoluciones  de  término
que dicte el Director General de Aguas en conocimiento de un recurso
de  reconsideración  y  toda  otra  que  dicte  en  el  ejercicio  de  sus
funciones, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones de Santiago,
mientras que las resoluciones dictadas por los Directores Regionales
serán reclamables ante la  Corte de Apelaciones del  lugar en que se
dictó  la  resolución  impugnada.  En  ambos  casos,  el  plazo  para  la
reclamación  será  de  30  días  contados  desde  la  notificación  de  la
correspondiente resolución.”.

16. En el artículo 138:

 a)  Intercálase  el  siguiente  inciso  primero,
nuevo, pasando el actual inciso único a ser segundo:

 “Artículo  138.-  El  cumplimiento  de  las
resoluciones  de  la  Dirección  General  de  Aguas  será  de  cargo  de
aquellos que deban ejecutarlas.”. 

b)  En  el  actual  inciso  único,  que  pasa  a  ser
segundo:

i) Reemplázase la expresión “del Intendente o
Gobernador  respectivo”  por  la  siguiente  frase:  “directamente  de  la
Jefatura de la Unidad de Carabineros más próxima o de la autoridad que
corresponda, según el caso,”.

ii)  Sustitúyese  la  palabra  “título”  por  la
locución “Código, cuando exista oposición”.

 c) Agréganse los siguientes incisos tercero y
cuarto, nuevos:

 “En caso de incumplimiento o de cumplimiento
parcial, el Servicio podrá ejecutarlas por sí u ordenar su ejecución a la
Dirección de Obras Hidráulicas o a cualquier otro servicio dependiente
del Ministerio de Obras Públicas.

 Tendrá mérito ejecutivo para su cobro la copia
autorizada de la resolución del Director General de Aguas que fije el
valor de las medidas, la que podrá establecer un recargo de hasta el
cien por ciento de su valor, sin perjuicio de la multa que corresponda.”.
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17. En el artículo 140:

a)  Sustitúyese,  en el  numeral  1,  la  expresión
“El  nombre”,  la  primera  vez  que  aparece,  por  la  frase  “El  nombre,
cédula nacional de identidad o rol único tributario”.

b) Intercálase, a continuación del numeral 1, el
siguiente nuevo, pasando los numerales 2 a 6 a ser numerales 3 a 7:

“2.  El  uso  que  se  le  dará  a  las  aguas
solicitadas.”.

 18. En el artículo 171:

a)  Reemplázase,  en  el  inciso  segundo,  la
expresión “del Departamento de Obras Fluviales” por la siguiente: “de
la Dirección de Obras Hidráulicas”.

 b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente: 

 “Quedan  exceptuados  de  los  trámites  y
requisitos  establecidos  en  los  incisos  precedentes  los  servicios
dependientes del Ministerio de Obras Públicas, así como los proyectos
financiados  por  servicios  públicos  que  cuenten  con  la  aprobación
técnica de la Dirección de Obras Hidráulicas. Estos servicios deberán
remitir los proyectos definitivos de las obras a la Dirección General de
Aguas  para  su  conocimiento  e  inclusión  en  el  Catastro  Público  de
Aguas, dentro del plazo de seis meses, contado desde la recepción final
de la obra.”.

19.  Reemplázase  el  artículo  172  por  el
siguiente:

“Artículo  172.-  Si  se  realizare  obras  con
infracción a lo dispuesto en el artículo anterior, que entorpezcan el libre
escurrimiento de las aguas o signifiquen peligro para la vida o salud de
los habitantes, la Dirección General de Aguas impondrá una multa del
primer al tercer grado, de conformidad al artículo 173 ter, y apercibirá al
infractor, fijándole un plazo perentorio para que modifique o destruya
las obras. En el caso que se ordene la modificación de las obras, la
Dirección  General  de  Aguas  podrá  ordenar  que  se  presente  el
correspondiente  proyecto,  de  acuerdo  a  las  normas  del  presente
Código, que contemple la totalidad de las obras.

Si  el  infractor  no  diere  cumplimiento  a  lo
ordenado, la Dirección le impondrá una multa mínima de 100 y máxima
de  1.000  unidades  tributarias  anuales,  según  fuere  la  magnitud  del
entorpecimiento  ocasionado al  libre  escurrimiento  de las  aguas  o el
peligro  para  la  vida  o  salud  de  los  habitantes,  y  podrá  adoptar  las
medidas  para  su cumplimiento  de  conformidad a  lo  dispuesto  en el
artículo 138.”.
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20. Intercálase, a continuación del artículo 172,
el siguiente subtítulo nuevo:

“g) De la fiscalización

 Artículo  172  bis.-  La  Dirección  General  de
Aguas fiscalizará el cumplimiento de las normas de este Código. 

 Para el cumplimiento de su  labor, la Dirección
podrá iniciar un procedimiento sancionatorio de oficio cuando tomare
conocimiento de hechos que puedan constituir  infracciones a dichas
normas, por denuncia de un particular, por medio de una autodenuncia,
o a requerimiento de otro servicio del Estado.

 Las denuncias se presentarán ante la Dirección
General  de  Aguas  de  la  región  o  de  la  provincia  correspondiente  y
deberán señalar el lugar y fecha de presentación y la individualización
completa del  denunciante,  quien deberá suscribirla  personalmente,  o
por su mandatario o representante habilitado. Las denuncias también
podrán ser presentadas en la forma que determine la Dirección General
de  Aguas,  mediante  resolución  fundada.  En  todo  caso,  la  denuncia
deberá  contener  una  descripción  de  los  hechos  concretos  que  se
estiman  constitutivos  de  infracción,  el  lugar  y  las  referencias
suficientes  para  determinar  su  locación,  la  fecha  probable  de  su
comisión, las normas infringidas si las conociera el denunciante, y la
individualización  del  presunto  infractor,  en  caso  que  pudiera
identificarlo.

 La  Dirección  deberá  declarar  admisible  la
denuncia  cuando  cumpla  con  los  requisitos  señalados  en  el  inciso
anterior,  esté  revestida  de  seriedad  y  tenga  mérito  suficiente.  Si  la
denuncia no contiene una descripción del hecho denunciado y el lugar
de  su  comisión,  será  archivada,  sin  perjuicio  de  la  facultad  de  la
Dirección de proceder de oficio.

 El procedimiento sancionatorio se iniciará con
la apertura del expediente respectivo, y deberá ser resuelto en un plazo
máximo de seis meses. Éste será resuelto por el Director General de
Aguas  o  por  el  respectivo  Director  Regional,  previa  delegación  de
funciones de conformidad a lo dispuesto en el artículo 300 letra g) de
este Código.

 Artículo 172 ter.- Dentro del plazo de 15 días
contado desde la apertura del expediente,  la Dirección efectuará una
inspección a terreno. El  presunto infractor deberá entregar todas las
facilidades para que se lleve a cabo el referido proceso de inspección y
no podrá negarse a proporcionar la información requerida.

 En  ejercicio  de  la  labor  fiscalizadora,  el
personal de la Dirección deberá siempre informar al sujeto fiscalizado
de la  materia  específica  objeto  de  la  fiscalización y  de  la  normativa
pertinente,  realizando  las  diligencias  estrictamente  indispensables  y

82



proporcionales  al  objeto  de  la  fiscalización.  El  personal  fiscalizador
deberá,  además,  guardar  reserva  de  aquellos  antecedentes  y
documentos que no tengan el  carácter  de públicos.  Los fiscalizados
podrán  denunciar  conductas  abusivas  de  los  funcionarios  ante  sus
superiores  jerárquicos,  sin  perjuicio  de  las  sanciones  penales  que
correspondan.

 Quienes  realicen  esta  inspección  deberán
levantar un acta de la misma, dejando constancia de si existen o no
hechos  que  se  estimen  constitutivos  de  una  infracción  y,  en  caso
afirmativo, la indicación de la o las normas eventualmente infringidas.

 El personal fiscalizador de la Dirección tendrá
el carácter de ministro de fe respecto de los hechos que consignen en
el cumplimiento de sus funciones y que consten en el acta a que se
refiere este artículo. Los hechos establecidos por los ministros de fe
constituirán presunción legal. 

 Artículo  172 quáter.-  Cuando constaren en el
acta de inspección hechos que se estimen constitutivos de infracción,
deberá  notificarse  personalmente  al  presunto  infractor,  entregándole
copia del acta y señalándole que podrá presentar sus descargos dentro
del plazo de 15 días contado desde esa fecha. Si éste no es habido en el
lugar  fiscalizado,  podrá  ser  notificado  del  acta  y  del  plazo  para  los
descargos  en  la  forma  dispuesta  en  el  artículo  44  del  Código  de
Procedimiento Civil.

 En caso que no se hubieren detectado hechos
constitutivos de infracción, se le entregará copia del acta al fiscalizado
y se cerrará el expediente, poniendo fin al procedimiento respectivo. 

 Artículo  172  quinquies.-  Evacuados  los
descargos por  el  presunto  infractor,  o  vencido el  plazo para  ello,  la
Dirección  General  de  Aguas  resolverá  sin  más  trámite  cuando  no
existan hechos controvertidos o sean de pública notoriedad. En caso
contrario,  abrirá  un  término  de  prueba  de  15  días.  Dicho  plazo  se
ampliará si corresponde, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 26
de la ley N° 19.880. 

 La  Dirección  dará  lugar  a  las  medidas  o
diligencias  probatorias  que  solicite  el  presunto  infractor  en  sus
descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes. En caso
contrario, las rechazará mediante resolución fundada, sin perjuicio de
que la Dirección pueda decretar otras medidas o solicitar antecedentes
adicionales previos a resolver.

 Los  hechos  investigados  y  las
responsabilidades a que éstos den lugar podrán acreditarse mediante
cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán
conforme a las reglas de la sana crítica.
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 Artículo  172  sexies.-  Dentro  del  plazo  de  15
días contado desde la evacuación de los descargos o vencido el plazo
para ello; o desde el vencimiento del término probatorio, si se hubiere
dado lugar a éste, la Dirección elaborará un informe técnico que servirá
de base para resolver el procedimiento y deberá ser remitido al Director
para su pronunciamiento.

 Dicho  informe  deberá  contener  la
individualización del o de los infractores, de conocerse; la relación de
los hechos investigados y la forma en que se ha llegado a acreditarlos;
y la proposición al Director de las sanciones que estimare procedente
aplicar o de la absolución de uno o más de los infractores. 

 El  Director  pondrá  término  al  procedimiento
mediante resolución fundada, la que deberá pronunciarse sobre cada
uno de los hechos investigados, infracciones detectadas y alegaciones
o descargos realizados por el presunto infractor. Contra esta resolución
podrán interponerse los recursos contemplados en los artículos 136 y
137.”.

21. Reemplázase  en  el  subtítulo  3.  del  Libro
Segundo del Título Primero, la expresión "De las multas" por la expresión “De
las sanciones”.

22. Sustitúyese el artículo 173 por el siguiente:

“Artículo 173.- La Dirección General de Aguas
aplicará una multa a beneficio fiscal y el plazo para su pago, a quienes
incurran  en  las  infracciones  que  a  continuación  se  describen,  cuyo
monto se determinará de conformidad a lo dispuesto en este párrafo,
sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que procedan:

 1. Una multa del primer grado cuando se trate
de infracciones relativas a la obligación de entregar información en la
forma,  oportunidad  y  mecanismos  que  dispone  este  Código  y  las
resoluciones de la Dirección General de Aguas.

 2. Una multa de segundo grado cuando se trate
del incumplimiento de las obligaciones que dispone el presente Código
o una resolución de la Dirección referente a la instalación y mantención
de sistemas de medición  de caudales,  de volúmenes extraídos  y  de
niveles  freáticos  de  la  obra  y  de  sistemas  de  transmisión  de  dicha
información.

 La  resolución  que  disponga  la  aplicación  de
esta multa fijará un plazo prudencial, no prorrogable, que no podrá ser
inferior a un mes ni superior a seis meses, para que el infractor instale y
opere  dichos  sistemas.  En  caso  de  incumplimiento  de  esta  nueva
obligación,  la  Dirección  aplicará  una  nueva  multa  del  mismo  grado,
previo procedimiento sancionatorio abreviado consistente en una visita
a terreno, notificación del acta respectiva y recepción de los descargos
pertinentes, dentro del plazo de treinta días contado desde la visita a
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terreno y así, sucesivamente, hasta que se verifique el cumplimiento de
la obligación.

 3. Una multa de tercer grado al propietario de
un predio, sea o no titular de derechos de aprovechamiento, en el que
existan  o  no  obras  para  aprovechar  el  recurso,  que  niegue
injustificadamente el ingreso de los funcionarios de fiscalización para el
cumplimiento  de  sus  labores.  Se  entenderá  que  existe  negativa  del
propietario aun cuando la realice una tercera persona responsable del
acceso a dicha propiedad, sin perjuicio de las acciones que tenga el
dueño para repetir en su contra.

 4.  Una  multa  de  cuarto  grado  cuando  se
realicen  actos  u  obras,  sin  contar  con  el  permiso  de  la  autoridad
competente, que afecten la disponibilidad de las aguas, o disminuyan la
calidad del recurso en las fuentes naturales y/o en las obras estatales
de  desarrollo  del  mismo.  También  se  aplicará  esta  multa  al  que
entregue información falsa o que induzca a error a la Dirección.

5. Una multa de quinto grado a todo titular que,
mediante una doble inscripción en el Registro de Propiedad de Aguas
del  Conservador  de  Bienes  Raíces,  duplique  sus  títulos  en  los  que
constan  derechos  de  aprovechamiento  de  aguas.  Se  le  sancionará,
además,  con  la  caducidad  del  título  duplicado,  sin  perjuicio  de  lo
dispuesto en el artículo 460 bis del Código Penal.

 6. Las infracciones que no tengan una sanción
específica, serán sancionadas con una multa cuya cuantía puede variar
entre el primer y tercer grado.

La  Dirección  comunicará  la  resolución  a  la
Tesorería General de la República para efectos de su cobro, una vez
que ésta se encuentre ejecutoriada.”.

 23.  Intercálanse,  a  continuación  del  artículo
173, los siguientes artículos nuevos:

 “Artículo  173  bis.-  Para  las  sanciones
dispuestas  en  los  artículos  172  y  173,  el  monto  de  la  multa  podrá
incrementarse en los siguientes casos:

 1. Hasta un 100%, cuando la infracción afecte
la  disponibilidad  de  las  aguas  utilizadas  para  satisfacer  el  consumo
humano, uso doméstico de subsistencia o el saneamiento.

 2. Hasta un 75%: 

 a) Si las infracciones se cometen en las zonas
establecidas en los artículos 63, 65, 282 y 314 del presente Código.

 b)  Si  la  infracción  cometida  perjudica
gravemente el cauce, y siempre que no sea constitutiva de los hechos
sancionados en el artículo 172.
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 c)  Cuando,  a  consecuencia  de  la
contravención,  se produzca un descenso sostenido o abrupto de los
niveles freáticos del acuífero.

 3. Hasta un 50%:

 a) Cuando la infracción cometida modifique o
destruya  obras  autorizadas  destinadas  al  ejercicio  del  derecho  de
aprovechamiento de terceros.

 b) Cuando la captación de agua además afecte
el caudal ecológico mínimo impuesto en la resolución constitutiva.

 Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  inciso
anterior,  la  reiteración  de  la  infracción  se  sancionará  duplicando  el
monto original.
 Las circunstancias agravantes que constituyen
por sí mismas una infracción o sean inherentes a ésta, no aumentarán
la pena, por tratarse de conductas distintas.

El  monto de la  multa  se rebajará en un 50%
para  aquellos  infractores  que  se  auto  denuncien  ante  la  Dirección
General  de  Aguas  por  cualquier  contravención  a  este  Código.  La
autodenuncia no requerirá de formalidades especiales, y bastará que
sólo contenga una enunciación de los hechos, el lugar y la época en la
que  ocurrieron,  y  la  individualización  de  su  autor  o  autores.  La
circunstancia  señalada  sólo  procederá  cuando  la  información
proporcionada  por  el  infractor  sea  precisa,  verídica  y  comprobable
respecto de los hechos que constituyen la infracción y ponga fin, de
inmediato, a los mismos.

Artículo  173  ter.-  Las  infracciones  que  se
dispongan en este Código, serán sancionadas con multas a beneficio
fiscal según los siguientes grados: 

 a) Primer grado: de 10 a 50 UTM

 b) Segundo grado: de 51 a 100 UTM

 c) Tercer grado: de 101 a 500 UTM

 d) Cuarto grado: 501 a 1.000 UTM

 e) Quinto grado: 1.001 a 2.000 UTM.

 Para la determinación del  monto de la multa al
interior de cada grado, se deberá tener en consideración, entre otras,
las siguientes circunstancias: el caudal de agua afectado, si son aguas
superficiales  o  subterráneas,  si  se  produce  o  no  la  afectación  de
derechos de terceros, la cantidad de usuarios perjudicados, el grado de
afectación del  cauce o acuífero,  y la  zona en que ésta se produzca,
según la disponibilidad del recurso.
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Artículo  173  quáter.-  Las  infracciones
establecidas en el presente Código prescribirán en el plazo de tres años
contado desde su comisión.”.

24. En el artículo 175:

a)  Intercálase,  a  continuación  de  la  palabra
“infracción”,  la  siguiente  frase:  “con el  solo mérito  de la  resolución
administrativa, fijando el plazo para su pago”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:

“El  Tribunal  comunicará  la  sentencia  a  la
Tesorería General de la República para efectos de su cobro.”.

 25. Incorpóranse al artículo 176 los siguientes
incisos segundo, tercero y cuarto:

 “El  procedimiento de cobro de las multas se
realizará  por  la  Tesorería  General  de  la  República  de  acuerdo  a  lo
dispuesto  en  el  artículo  35  del  decreto  ley  Nº  1.263,  Orgánico  de
Administración Financiera del Estado, del año 1975, del Ministerio de
Hacienda.

 Si la multa fuere pagada dentro de los nueve
días siguientes a su notificación será rebajada en un 25%.
 Este  beneficio  no será  acumulable  con otras
rebajas  de  la  pena,  tales  como  aquella  que  beneficia  al
autodenunciante.”.

26.  Intercálase  en  el  inciso  final  del  artículo
294, a continuación de la expresión “de Aguas”, la frase “dentro del
plazo de seis meses contado desde la recepción final de la obra”.

27. En el artículo 299:

 a) Agrégase  en el literal a) entre la frase “su
aprovechamiento” y el punto y coma, la siguiente frase: “y arbitrar las
medidas  necesarias  para  prevenir  y  evitar  el  agotamiento  de  los
acuíferos”.

 b)  Sustitúyese  en  el  literal  b)  la  frase
“Investigar y medir el recurso” por la siguiente: “Investigar,  medir el
recurso y monitorear tanto su calidad como su cantidad, en atención a
la conservación y protección de las aguas”.

 c)  Intercálase  en  el  numeral  1.  del  literal  b),
entre las frases “servicio hidrométrico nacional”  e “y proporcionar  y
publicar”,  la  siguiente  frase:  “,  el  que  incluye  tanto  mediciones  de
cantidad como calidad de aguas,”.
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                                         d) Agrégase en el literal c) entre las frases “de
uso público” e “impedir que en éstos”, la siguiente frase: “y acuíferos;
impedir, denunciar o sancionar la afectación a la cantidad y la calidad
de estas aguas, de conformidad al inciso primero del artículo 129 bis 2 y
los artículos 171 y siguientes;”.
                                      e) Reemplázase el literal d) por el siguiente:
                                      “d) Impedir que se extraigan aguas de los mismos
cauces  y  en los  acuíferos  sin  título  o  en mayor  cantidad  de  lo  que
corresponda;”.
                                      f) Agrégase la siguiente letra nueva:
                                      “f) Requerir fundadamente, del Intendente o
Gobernador respectivo, el auxilio de la fuerza pública, con facultades de
allanamiento  y  descerrajamiento,  para  efectos  del  ejercicio  de  las
atribuciones señaladas en los literales b),  número 1;  c)  y  d)  de este
artículo.  El  requerimiento  deberá  ser  presentado  por  el  Director
Regional correspondiente.

 Para el ejercicio de la atribución dispuesta en
el literal b)  número 1 de este artículo,  el  auxilio  de la fuerza pública
podrá requerirse sólo en caso que se acredite la negativa a la solicitud
de acceso que previamente haya efectuado el personal de la Dirección
General de Aguas con el objeto de realizar trabajos de mantención y
operación del servicio hidrométrico nacional.”.

 28.  Intercálanse,  a  continuación  del  artículo
299, los siguientes artículos 299 bis y 299 ter:

 “Artículo  299  bis.-  Los  funcionarios  de  la
Dirección  General  de  Aguas  que  ejecuten  labores  de  fiscalización
tendrán la  calidad de ministros de fe  y  sus declaraciones  sobre los
hechos  que  se  constaten  en  las  respectivas  actas  de  inspección
tendrán el carácter de presunción legal.

 Artículo  299  ter.-  La  Dirección  General  de
Aguas, mediante resolución fundada, podrá ordenar la paralización de
obras en caso de acreditarse fehacientemente la extracción de aguas en
un  punto  no  reconocido  o  constituido  de  conformidad  a  la  ley.
Asimismo,  podrá  ordenar  el  cegamiento  de un pozo  una  vez que  la
resolución  se  encuentre  ejecutoriada.  Para  cumplir  con  estas
finalidades, el Director General de Aguas, o los Directores Regionales,
podrán  ejercer  las  facultades  contenidas  en  el  artículo  138  de  este
Código.”.

                                       29. En el artículo 300:
                                        a) Sustitúyese el literal a), por el siguiente:
 “a) Dictar las normas e instrucciones, mediante
circulares, que sean necesarias para la correcta aplicación del Código
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de  Aguas,  leyes  y  reglamentos  que  sean  de  la  competencia  de  la
Dirección a su cargo.

                                         La normativa que emane del Director será
obligatoria  y  deberá  ser  sistematizada  de  manera  tal  de  facilitar  el
acceso y conocimiento de ésta por el público en general.”.
                                          b) Reemplázase en el literal f) la expresión “, y”
por un punto y coma.
                                       c) Sustitúyese en el literal g) el punto final por la
siguiente expresión: “; y”.

                                       d) Agrégase el siguiente literal h), nuevo:
                                       h) Ingresar a predios de propiedad pública o
privada, en cumplimiento de sus labores de fiscalización.
                                       Para el cumplimiento de lo dispuesto en el
párrafo anterior,  el  Director  General  de Aguas podrá solicitar,  en los
términos del artículo 138, el auxilio de la fuerza pública cuando exista
oposición, la que podrá actuar con descerrajamiento, si fuere necesario,
para ingresar a lugares cerrados.”.

30.  Sustitúyese  en  el  inciso  segundo  del
artículo 302,  la frase “será aplicable al Director General de Aguas, lo
dispuesto en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil”, por la
siguiente:  “el  Director  General  de  Aguas tendrá  las  atribuciones  del
artículo  7°  del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  especialmente  las
facultades de desistirse  en primera instancia  de la  acción deducida,
aceptar  la  demanda  contraria,  absolver  posiciones,  renunciar  los
recursos  o  los  términos  legales,  avenir  y  transigir.  Además,  le  será
aplicable lo dispuesto en el artículo 361 de dicho Código.”.

 31. En el artículo 303:

a)  Intercálase,  a  continuación  de  la  palabra
“construcción”, la locución “y operación”.

b) Suprímese la expresión “o artificiales”.

c) Reemplázase la frase “hará el aforo de sus
corrientes  y  dirimirá”  por  la  siguiente:  “podrá  aforar  sus  corrientes,
solicitar antecedentes y dirimir”.

d)  Agrégase,  a  continuación  de  la  locución
“dichos cauces”, el siguiente texto: “, pudiendo establecer las medidas
que  deben  adoptar  los  usuarios  para  su  adecuado  ejercicio.  El
incumplimiento  de  estas  medidas  será  sancionado  por  la  Dirección
General  de Aguas con una multa cuya cuantía  puede variar  entre  el
segundo y el cuarto grado”.

 32. En el artículo 306:
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a)  Sustitúyese  en  el  inciso  primero,  la  frase
“será sancionado con multas no inferiores a  20 ni  superiores a  100
unidades tributarias mensuales” por la siguiente “será sancionado por
la Dirección General de Aguas con multas del segundo al tercer grado”.

b) Suprímense los incisos segundo, tercero y
final.

33. Reemplázase en el inciso final del artículo
307,  la  frase  “que  no  sea  inferior  a  50  ni  superior  a  500  unidades
tributarias mensuales” por la siguiente: “del cuarto a quinto grado, de
conformidad a lo indicado en el artículo 173”.”.

 34. Agrégase, a continuación del artículo 307, el
siguiente artículo 307 bis:

“Artículo 307 bis.- La Dirección General de Aguas
podrá  exigir  la  instalación  de  sistemas  de  medición a  los  titulares  de
derechos de aprovechamiento de aguas superficiales u organizaciones de
usuarios que extraigan aguas directamente desde cauces naturales de uso
público.  En  el  caso  de  los  derechos  no  consuntivos,  será  obligatoria  la
instalación de sistemas de medición de caudal instantáneo, tanto en el punto
de captación como en el  punto de restitución, esto cuando el titular haya
construido las obras necesarias para su uso. Dicho sistema deberá permitir
que se obtenga, almacene y transmita a la Dirección General de Aguas la
información indispensable para el control y medición del caudal instantáneo,
efectivamente extraído y –en los usos no consuntivos– restituido, desde la
fuente  natural.  El  Servicio,  por  medio  de  una  resolución  fundada,
determinará los plazos y las condiciones técnicas para cumplir dicha
obligación.”.

Artículo  2°.-  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones en el Código Penal:

1. En el artículo 459:

a. Reemplázanse en el encabezado la expresión
"mínimo" por “mínimo a medio”; la palabra “once” por “veinte”, y la palabra
“veinte” por “cinco mil”.”.

b.  Intercálase en el  número 1.°,  entre las frases
“arroyos o fuentes” y “; de canales o acueductos”, la siguiente frase “, sean
superficiales o subterráneas”.

 2. En el artículo 460:

 i)  Sustitúyense  las  frases  “violencia  en  las
personas” y “la violencia que causare”, por “violencia o intimidación en las
personas” y “la violencia o intimidación que causare”, respectivamente.    

90



ii) Reemplázanse la frase “en sus grados mínimo a
medio” por “en cualquiera de sus grados”; la palabra “once” por “cincuenta”,
y la palabra “veinte” por “cinco mil”.

 3. Intercálase a continuación del artículo 460, el
siguiente artículo 460 bis:

 | “Artículo 460 bis.- El que a sabiendas duplique
la inscripción de su derecho en el Registro de Propiedad de Aguas del
Conservador de Bienes Raíces sufrirá las penas de presidio menor en
su  grado  mínimo,  multa  de  once  a  veinte  unidades  tributarias
mensuales,  la  revocación del  título  duplicado  y  la  cancelación de la
inscripción duplicada.”.

Artículo  3°.-  Agrégase,  en  el  artículo  166  del
Código Procesal Penal, el siguiente inciso final:

"En los delitos previstos en los artículos 459 y 460
del Código Penal, recibida la denuncia el fiscal comunicará los hechos a la
Dirección General de Aguas del Ministerio de Obras Públicas.”.

 Artículo  transitorio.-  Quienes  actualmente
utilizan  un  sistema  de  drenaje  para  desaguar  sus  predios  y  se
benefician  de  dichas  aguas,  de  conformidad  con  el  artículo  48  del
Código de Aguas, deberán informar a la Dirección General de Aguas las
características del sistema de drenaje, la ubicación de la captación y el
caudal drenado, en el plazo de seis meses desde la entrada en vigencia
de  la  presente  ley.  En  caso  contrario,  podrán  ser  sancionados  de
conformidad al Código de Aguas.”.

-------

Acordado en sesión  celebrada con fecha  11 de
agosto  de  2015,  con  asistencia  de  la  Senadora  señora  Adriana  Muñoz
D’Albora  (Presidenta)  y  de  los  Senadores  señores  Francisco  Chahuán
Chahuán (Baldo Prokurica Prokurica),  Víctor Pérez Varela y Jorge Pizarro
Soto;  en sesión celebrada el  6 de octubre de 2015,  con asistencia de la
Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta) y de los Senadores
señores  Francisco  Chahuán  Chahuán  y  Víctor  Pérez  Varela;  en  sesión
celebrada el 11 de octubre de 2016, con asistencia de la Senadora señora
Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Isabel Allende
Bussi  y  de  los  Senadores  señores  Francisco  Chahuán  Chahuán  y  Jorge
Pizarro  Soto;  en  sesión  celebrada  el  15  de  noviembre  de  2016,  con
asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta) y de
los  Senadores  señores  Chahuán,  Pérez  Varela  y  Pizarro;  en  sesión
celebrada el 29 de noviembre de 2016, con asistencia de la Senadora señora
Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta) y de los Senadores señores Chahuán,
Pérez Varela y Pizarro; en sesión celebrada el 13 de diciembre de 2016, con
asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta) y de
los Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro y en sesión de 20
de diciembre de 2016, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz
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D’Albora (Presidenta) y de los Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y
Pizarro.

Sala de la Comisión, a 27 de diciembre de 2016

PILAR SILVA GARCÍA DE CORTÁZAR
Secretaria de la Comisión
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RESUMEN EJECUTIVO
_____________________________________________________________

PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL SOBRE RECURSOS
HÍDRICOS, DESERTIFICACIÓN Y SEQUÍA, ACERCA DEL PROYECTO DE LEY
QUE INTRODUCE MODIFICACIONES AL MARCO NORMATIVO QUE RIGE LAS
AGUAS EN MATERIA DE FISCALIZACIÓN Y SANCIONES. (BOLETÍN Nº 8.149-

09)

I.  PRINCIPALES  OBJETIVOS  DEL  PROYECTO  PROPUESTO  POR  LA
COMISIÓN: 

II. ACUERDOS: aprobado  en  general  (3X0).  Senadora  Muñoz  y  Senadores
Chahuán y Pizarro.
En cuanto a la discusión en particular: las enmiendas fueron acordadas
por unanimidad, con excepción de las siguientes, todas del artículo 1°:
-numeral 1, letra a), con la abstención del Senador Chahuán.
-numeral 3, letra a), con la abstención del Senador Chahuán.
-numeral 16, letra b), literal i, con la abstención del Senador Chahuán.
-numeral 17, letra a), con la abstención del Senador Pizarro.
-numeral 17, letra b), con la abstención del Senador Chahuán.
-numeral 23, inciso final del artículo 173 bis, con la abstención de la
Senadora Muñoz.

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: consta
de tres artículos permanentes y un artículo transitorio.

IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: el numeral 12, letra a), el numeral 15,
la frase final del inciso final del artículo 172 sexies, contenido en el numeral
20, el numeral 24 y la letra b) del numeral 32, todos del artículo 1° tienen el
rango  de  leyes  orgánicas  constitucionales,  por  lo  que  requieren  de  la
aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de
conformidad al inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la
República. Tales normas vinculadas al artículo 77 de la Carta Fundamental.

V. URGENCIA: “suma”.

VI.   ORIGEN INICIATIVA: Cámara de Diputados. Mensaje del ex Presidente de la
República, señor Sebastián Piñera Echenique.

VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo.

VIII. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 12 de junio de 2012.

IX. TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe, en general  y en particular,
conforme a la autorización de la Sala en sesión de 17 de julio de 2013.

X.   LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:
Código de Aguas, Código Penal y Código Procesal Penal.
_____________________________________________________________
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Valparaíso, 27 de diciembre de 2016.

PILAR SILVA GARCÍA DE CORTÁZAR
Secretaria de la Comisión
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